
CÓDIGO CIVIL FEDERAL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra por cinco minutos el diputado Marco An-
tonio Aguilar Yunes, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Civil Federal, suscrita también dicha iniciativa
por el diputado Erick Alejandro Lagos Hernández, ambos
del Grupo Parlamentario del PRI.

El diputado Marco Antonio Aguilar Yunes: Con su per-
miso, señor presidente. Compañeros y compañeras dipu-
tados, muy buenas tardes. En México las madres solteras
han sido marginadas tanto por la sociedad como por nues-
tra legislación. Poco hemos hecho desde esta legislatura y
legislaturas anteriores para crearles un estatus que les per-
mita tener una vida jurídica, que les permita tener una fi-
gura jurídica que contemple la definición que como tal de-
ben tener en la ley, y con ello poder generarles
prerrogativas y poderles generar también una mejor condi-
ción de vida.

Hablamos de igualdad de género y creo que este es un te-
ma fundamental también para hacer justicia a este gran
segmento del que todos hablamos, pero pocos a veces nos
preocupamos para precisamente ver qué tenemos dentro de
nuestra legislación. 

Ha habido legislaciones en estados como Sonora y San
Luis Potosí, legislaciones que han pretendido poder darles
protección desde la perspectiva de género, pero no tenemos
ninguna norma a nivel federal que en un momento deter-
minado pueda darles prerrogativas en cuanto a sus hijos,
que pueda darles protección y sobre todo que pueda gene-
rar la figura jurídica y la institución de la madre soltera o
madre jefa de familia.

Que sus hijos tengan la certeza que la labor de su madre,
que todos los días sale a ganarse la vida, estará respaldada
por la ley, que tendrán posibilidad de acceder a distintos
programas que hoy el gobierno federal y muchos de los go-
biernos estatales tienen al conocer con precisión a qué nos
referimos cuando hablamos de las madres solteras.

Se prevén ya en nuestro Código Civil algunas garantías,
sobre todo a los hijos que son procreados dentro del matri-
monio. Sin embargo, el término de madre soltera como ins-
titución social es nulo.

Hay normas civiles dispersas, pero desde una perspectiva
de mujeres separadas o abandonadas, como el supuesto de
establecer a quién corresponde la custodia de los hijos en
los casos de separación. Pero como se observará, estas nor-
mas pretenden proteger a los hijos, pero no pretenden tam-
poco poder generar una protección a la madre soltera.

Las normas jurídicas, compañeros y compañeras, tienen
que adaptarse a la realidad, a la necesidad de la sociedad y
a donde hoy nos encontramos, como en su momento el ma-
trimonio y el divorcio surgieron como institución, como
hoy vemos distintas corrientes que expresan con claridad
incluso distintas formas de solidaridad y de tener una fa-
milia.

En el caso de la madre soltera no existe norma alguna y es
necesario crear una institución generadora de un nuevo ti-
po de familia, como lo es hoy de hecho, pero no de dere-
cho.

Es por ello, compañeros y compañeras, que presento esta
iniciativa junto con el diputado Erick Lagos, para crear es-
ta figura jurídica y no únicamente darle el estatus, también
iniciar y darle prerrogativas.

La iniciativa de reforma a distintos artículos del Código Ci-
vil incluye desde la posibilidad de que el juez del Registro
Civil u oficial de Registro Civil declare este estatus desde
el asentamiento del hijo, hasta el orden de prelación para
los supuestos de sucesión legítima a la madre o el padre
soltero, que en su caso el difunto de cujus haya reconocido
al hijo o hijos, en los términos de la legislación civil.

Si tienen obligaciones las madres solteras, también deben
tener derechos. Es momento de hacerlo, compañeras y
compañeros y, sobre todo, proteger a este gran segmento.

En atención al concepto de igualdad de género, en la pre-
sente iniciativa se considera la inclusión también de la fi-
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gura de padre soltero, aun a pesar de que su situación de
vulnerabilidad es distinta a la que presenta una madre sol-
tera. Sin embargo, tampoco existen políticas públicas espe-
cíficas para brindar apoyo y atender a este sector de la po-
blación.

Según cifras del INEGI y del Consejo Nacional de Pobla-
ción, existen 21 millones de padres que viven con sus hi-
jos, 20 millones viven en pareja y 259 mil están separados
o divorciados, 42 mil están solteros y 495 mil son viudos.

Compañeros y compañeras diputadas, les pido su apoyo en
esta iniciativa y sobre todo es momento y hora de hacer
justicia a aquellas que todos los días dejan a sus hijos en la
guardería para poder ganarse la vida y que todos los días
llegan con el ánimo de educarlos haciendo la función de
padre y de madre. Gracias. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Civil Federal, suscrita por los diputados Marco
Antonio Aguilar Yunes y Érick Alejandro Lagos Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Marco Antonio Aguilar Yunes,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la fracción I del numeral 1 del
artículo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta asam-
blea iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man el párrafo primero del artículo 55, el párrafo primero
del artículo 58 y la fracción I del artículo 1602, y se adi-
cionan un segundo párrafo al artículo 302, un segundo pá-
rrafo al artículo 724, el título tredécimo, capítulo único,
“De la madre soltera y/o padre soltero”, y los artículos 746
Bis, 746 Ter y 746 Quáter del Código Civil Federal, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, las madres solteras han sido marginadas tanto
por la sociedad1 como por su regulación en los diversos or-
denamientos que conforman nuestro marco jurídico, es
preciso expresar que con motivo a su situación que no es
jurídica sino de política pública, situación diferente al de
una pareja; aún no han tenido un respaldo y certeza jurídi-
ca, lo que les ocasiona dificultades en el otorgamiento de
apoyos.

La figura jurídica de la madre soltera en la legislación me-
xicana no existe como tal. Es considerada sólo como una
forma de señalar que es producto de la separación no jurí-
dica o distinta al divorcio, entre esta y un hombre. En nues-
tro marco jurídico se prevén en el Código Civil algunas ga-
rantías para los hijos procreados en esta unión ya sea de
hecho o de matrimonio; sin embargo, el término madre sol-
tera como una nueva institución social es nula.

Es de importancia recordar que la familia al interior de la
sociedad mexicana representa el núcleo, en el cual se basa
la organización social de nuestro Estado, para un adecuado
desarrollo, cimentado en principios y valores que permitan
una mejor convivencia entre los individuos. En la familia
se ciñe un espacio social en el que la población se agrupa
y se organiza bajo la premisa de una aspiración de una vi-
da en común. En una familia, los miembros comparten sus
recursos, resuelven sus necesidades y conflictos, a la vez
que transmiten y actualizan valores y creencias que les
confiere sentido de unidad, pertenencia e identidad. Sin
embargo, la realidad mexicana nos muestra una sociedad
en donde las familias se fragmentan cada vez más, resul-
tando de ello que se observe que la mayoría de las veces se-
an las mujeres las que tienen que encargarse solas del cui-
dado y mantenimiento de los hijos.

Aunque el tema se pueda localizar en algunas normas civi-
les pero desde una perspectiva de mujeres abandonadas o
separadas como en el supuesto de establecer a quien le co-
rresponde la custodia de los hijos en los casos de separa-
ción, otro aspecto, es el derecho de la madre a inscribir a su
hijo con un apellido, pero como se observará estas normas
protegen a los hijos y en especialmente a los procreados en
el matrimonio,2 del cual surgen instituciones como el di-
vorcio.

El Estado como garante del bienestar de las personas en su
calidad de ciudadanos debe responder, principalmente a las
madres solteras dándole a esta figura certeza legal y jurídi-
ca. Debido a ello, las normas jurídicas tienen que adaptar-
se a la realidad y necesidades de las sociedades, como lo
han sido en su momento el matrimonio y el divorcio. Pero
en el caso de la madre soltera aún no existe ninguna norma
en la legislación civil que establezca a la madre soltera co-
mo una institución generadora de un nuevo tipo de familia
como lo es de hecho y no de derecho en la actualidad.

En la legislación mexicana a nivel de entidades federativas
existen leyes que protegen a la mujer, incluidas las madres
soltera, estas legislaciones lo hacen desde el punto de vista



de género, por lo tanto estas leyes no contemplan dentro de
sus normas la institucionalización en el marco jurídico ci-
vil a la madre soltera. Entre estas leyes a nivel local en es-
te rubro podemos mencionar que el Congreso del Estado de
Sonora aprobó en 2008, la Ley de Protección a las Madres
Jefas de Familia,3 y el Congreso de San Luis Potosí, apro-
bó en 2010, la Ley de Protección a Madres, Padres y Tuto-
res Solteros,4 las primeras de este género que se promulgan
en México.

A nivel federal, la Ley Federal del Trabajo estipula varias
medidas que protegen a la mujer y al menor de edad, ade-
más la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres protege a la mujer en el sentido que le da igualdad an-
te el hombre en materia de educación, trabajo, salud,
violencia, cultura, economía e igualdad jurídica. Esta le-
gislación de carácter social en México, sólo son buenas in-
tenciones y no tienen fuerza coercitiva. Por ello resulta ne-
cesario revisar, modificar y legislar a favor de las mujeres
y en especial de las madres solteras que conforman un ho-
gar o familia creando leyes a nivel federal que defiendan
los derechos de estas, y no como ocurre con la leyes exis-
tentes que en la realidad se convierten en letra muerta.

Por otra parte, en México se han diseñado e implementado
diversos programas con el propósito de apoyar a las muje-
res, a manera de ejemplo, en Oportunidades ahora Prospe-
ra,5 se brindan apoyos en educación, salud, nutrición e in-
greso, de forma prioritaria a las madres de familia, a este
programa pueden acceder mujeres solas o con cónyuge. En
el mismo sentido existen otros programas federales que tie-
nen por objeto apoyar a familias como el Programa de
Apoyo Alimentario a cargo de Diconsa, o el Programa de
Empleo Temporal dirigido a mujeres y hombres de 16 años
o más que enfrentan una disminución temporal en su in-
greso por baja demanda de mano de obra, sin embargo, la
población objetivo es muy amplia y, por tanto, se reducen
las posibilidades de que una madre soltera- jefa de familia
pueda acceder a éste.

Ante la falta de acceso a esos programas diversas entidades
federativas han implementado programas dirigidos especí-
ficamente a las madres solteras-jefas de familia atendiendo
a su condición social y económica particular, algunos esta-
dos son Morelos y Zacatecas, y el Distrito Federal. Es pre-
ciso mencionar que estos programas en ocasiones son de
carácter temporal o no se tienen recursos suficientes para
atender a este segmento de la población.

Según cifras del Instituto de Nacional de Estadística y Ge-
ografía (Inegi),6 el número de madres solteras o jefas de fa-
milia se incrementó en 560 mil personas, representando un
incremento de 14.6 por ciento, en los dos primeros años del
gobierno del presidente Enrique Peña Nieto, a finales de
2012, la población ocupada del país representaba 3 millo-
nes 271 mil madres solteras o jefas de familia. Para 2014
se elevó la cifra a 3 millones 832 mil personas, según la úl-
tima encuesta trimestral de ocupación y empleo. En tema
de condiciones de igualdad, respecto a la mayoría de los
trabajadores más de la mitad de las madres solteras o jefas
de familia ganan menos de dos salarios mínimos, en el gru-
po de 3 a 5 hijos representan 54.6 por ciento, entre las que
tienen de 1 a 2 hijos representaron 43 por ciento y en las de
más de 6 hijos 72 por ciento del grupo.7

Las entidades federativas que presentan los índices más
elevados de jefatura femenina o madres solteras, con más
de 25 por ciento son Distrito Federal, Guerrero, Morelos y
Veracruz. Las condiciones precarias de empleo, educación
y salud, las orillan a cumplir con dobles jornadas de traba-
jo, con salarios bajos y en muchas ocasiones sin seguridad
social.8

Respecto a los países latinoamericanos, la mayoría opta
por dirigir la ayuda social y familiar a grupos que sean vul-
nerables o que estén en alto riesgo de pobreza.9 Es de no-
tar que la mayoría de las políticas públicas en la región es-
tá centrada en temas que tocan y afectan a la familia. En
Argentina se implementa desde 2002 el plan Jefas y Jefes,
y desde 2005, el plan Familias por la Inclusión Social, Bra-
sil, desde 1996, Programa de Erradicación del Trabajo In-
fantil, desde 2001 Beca Escuela, desde 2003 Beca Familia,
en Colombia desde 2001, Familias en Acción, Costa Rica,
desde 2000 Superémonos, desde 2006 Programa de Trans-
ferencias Monetarias Condicionadas, Chile, desde 2002,
Chile Solidario, Ecuador, desde 2004, Bono de Desarrollo,
antes Bono Solidario, El Salvador, desde 2005, Red Soli-
daria, Honduras, desde 1998, Programa de Asignación Fa-
miliar, Jamaica, desde 2012, Programme of Advancement
Through Health and Education, Nicaragua, desde 2000,
Red de Protección Social, Panamá, desde 2006, Red de
Oportunidades, Paraguay, desde 2005, Red de Promoción y
Protección Social, Programa Piloto, Perú, desde 2005, Jun-
tos, República Dominicana, desde 2005, Solidaridad, y
Uruguay, desde 2005, Plan de Atención Nacional a la
Emergencia Social.10

Estas políticas públicas no son específicamente para ma-
dres solteras, sino para las familias de bajos recursos, pero
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como es común que la figura de madre soltera está inmer-
sa en el concepto de familia, los Estados permiten su in-
greso bajo requisitos preestablecidos. Según el FMI, estos
programas han sido bastante efectivos en el combate de la
pobreza. Sin embargo, en la mayoría de los países latinoa-
mericanos, el gasto asignado a programas de beneficio so-
cial sigue siendo bastante bajo.11

Ante tal escenario es de subrayar que es momento de reco-
nocer a este grupo, ya que no está regulada como tal y es
precisamente en el Código Civil donde debería de estarlo,
a la par de las instituciones como el matrimonio y concu-
binato. La figura de madre soltera, es una institución real y
de hecho al interior de la sociedad mexicana que no es re-
conocida como tal, por ello, adolece de seguridad y certe-
za jurídica tanto para la madre como para los hijos de esta.
Resulta trascendental que esta institución nazca a la vida
jurídica como respuesta a una realidad que existe en nues-
tro país, adaptando la norma jurídica a esta realidad, con el
objetivo de establecer deberes y derechos desde el punto de
vista de alimentación, educación para los hijos, ayuda por
parte del padre biológico del hijo o hijos. Con esta figura
jurídica se plasmara en la ley su institucionalización otor-
gándole los mismos efectos que el matrimonio civil, siem-
pre y cuando se cumplan los requisitos establecidos en ley.

Durante el desarrollo del primer Congreso nacional para el
fortalecimiento de la familia, la ministra de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación Olga Sánchez Cordero, en la
ponencia “Cuando la mujer se hace cargo. Algunos datos y
propuestas para el análisis y mejoramiento de las condicio-
nes de vida de las mujeres jefes de familia en México”,
mencionó una serie de propuestas por desarrollar en nues-
tro marco jurídico; entre ellas se encuentran facilitar el ac-
ceso de las mujeres que comandan un hogar a los benefi-
cios de las diversas políticas sociales, incluidos los
servicios de apoyo para aliviar la carga doméstica; impul-
sar el establecimiento de estancias comunitarias para niños,
mujeres y hombres de la tercera edad con jornadas de aten-
ción compatibles con los horarios laborales de las jefes de
familia que los tienen a su cargo; generar mecanismos de
fiscalización que eliminen y sancionen las desigualdades
arbitrarias en los contratos y remuneraciones; desarrollar
acciones de educación y comunicación que generen el ejer-
cicio de la paternidad responsable y refuercen el mejor de-
sempeño de los padres en la formación de los hijos; revisar
las políticas de asignación de viviendas de interés social,
eliminando toda forma de discriminación de las jefas de fa-
milia y mujeres trabajadoras motivadas por su estado civil;
entre otras.12

Aunado a lo anterior, la ministra expresó que debe efec-
tuarse una revisión permanente de la legislación sobre la
familia, de manera que se lleven a cabo las reformas legis-
lativas y las medidas administrativas necesarias para ga-
rantizar el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres
consideradas como madres solteras por la sociedad. Hizo
notar que tanto los instrumentos internacionales y la legis-
lación nacional son bastante deficientes.13

En este sentido, y aun cuando existen disposiciones legales
y programas orientados al desarrollo de las mujeres enfo-
cadas a la nutrición, violencia intrafamiliar, salud, atención
infantil, derechos humanos, fomento a su integración y par-
ticipación en el mercado laboral y educativo, ello no im-
plica que necesariamente se brinden los apoyos adecuados
al segmento de las mujeres solteras-jefas de familia con hi-
jos menores de edad. Por tal motivo, la finalidad de la pre-
sente iniciativa conlleva el propósito de reconocer la reali-
dad que se vive en la sociedad mexicana en donde las
relaciones de convivencia han rebasado el ámbito del ma-
trimonio, estableciéndose en la misma sociedad, la figura
hasta ahora no reconocida en la legislación civil como es,
el de la “madre soltera”, como un nuevo tipo de familia en
nuestro país.

Es oportuno precisar que al conceder certeza jurídica a és-
ta nueva figura social, el Estado tendrá la obligación de ve-
lar por dar cobertura y asistencia económica y social a la
familia constituida por madre soltera y sus hijos, sin elimi-
nar las obligaciones del padre por el sólo hecho de no ha-
ber reconocido a los hijos, o no haya existido un vínculo
como el matrimonio o concubinato. No olvidar que las ma-
dres solteras tienen la necesidad de trabajar para subsistir,
son la única fuente de ingresos, además están solas en la
crianza de los hijos.

Mientras los jueces no dispongan de los instrumentos jurí-
dicos adecuados, las madres solteras y sus hijos continua-
rán sufriendo las consecuencias de la falta de apoyo y de
protección por parte del Estado. Por ello es el momento de
iniciar a reconocer los derechos de las madres solteras y
sus hijos, entre ellos la atención médica y psicológica gra-
tuita, derecho a educación básica, a becas y programas edu-
cativos, a programas de asistencia social, acceso a oportu-
nidades de trabajo y a programas de capacitación, así como
la responsabilidad del padre biológico respecto a los hijos.

Con la inclusión de la figura de “madre soltera” en el Có-
digo Civil Federal, se establecerán prerrogativas y obliga-
ciones, resultado de ello, es preciso que este modelo se si-



ga por el resto del país. Reconocer a las madres solteras, las
cuales asumen en solitario las funciones parentales, las ta-
reas domésticas, las responsabilidades en la educación y el
peso de ser la única fuente de ingresos de la familia, oca-
sionándoles ausencia de vida personal, presión familiar ori-
llándolas a la soledad y abandono. Sin dejar de mencionar
que reciben el rechazo cuando tratan de acudir a las insti-
tuciones en la búsqueda de ayuda para solucionar sus con-
flictos ya sean económicos o legales, encuentran una serie
de obstáculos para acreditar la maternidad única de su hi-
jo, inscribirlos en las escuelas, entre otros problemas.

En atención del concepto de igualdad de género en la pre-
sente iniciativa, se considera la inclusión de la figura de
“padre soltero”, aun a pesar de que su situación de vulne-
rable es distinta a la que presenta una madre soltera. Sin
embargo, tampoco existen políticas públicas específicas
para brindar apoyo y atender a este sector de la población.
Según cifras del Inegi y el Consejo Nacional de Población
(Conapo), en México existen 21 millones de padres viven
con sus hijos; 20 millones viven en pareja y con sus hijos,
259 mil están separados o divorciados, mientras 42 mil son
papás solteros y 495 mil son viudos.14 Otro dato importan-
te es que en México, pocas las empresas otorgan días a los
padres solteros para atender asuntos relacionados con los
hijos por cuestiones educativas, y citas con el médico y por
no olvidar que los padres solteros se enfrentan, frecuente-
mente a la falta de empatía de cambiadores en los baños de
hombre de restaurantes, centros comerciales, hospitales o
clínicas, centros de trabajo, entre otros lugares.

En este orden de ideas, y ante la vulnerabilidad de la ma-
dre soltera que de origen no resulta de una desvinculación
de un lazo matrimonial o concubinato, o por fallecimiento
de la pareja, y en atención a que esta vulnerabilidad se jus-
tifica por la ausencia de un jefe-varón que sea proveedor de
recursos económicos para el sustento de los hijos, ocasio-
nando que la madre soltera-jefa de familia deba ausentarse
del hogar para desempeñar una jornada laboral en condi-
ciones de desigualdad con otras mujeres, y principalmente
con los varones, provocando una situación de pobreza, por
ello, hemos considerado que la propuestas al Código Civil
Federal sean aplicadas exclusivamente a este sector, ya que
aquellas madres que se convirtieron en solteras por cual-
quiera de las causas señaladas en la legislación civil, no
comparten las misma vulnerabilidad que aquella que no ha
mantenido un vínculo jurídico o legal. Bajo el principio de
equidad, misma situación se aplicara al padre soltero.

Por otro lado, la iniciativa incluye en el orden de prelación
para los supuestos de sucesión legítima, a la madre o padre
soltero que en su caso el difunto o de cujus haya reconoci-
do al hijo o hijos en los términos de la legislación civil, es-
to con base en, como se ha señalado en la exposición de la
presente, los hijos reconocidos en su calidad de descen-
diente están protegidos por las normas civiles, es decir,
cuentan con certeza jurídica y legal, sin embargo, en el su-
puesto de las madres solteras o padres solteros, estos por
carecer de un reconocimiento civil, están excluidos para
poder ser considerados a heredar, ya que por su condición,
la cual, no es ni de cónyuge, ni concubina o concubinario,
se encuentran imposibilitados para ejercer dicho derecho.

Por todo lo expresado presento ante el pleno de la Cámara
de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman el párrafo primero del
artículo 55, el párrafo primero del artículo 58 y la frac-
ción I del artículo 1602; y se adicionan un segundo pá-
rrafo al artículo 302, un segundo párrafo al artículo
724, un título tredécimo, capítulo único, “De la madre
soltera y/o padre soltero”, y los artículos 746 Bis, 746
Ter y 746 Quáter del Código Civil Federal

Artículo Único. Se reforman el párrafo primero del artícu-
lo 55, el párrafo primero del artículo 58, la fracción I del
artículo 1602, y se adicionan un segundo párrafo al artícu-
lo 302, un segundo párrafo al artículo 724, un título tredé-
cimo, capítulo único, “De la madre soltera y/o padre solte-
ro”, los artículos 746 Bis, 746 Ter y 746 Quáter, todos del
Código Civil Federal, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 55. Tienen obligación de declarar el nacimiento,
el padre y la madre o cualquiera de ellos con independen-
cia de su estado civil, a falta de éstos, los abuelos paternos
y, en su defecto, los maternos, dentro de los seis meses si-
guientes a la fecha en que ocurrió aquél.

…

…

…

Artículo 58. El acta de nacimiento se levantará con asis-
tencia de dos testigos. Contendrá el día, la hora y el lugar
del nacimiento, el sexo del presentado, el nombre y apelli-
dos que le correspondan; asimismo, la razón de si se ha
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presentado vivo o muerto; la impresión digital del presen-
tado. Si éste se presenta como hijo de padres desconocidos,
el juez del Registro Civil le pondrá el nombre y apellidos,
haciéndose constar esta circunstancia en el acta. Si este se
presenta como hijo de madre o padre soltero, el juez u
oficial del Registro Civil lo registrará con los apellidos
de la madre o padre que lo presentare, haciéndose cons-
tar esta circunstancia en el acta.

…

…

Artículo 302. Los cónyuges deben darse alimentos; la ley
determinará cuando queda subsistente esta obligación en
los casos de divorcio y otros que la misma ley señale. Los
concubinos están obligados, en igual forma, a darse ali-
mentos si se satisfacen los requisitos señalados en el artí-
culo 1635.

La mujer embarazada tiene derecho a reclamar ali-
mentos al progenitor presunto, con la prueba de pater-
nidad alegada en los términos establecidos en este códi-
go.

Artículo 724. La constitución del patrimonio de la familia
no hace pasar la propiedad de los bienes que a él quedan
afectos, del que lo constituye a los miembros de la familia
beneficiaria. Éstos sólo tienen derecho a disfrutar de esos
bienes, según lo dispuesto en el artículo siguiente.

Pueden constituir el patrimonio de la familia la madre,
el padre o ambos con independencia de su estado civil,
las abuelas, los abuelos, las hijas y los hijos o cualquier
persona que quiera constituirlo, para proteger jurídica
y económicamente a su familia.

Artículo 1602. Tienen derecho a heredar por sucesión le-
gítima:

I. Los descendientes, cónyuges, ascendientes, parientes co-
laterales dentro del cuarto grado y la concubina o el con-
cubinario, si se satisfacen en este caso los requisitos seña-
lados por el artículo 1635, la madre o padre
independientemente de su estado civil, cuando el de cu-
jus haya reconocido el hijo o hijos en los términos esta-
blecidos en este código.

II. A falta de los anteriores, la beneficencia pública.

Título Tredécimo

Capítulo Único
De la Madre Soltera y/o Padre Soltero

Artículo 746 Bis. Madre o padre soltero es aquella per-
sona que registre con sus apellidos al hijo o hijos, y el
juez u oficial del Registro Civil haya asentado esta cir-
cunstancia en el acta.

Artículo 746 Ter. Las disposiciones que se refiere el pre-
sente capítulo son de orden público e interés social y tie-
nen por objeto proteger su organización y su desarrollo
integral basados en el respeto. Las relaciones jurídicas
constituirán el conjunto de deberes, derechos y obliga-
ciones de las personas integrantes de la familia.

Artículo 746 Quáter. Las relaciones jurídicas entre la
madre o padre soltero y sus hijos generaran deberes,
derechos y obligaciones por lazos de parentesco confor-
me a lo establecido en este código. Será deber de los
miembros de la familia observar entre ellos considera-
ción, solidaridad y respeto recíprocos en el desarrollo
de las relaciones familiares.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 La discriminación que la mujer sufre con respecto al hombre a todos
los niveles se agudiza en el caso de las madres solteras que, desde el
momento en el que la sociedad les cuelga la etiqueta de marginadas,
por el simple hecho de haber tenido un hijo fuera del cauce estableci-
do, se enfrentan con un futuro desolador plagado de marginaciones y
restricciones, tendentes a impedir un auténtico desarrollo en todas las
facetas de la vida personal y de relación humana, tanto de la madre co-
mo del hijo. Arbiza Berregui, María Isabel, “La madre soltera frente a
la sociedad”, en Revista de Sociología, número 9, 1978, en 

http://ddd.uab.cat/pub/papers/02102862n9/02102862n9p173.pdf

2 El matrimonio es una institución social por la que un hombre y una
mujer se unen legalmente, con el ánimo de permanencia y con el fin de
vivir juntos, procrear, alimentar y educar a sus hijos y auxiliarse entre
sí. Esta institución jurídica crea una serie de obligaciones y derechos
para los cónyuges. Estas obligaciones y derechos son de observancia



obligatoria aun en el caso de que el matrimonio se disuelva por sepa-
ración o divorcio. Calderón Aguilar, Gustavo Adolfo, La inexistencia

de la figura jurídica de la madre soltera en la legislación guatemalte-

ca, Universidad San Carlos de Guatemala, Guatemala, 2007, páginas
13-16.

3
http://www.congresoson.gob.mx:81/Content/Doc_leyes/doc_215.pdf

4 http://189.206.27.36/ley/151.pdf

5 El Programa de Inclusión Social Prospera articula y coordina la ofer-
ta institucional de programas y acciones de política social, incluyendo
aquellas relacionadas con el fomento productivo, generación de ingre-
sos, bienestar económico, inclusión financiera y laboral, educación,
alimentación y salud, dirigida a la población que se encuentre en si-
tuación de pobreza extrema, bajo esquemas de corresponsabilidad que
les permitan a las familias mejorar sus condiciones de vida y aseguren
el disfrute de sus derechos sociales y el acceso al desarrollo social con
igualdad de oportunidades. http://www.sedesol.gob.mx/en/SEDE-
SOL/Prospera

6 El Inegi precisa que de los 48 millones 823 mil mexicanos que tra-
bajan, 18 millones 791 mil son mujeres, es decir, 38.4 por ciento. De
ellas, las que son madres de uno y hasta más de 6 hijos suman 13 mi-
llones 853 mil trabajadoras, es decir, 73 por ciento de la población la-
boral femenina. Las madres que cumplen la doble condición de traba-
jar y ser jefas de familia suman, a su vez los 3 millones 832 mil 689
referidos. Dicha cantidad representa, a su vez, 89 por ciento entre las
jefas de familia (se incluyen las que no tienen hijos), 27.6 por ciento
entre las madres trabajadoras y apenas 20 por ciento, o la quinta parte,
entre todas las mexicanas que trabajan. González Susana, “Cerca de 4
millones son jefas de familia: Inegi”, 10 de mayo de 2014, en
http://www.jornada.unam.mx/ultimas/2015/05/10/cerca-de-4-millo-
nes-de-mujeres-son-jefas-de-familia-en-mexico-inegi-6250.html

7 Ibídem.

8 Inmujeres, “Reconocemos esfuerzo de jefas de familia que cubren
hasta dobles jornadas,” en http://www.inmujeres.gob.mx/inmujeres/
images/stories/comunicados/2015/comunicado70.pdf

9 Arriaga, I. Familias y políticas públicas en América Latina: una his-

toria de desencuentros. Comisión Económica para América Latina y el
Caribe, Santiago de Chile, 2007, página 32.

10 Valencia Lomelí, E. “Las transferencias monetarias condicionadas
como política social en América Latina. Un balance: aportes, límites y
debates”, en Annual Review of Sociology, número 34, páginas 499-524.

11 Clements, B. J., “Public expenditure in Latin America: trends and
key policy,”, en Issues 2007-2021, International Monetary Fund, 2007,
página 34.

12 Garantizar a las jefas de familia que trabajan la posibilidad de com-
pletar, cuando menos, su educación media y acceder a programas de
capacitación laboral en horarios compatibles con sus otras obligacio-
nes; poner en marcha medidas de fortalecimiento de la economía fa-
miliar, incluidos proyectos de carácter productivo, de empleo y gene-
ración de ingresos dirigidos a las familias encabezadas por mujeres que
se encuentran en situación de pobreza; mejorar la política de asigna-
ción de créditos en las instituciones que los otorgan, buscando nuevos
mecanismos que permitan a familias que no tienen otra garantía que su
palabra y su trabajo, acceder a créditos que les permitan desarrollar
proyectos productivos; adoptar medidas dirigidas a la inclusión del te-
ma de la vida en familia en los procesos de educación escolar y ex-
traescolar, con el fin de fomentar decisiones libres, informadas y cons-
cientes en relación con los derechos y obligaciones que adquieren las
parejas al unirse en matrimonio, el número y espaciamiento de los hi-
jos y el cuidado y atención de los menores, ancianos y discapacitados,
entre otros; apoyar investigaciones y generar información periódica so-
bre aspectos demográficos, económicos y socioculturales relativos a la
mujer y la vida familiar, a fin de diseñar políticas públicas más efi-
cientes; elaborar y difundir contenidos educativos que pongan de re-
lieve los diferentes arreglos y formas de organización familiar, a fin de
estimular actitudes de respeto y protección hacia estos hogares y sus
miembros; difundir campañas de comunicación que favorezcan las res-
ponsabilidades familiares compartidas y reivindiquen la valoración del
trabajo doméstico; impulsar programas de orientación familiar que fa-
ciliten la práctica de relaciones conyugales sanas y constructivas, que
brinden información respecto a la vida en pareja y que propicien una
sana gestión y prevención de los conflictos y tensiones familiares. Sán-
chez Cordero, Olga, “Cuando la mujer se hace cargo. Algunos datos y
propuestas para el análisis y mejoramiento de las condiciones de vida
de las mujeres jefes de familia en México”, en el primer Congreso na-

cional para el fortalecimiento de la familia, 2 de diciembre de 1999,
Ciudad Victoria, Tamaulipas, en http://www2.scjn.gob.mx/ ministros/
oscgv/Conf/Conf-006.htm

13 Ibídem.

14 “Hay 42 mil papás solteros, según Inegi y Conapo”, en Crónica DF,

Redacción, 15 de junio de 2014, en http://www.cronicajalisco.com/no-
tas/2014/17772.html

México, Distrito Federal, a 27 de octubre de 2015.— Diputados: Mar-
co Antonio Aguilar Yunes, Noemí Zoila Guzmán Lagunes, Sofía Del
Sagrario De León Maza, Heidi Salazar Espinosa, Lillian Zepahua Gar-
cía, Carlos Federico Quinto Guillén, Gonzalo Guízar Valladares (rú-
bricas).»
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Aguilar. Túrnese a la Comisión de
Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra la diputada Ernestina Godoy Ramos,
del Grupo Parlamentario de Morena, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 93 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como también para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, del Código Penal Federal, y de la Ley Federal
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos, las dos iniciativas en una sola intervención. Ade-
lante, diputada.

La diputada Ernestina Godoy Ramos: Muchas gracias.
Buenos días, compañeros y compañeras. Con su venia, pre-
sidente. Acudo a esta tribuna a presentar iniciativa que re-
forma y adiciona el artículo 93 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; que reforma la Ley Or-
gánica del Congreso, el Código Penal Federal y la Ley de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos.

Estas iniciativas tienen por objeto establecer las bases
constitucionales y reglamentarias de una nueva relación
entre los Poderes y una efectiva rendición de cuentas de los
servidores públicos federales ante el Poder Legislativo de
la nación.

Así se fortalece la representación popular en sus facultades
de control, se genera un mecanismo más ágil para requerir
información y documentos oficiales al gobierno, se fortale-
ce la institución de la pregunta parlamentaria, lo que hace
posible que los integrantes del Congreso de la Unión for-
mulen cuestionamientos y requieran explicaciones sobre
los actos y omisiones del gobierno.

Se avanza en la construcción de una relación democrática
entre los Poderes, lo que contribuye a mejorar la calidad de
la democracia y la participación ciudadana en los asuntos
públicos.

Las iniciativas proponen establecer la facultad de ambas
cámaras del Congreso de la Unión para citar a comparecer
al titular del Poder Ejecutivo Federal cuando así lo solicite
la cuarta parte de sus integrantes y lo apruebe una mayoría
calificada de dos terceras partes.

Con esto se genera un mecanismo efectivo de rendición de
cuentas del titular del Poder Ejecutivo Federal frente a si-
tuaciones que afecten la seguridad nacional, la estabilidad
política, económica, la vigencia del Estado de derecho o el
funcionamiento de las instituciones nacionales. Esto rom-
pe con los rituales anuales que asumen la rendición de
cuentas como actos de propaganda, autoelogio y derroche.

Para que el presidente de la República pueda ser citado an-
te el Congreso se establece un procedimiento especial y
una mayoría calificada, con lo cual se distingue claramen-
te este acto de otras citas a servidores públicos que pueda
acordar el Congreso y respeta la investidura del titular del
Poder Ejecutivo Federal. El país gana con transparencia y
rendición de cuentas. Las instituciones se fortalecen y se
generan los equilibrios constitucionales indispensables pa-
ra una sociedad democrática.

Por otra parte, la iniciativa también propone fortalecer la
facultad de investigación del Congreso. Por ello se amplía
su alcance para investigar el funcionamiento de cualquier
dependencia, organismo descentralizado o empresa de par-
ticipación estatal mayoritaria, es decir, toda la administra-
ción pública federal.

Se disminuye el número de senadores que pueden solicitar
la constitución de estos órganos parlamentarios de investi-
gación al fijarse en una cuarta parte de sus miembros en lu-
gar de la mitad que actualmente fija la Constitución.

Con la reforma propuesta, las comisiones de investigación
tendrán facultades constitucionales para citar a cualquier
persona y requerir la información que sea necesaria para el
desarrollo de sus funciones, independientemente de su na-
turaleza legal.

Para el efecto se establece la obligación expresa a todas las
dependencias de la administración pública federal a entre-
gar toda la información que sea requerida por estos órga-
nos legislativos de control, incluida aquella con clasifica-
ción de reserva o confidencial, la cual mantendrá y los
órganos del Congreso estarán obligados a mantener la re-
serva en los términos de ley.



Se faculta a estos órganos legislativos para requerir el res-
paldo técnico de la Auditoría Superior de la Federación, y
en su caso solicitar el apoyo a la Fiscalía General de la Na-
ción para el desarrollo de sus funciones.

Se otorga congruencia práctica a la declaración bajo pro-
testa de decir verdad. Para el efecto, se propone la modifi-
cación de los artículos 41, 45, 85 y 97 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
el Código Penal Federal, para señalar sanciones a los ser-
vidores públicos que al comparecer ante el Congreso, in-
curran en faltas a la verdad.

Se propone modificar el esquema actual de acceso a la in-
formación gubernamental que opera para el Poder Legisla-
tivo federal y para los legisladores en lo individual y en su
lugar establecer un mecanismo similar a la de la institución
de la pregunta parlamentaria, que opera en diversos parla-
mentos europeos y latinoamericanos.

Espero que estas iniciativas sean aprobadas y estoy segura
que el país ganará en transparencia y en rendición de cuen-
tas. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 93 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Ernestina Godoy Ramos, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto establecer las bases
constitucionales y reglamentarias de una nueva relación
entre los poderes y una efectiva rendición de cuentas de los
servidores públicos federales ante el Poder Legislativo de
la nación.

Se fortalece a la representación popular en sus facultades
de control; se genera un mecanismo más ágil para requerir
información y documentos oficiales al gobierno; se fortale-
ce la institución de la pregunta parlamentaria, lo que hace
posible, que los integrantes del Congreso de la Unión, for-
mulen cuestionamientos y requieran explicaciones sobre
los actos y omisiones del gobierno.

Se avanza en la construcción de una relación democrática
entre los poderes, lo que contribuye a mejorar la calidad de
la democracia y la participación ciudadana en los asuntos
públicos.

a) Facultar a ambas Cámaras del Congreso de la Unión
para citar a comparecer al titular del Poder Ejecutivo
federal

La iniciativa propone reformas y adiciones al artículo 93 de
la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos,
para establecer la facultad de ambas Cámaras del Congre-
so de unión para citar a comparecer al titular del Poder Eje-
cutivo Federal, cuando así lo solicite la cuarta parte de sus
integrantes y lo apruebe una mayoría calificada de dos ter-
ceras partes.

Con esto se genera un mecanismo efectivo de rendición de
cuentas del titular del poder Ejecutivo federal, frente a si-
tuaciones que afecten la seguridad nacional, la estabilidad
política, la vigencia del estado de derecho y el funciona-
miento de las instituciones nacionales.

Esto rompe con los rituales anuales, hace posible el inter-
cambio de información y la efectiva rendición de cuentas
ante la soberanía popular representada en el Poder Legisla-
tivo federal.

Para que el presidente de la República pueda ser citado an-
te el Congreso, se establece un procedimiento especial y
una mayoría calificada, con lo cual se distingue claramen-
te este acto de otras citas a servidores públicos que pueda
acordar el Congreso.

b) Fortalecer la facultad de investigación del Poder Le-
gislativo federal

Se amplía la facultad del Congreso para integrar comisio-
nes para investigar el funcionamiento de cualquier depen-
dencia, organismo descentralizado o empresa de participa-
ción estatal mayoritaria. Es decir, toda la administración
pública federal.

Se disminuye, el número de senadores que pueden solicitar
la constitución de estos órganos parlamentarios de investi-
gación, al fijarse en una cuarta parte de sus miembros en
lugar de la mitad que actualmente fija la Constitución.

Con la reforma propuesta, las comisiones de investigación,
tendrán facultades constitucionales, para citar a cualquier
persona y requerir toda la información que sea necesaria
para el desarrollo de sus funciones, independientemente de
su naturaleza legal.
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Para el efecto, se establece la obligación expresa a todas las
dependencias de la administración pública federal a entre-
gar toda la información que sea requerida por estos órga-
nos legislativos de control, incluida aquella con clasifica-
ción de reserva o confidencial, la cual mantendrá y los
órganos del congreso estarán obligados a mantener la re-
serva en los términos de la ley.

Asimismo, se faculta a estos órganos legislativos para re-
querir del respaldo técnico de la Auditoría Superior de la
Federación para el desarrollo de sus atribuciones y reque-
rir, cuando así lo juzgue necesario, el apoyo a la Fiscalía
General de la República.

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración de esta soberanía la iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 93 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma y adiciona el artículo 93 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 93. Los secretarios del despacho y los jefes de los
departamentos administrativos, luego que esté abierto el
periodo de sesiones ordinarias, darán cuenta al Congreso
del estado que guarden sus respectivos ramos.

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los secretarios
de Estado, a los directores y administradores de las entida-
des paraestatales, así como a los titulares de los órganos au-
tónomos, para que informen bajo protesta de decir verdad,
cuando se discuta una ley o se estudie un negocio concer-
niente a sus respectivos ramos o actividades o para que res-
pondan a interpelaciones o preguntas.

Cuando existan situaciones graves que afecten la esta-
bilidad política, económica o social de la nación o se
presenten hechos que comprometan la seguridad nacio-
nal y la paz, cualquiera de las Cámaras, a solicitud de
una cuarta parte de sus miembros y por acuerdo de las
dos terceras partes de sus integrantes, podrán citar a
comparecer al titular del Poder Ejecutivo federal para
que rinda un informe escrito y responda los cuestiona-

mientos de los legisladores sobre el tema que haya mo-
tivado su comparecencia.

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miem-
bros, tienen la facultad de integrar comisiones para inves-
tigar el funcionamiento de cualquier dependencia, orga-
nismo descentralizado o empresa de participación
estatal mayoritaria o empresa del Estado. Los resultados
de las investigaciones se harán del conocimiento del Eje-
cutivo federal y cuando existan elementos constitutivos
de delito, se dará cuenta de las mismas al fiscal general
de la República.

Las comisiones de investigación constituidas conforme
a este artículo podrán citar a cualquier persona y re-
querir toda la información que sea necesaria para el
cumplimiento de sus fines. Dichas comisiones contarán
con el apoyo técnico de la Auditoría Superior de la Fe-
deración.

Ninguna dependencia de la administración pública fe-
deral podrá negarse a entregar la información requeri-
da por las comisiones de investigación. La ley determi-
nará el uso y resguardo de la información de naturaleza
reservada en poder del Congreso. Para el cumplimien-
to de sus fines podrán requerir el respaldo de la Fisca-
lía General de la República.

Los funcionarios públicos federales y ciudadanos que
comparezcan ante las cámaras del Congreso de la
Unión y sus comisiones lo harán bajo protesta de decir
la verdad. La omisión o violación de esta obligación se-
rá sancionada conforme a la ley.

Las Cámaras podrán requerir información o documenta-
ción a los titulares de las dependencias y entidades del go-
bierno federal, mediante pregunta por escrito, la cual debe-
rá ser respondida en un término no mayor de 15 días
naturales, a partir de su recepción.

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de conformi-
dad con la Ley del Congreso y sus reglamentos.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



Dado en el recinto de la Cámara de Diputados, en la Ciudad de Méxi-
co, a 10 de noviembre de 2015.— Diputada Ernestina Godoy Ramos
(rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Godoy. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DEL CÓDIGO
PENAL FEDERAL, Y LEY FEDERAL DE RESPONSA-
BILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES
PÚBLICOS

La diputada Ernestina Godoy Ramos: «Iniciativa que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, del Código Penal Federal y de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos,
a cargo de la diputada Ernestina Godoy Ramos, del Grupo
Parlamentario de Morena

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan los artículos 41, 45, 85 y 97 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
179 y 214 del Código Penal Federal; 8, 13, de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos para fortalecer las facultades de control del
Congreso de la Unión y favorecer una efectiva rendición de
cuentas del Poder Ejecutivo federal.

Exposición de Motivos

La presente iniciativa es complementaria de la que reforma
y adiciona el artículo 93 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, establecer las bases constitu-
cionales y reglamentarias de una nueva relación entre los
poderes y una efectiva rendición de cuentas de los servido-
res públicos federales ante el Poder Legislativo de la na-
ción.

La reforma a la constitución, establece nuevas facultades
para el Congreso y sus comisiones, le otorga fuerza a su
función de control e investigación y posibilita una efectiva
y real rendición de cuentas del gobierno.

La presente iniciativa de reformas pretende establecer re-
glas que permitan a los integrantes del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, citar a comparecer no
sólo a los servidores públicos federales, sino incluso a par-
ticulares cuando éstos por sus actividades o por el uso de
recursos públicos de que dispongan se encuentren relacio-
nados con los hechos que se investigan, además de esta-
blecer claramente las causas y las sanciones a que se harán
acreedores en caso de que en sus comparecencias ante
cualquiera de las Cámaras no proporcionen toda la infor-
mación que se encuentre en su poder o bien cuando decla-
ren falsamente ante dichas Cámaras.

Lo anterior, tiene por objeto transformar el sentido de las
comparecencias que se realizan ante la Cámara de Dipu-
tados y Cámara de Senadores, pues como se mencionó ac-
tualmente no resultan en verdaderos actos de rendición de
cuentas, incluso en ocasiones no sólo ocultan información
que por disposición de la ley deben tener en su poder, sino
que incluso faltan a la verdad.

En ese sentido resulta necesario e imprescindible contar
con reglas específicas que permitan tanto a los integrantes
de las Cámaras del Congreso de la Unión, como a las per-
sonas que comparezcan ante éstas, ya sea en pleno o ante
alguna de las Comisiones de éstas, conocer con precisión el
procedimiento a seguir y las consecuencias de ocultar in-
formación, negarla o falsearla.

Al respecto, resulta oportuno mencionar que el objeto de
las comparecencias de los servidores públicos ante la Cá-
mara de Diputados se encuentra prevista en su Reglamen-
to, en el artículo 124 cuando se trate de comparecencias an-
te el Pleno y en el artículo 198 cuando se trate de
comparecencias ante Comisiones, y substancialmente es
que den cuenta del estado que guarden sus respectivas
áreas y proporcionen información, cuando se estudie un
negocio concerniente a sus respectivos ramos o activida-
des.

No obstante lo anterior, los servidores públicos escudándo-
se en diversas normativas, como las que se pretenden re-
formar con la presente iniciativa, como son el Código Pe-
nal Federal, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental y la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, al comparecer ante las Cámaras de Diputados y de
Senadores omiten deliberadamente proporcionar informa-
ción sin que ello implique responsabilidad, ni sanción al-
guna.
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De tal suerte, la iniciativa presentada implica entre otras
cosas, conocer los hechos de un asunto determinado para
que en función de ello las Cámaras del Congreso de la
Unión se encuentren en una condición que les permita to-
mar una decisión que pueda denominarse justa y apegada a
derecho. Esta afirmación parece fundada, simplemente si
se tiene en cuenta que ninguna decisión puede considerar-
se justa si se basa en una averiguación falsa o errónea de
los hechos relevantes.1

En esa tesitura, es inconcuso que la decisión que adopte ca-
da una de las Cámaras debe sustentarse en información que
sea completa y veraz. 

Declaración bajo protesta de decir verdad

Se le otorga congruencia práctica a la declaración bajo pro-
testa de decir verdad, para el efecto se modifican artículos
41, 45, 85 y 97 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y el Código Penal Fede-
ral, para castigar a quien le mienta al Congreso.

Pregunta Parlamentaria 

Se proponer modificar el esquema actual de acceso a la in-
formación gubernamental que opera para el Poder Legisla-
tivo Federal y para los legisladores en lo individual, y en su
lugar establecer un mecanismo similar a la de la institución
de la pregunta parlamentaria, que opera en diversos parla-
mentos europeos y latinoamericanos.

El nuevo procedimiento se activará con la solicitud que
formule cualquier legislador al Presidente de la Cámara,
para que éste turne y solicite respuesta de los funcionarios
de la administración pública federal a los requerimientos
de información o cuestionamientos de los legisladores. Ca-
da legislador podrá formular una pregunta parlamentaria
por mes.

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I,
77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan  los artícu-
los 41, 45, 85, 97 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 179 y 214 del
Código Penal Federal; 8, 13, de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, para quedar como sigue

Artículo Primero. Se reforman y adicionan los artículos
41, 45, 85, 97 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 41. Las comisiones de investigación se constitu-
yen con carácter transitorio para el ejercicio de la facultad
a que se refiere el párrafo tercero del artículo 93 constitu-
cional. En el ejercicio de sus funciones podrán citar a
comparecer a cualquier persona y requerir la informa-
ción que sea necesaria para el cumplimiento de sus fi-
nes.

Las comisiones contarán con el respaldo técnico de la
Auditoría Superior de la Federación, la cual designará
a los servidores públicos que le sean requeridos por es-
tos órganos del Congreso, los cuales quedarán bajo su
dirección para el desarrollo de la investigación en la
que intervengan.

La información de naturaleza reservada que obre en
poder de las Comisiones de Investigación mantendrá
ese mismo carácter y sólo tendrán acceso a ella las per-
sonas expresamente autorizadas por la Comisión, de-
biendo en todo momento guardar la reserva de la mis-
ma. La infracción de esta disposición será sancionada
conforme a la legislación respectiva.

Artículo 45.

1. …

Asimismo y por conducto de la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados, las y los legisla-
dores podrán formular una pregunta o cuestionamien-
to por mes, a los titulares de las dependencias y entida-
des del Ejecutivo Federal, empresas del Estado y
Órganos Constitucionales Autónomos.

2. No procederá la solicitud de información o documenta-
ción, cuando una u otra tengan el carácter de reservada
conforme a las disposiciones legales aplicables, excepto
cuando se trate de solicitudes formuladas por las Comi-



siones de Investigación constituidas de conformidad
con el artículo 93 de la Constitución.

3. El titular de la dependencia o entidad estará obligado a
proporcionar la información en un plazo razonable; si la
misma no fuere remitida, la comisión podrá dirigirse ofi-
cialmente en queja al titular de la dependencia o al C. Pre-
sidente de la República para solicitarle instruya la entre-
ga inmediata de la información requerida y en su caso,
el inicio del procedimiento de responsabilidad adminis-
trativa que corresponda.

4. …

Los servidores públicos que comparezcan ante la Cá-
mara, tendrán la obligación de remitir un informe es-
crito con al menos 48 horas de anticipación a la realiza-
ción de su comparecencia.

Al inicio de la comparecencia, el presidente de la Comi-
sión respetiva, le solicitará al funcionario, que proteste
decir la verdad, inmediatamente después el Presidente
declarará: “esta presidencia le advierte, en nombre del
Poder Legislativo Federal, que en caso de no conducir-
se con la verdad, en el desarrollo de esta comparecen-
cia, será sujeto a las responsabilidades administrativas
y penales que establece la Ley.”

Artículo 85.

1. La Cámara de Senadores contará con el número de co-
misiones ordinarias y especiales que requiera para el cum-
plimiento de sus funciones.

2. Las comisiones serán:

a. …

b. …

c. De investigación: las que se creen en los términos
del artículo 93 constitucional.

Artículo 97.

1. Los presidentes de las comisiones, a solicitud de cual-
quiera de sus integrantes, podrán solicitar información o
documentación a las dependencias y entidades del Ejecuti-
vo Federal cuando se trate un asunto sobre su ramo o se
discuta una iniciativa relacionada a las materias que les co-

rresponda atender de acuerdo con los ordenamientos que
las rigen.

Asimismo y por conducto de la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados, las y los legisla-
dores podrán formular una pregunta o cuestionamien-
to por mes, a los titulares de las dependencias y entida-
des del Ejecutivo Federal, empresas del Estado y
Órganos Constitucionales Autónomos.

2. No procederá la solicitud de información o documenta-
ción, cuando una u otra tengan el carácter de reservada
conforme a las disposiciones aplicables, excepto cuando
se trate de solicitudes formuladas por las Comisiones de
Investigación constituidas de conformidad con el artí-
culo 93 de la Constitución.

3. El titular de la dependencia o entidad estará obligado a
proporcionar la información en un plazo razonable; si la
misma no fuere remitida, la comisión podrá dirigirse ofi-
cialmente en queja al titular de la dependencia o al Presi-
dente de la República, para que instruya la entrega in-
mediata de la información requerida y ordenen el inicio
del procedimiento disciplinario correspondiente.

Artículo 98.

1. …

Los servidores públicos que comparezcan ante la Cá-
mara, tendrán la obligación de remitir un informe es-
crito con al menos 48 horas de anticipación a la realiza-
ción de su comparecencia.

Al inicio de la comparecencia, el presidente de la Comi-
sión respetiva, le solicitará al funcionario, que proteste
decir la verdad, inmediatamente después el Presidente
declarará: “esta presidencia le advierte, en nombre del
Poder Legislativo Federal, que en caso de no conducir-
se con la verdad, en el desarrollo de esta comparecen-
cia, será sujeto a las responsabilidades administrativas
y penales que establece la Ley.”

2. …

3 …

Artículo Segundo. Se reforman el artículo 179 y se adi-
ciona una fracción VII y reforma el último párrafo del artí-
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culo 214 del Código penal Federal, para quedar como
sigue:

Artículo 179. El que sin excusa legal se negare a compa-
recer ante la autoridad a dar su declaración, cuando legal-
mente se le exija, no será considerado como reo del delito
previsto en el artículo anterior, sino cuando insista en su
desobediencia después de haber sido apremiado por la au-
toridad judicial, apercibido por la administrativa o por
los órganos correspondientes del Poder Legislativo Fe-
deral, en su caso, para que comparezca a declarar.

Artículo 214.- Comete el delito de ejercicio indebido de
servicio público, el servidor público que:

I. a la VI...

VII. Por sí o por interpósita persona, rinda ante el
Poder Legislativo informes en los que manifieste he-
chos o circunstancias falsos o niegue la verdad en to-
do o en parte sobre los mismos, y

…

Al infractor de las fracciones III, IV, V, VI y VII se le
impondrán de dos a siete años de prisión, multa de trein-
ta a trescientas veces el salario mínimo diario vigente en
el Distrito Federal en el momento de cometerse el deli-
to y destitución e inhabilitación de dos años a siete años
para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públi-
cos.

Artículo Tercero. Se adicionan las fracciones XXIV y
XXV al artículo 8 y se recorre la fracción XXIV; y se re-
forma el párrafo cuarto del artículo 13 de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, para quedar como sigue: 

Artículo 8. Todo servidor público tendrá las siguientes
obligaciones:

XXIV. Proporcionar en forma oportuna y veraz, to-
da la información y datos solicitados por las Cáma-
ras de Diputados, de Senadores y sus Comisiones
respectivas de conformidad con la Ley.

XXV. Comparecer bajo protesta de decir la verdad
ante las Cámaras del Congreso de la Unión, su comi-
sión Permanente, las Comisiones ordinarias, de In-

vestigación o Especiales a las que sean requeridos
conforme a la Ley.

XXVI. Abstenerse de cualquier acto u omisión que im-
plique incumplimiento de cualquier disposición legal,
reglamentaria o administrativa relacionada con el servi-
cio público.

…

Artículo 13. Las sanciones por falta administrativa consis-
tirán en:

De la I a la V. 

En todo caso, se considerará infracción grave el incum-
plimiento a las obligaciones previstas en las fracciones
VIII, X a XIV, XVI, XIX, XXII, XXIII, XXIV y XXV
del artículo 8 de la Ley.

…

…

Será causa de destitución del cargo e inhabilitación cuando
un funcionario público mienta ante el congreso, oculte la
información requerida por el congreso.

Será causa de juicio político cuando los funcionarios refe-
ridos en el capítulo V de esta Ley aporten información fal-
sa al Congreso.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Taruffo, Michele, Verdad, prueba y motivación en la decisión sobre

los hechos. México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración, 2013, p. 13.

Dado en el recinto de la Cámara de Diputados, en la Ciudad de Méxi-
co, a 10 de noviembre de 2015.— Diputados: Ernestina Godoy Ra-
mos, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Blandina Ramos Ramírez,
Cuitláhuac García Jiménez, Delfina Gómez Álvarez, Guadalupe Her-
nández Correa, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, Irma Rebeca
López López, Jesús Emiliano Álvarez López, Patricia Elena Aceves
Pastrana, Sandra Luz Falcón Venegas (rúbricas).»



El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias y de Justicia, para
dictamen.

Saludamos la presencia del presidente electo de Yecapixtla,
Morelos, Francisco Erik Sánchez Zavala y un grupo de
personas que visitan esta Cámara de Diputados. Invitados
todos por el diputado Javier Bolaños Aguilar, Vicepresi-
dente de la Mesa Directiva.

Igualmente saludamos la presencia del doctor Javier Medi-
na Rodríguez, presidente de la Federación Mexicana de
Otorrinolaringología y Cirugía de Cabeza y Cuello. Asi-
mismo, del doctor Regino Montoya Valdez, vicepresidente
del Consejo Mexicano de Otorrinolaringología y del doc-
tor Andrés Sánchez González, coordinador de asesores de
la Fesormex. Bienvenidas y bienvenidos todos ustedes a
este recinto parlamentario.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputado Cuitláhuac García. Sonido ahí en su curul, por fa-
vor.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Diputado presidente, solamente para solicitarle a la com-
pañera Ernestina Godoy, si nos permite adherirnos a todos
los miembros de la bancada de Morena, a su propuesta.

La diputada Ernestina Godoy Ramos (desde la curul):
Sí, adelante.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Hace así, supongo que quiere decir que sí. La diputada Go-
doy manifiesta su asentimiento, y están a disposición las
iniciativas presentadas para quienes deseen suscribirlas
aquí en la secretaría, en la Mesa directiva.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Mir-
za Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento

Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 239 y 241 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

La diputada Mirza Flores Gómez: Con su venia, señor
diputado presidente. Buenas tardes compañeras diputadas
y compañeros diputados. Por economía procesal, solicito
se inserte el texto íntegro de mi iniciativa en el Diario de
los Debates, presidente, por favor.

La anterior legislatura celebró un convenio con la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México, con la finalidad de
implementar el programa distintivo ambiental Puma-
UNAM de la Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión.

El objetivo de este programa consistió en realizar un diag-
nóstico en el recinto legislativo y propuso una serie de re-
comendaciones para mejorar el desempeño ambiental de
los edificios que integran la Cámara de Diputados, respec-
to de los temas energía, agua, residuos sólidos urbanos y
consumo responsable.

El propósito o fin de este convenio es que una vez que se
atiendan las recomendaciones se emita el distintivo am-
biental Puma-UNAM. Este distintivo tiene tres categorías:
básico, azul y oro.

El diagnóstico realizado en las instalaciones de este parla-
mento obtuvieron muy baja calificación y con ello, el dis-
tintivo Puma-UNAM básico. El diagnóstico realizado pro-
porciona información detallada sobre la infraestructura y
operación de los 10 edificios que conforman la Cámara,
identificando las principales áreas de oportunidad para dar
seguimiento a los indicadores ambientales y evaluar el be-
neficio de las acciones recomendadas.

El objetivo de la presente iniciativa es muy claro, compa-
ñeros diputados y compañeras diputadas, y es reducir el
impacto ambiental derivado del consumo indiscriminado
de papel, atendiendo a las recomendaciones emitidas por la
Universidad Nacional Autónoma de México.

De acuerdo al capítulo 3360 del techo presupuestal de
2015, de la Cámara de Diputados, se destinaron, y quiero
que escuchen esta cantidad, 37 millones de pesos en servi-
cio de apoyo administrativo, fotocopiado e impresión de
órganos y unidades vinculadas al quehacer legislativo. Se
estima que en este órgano se consume 1 millón 450 mil mi-
llares de hojas anualmente, de las cuales una parte consi-
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derable de ellas se utilizan para la impresión de la Gaceta
Parlamentaria en los días de sesión.

Por ello mi propuesta va en dos sentidos: que la Gaceta
Parlamentaria se publique únicamente de manera electróni-
ca, contribuyendo de esta forma al ahorro en los gastos
operativos de este órgano de gobierno. Y en la otra forma,
a evitar y disminuir el indiscriminado uso de papel.

Compañeras diputadas, compañeros diputados, esta inicia-
tiva no persigue fines políticos, simplemente obedece a la
necesidad de realizar en estas instalaciones, las acciones
necesarias para cumplimentar las recomendaciones emiti-
das por la Universidad Nacional Autónoma de México que
hizo a la Sexagésima Segunda Legislatura en materia de
manejo de residuos sólidos y gobierno digital.

Con esto no solamente se atendería a las recomendaciones
de la UNAM, también se atendería de manera puntual a los
compromisos que México en los tratados internacionales
ha hecho el compromiso en materia ambiental y cambio
climático.

De esta forma nos convertiríamos en un ejemplo para las
demás dependencias tanto gubernamentales como empre-
sas privadas, en el respeto al derecho de un medio ambien-
te sano, consagrado en el artículo 4o., constitucional, dan-
do un paso importante para la obtención del distintivo
Puma UNAM Oro.

Por lo expuesto con anterioridad, los invito a todas mis
compañeras y mis compañeros a que se sumen a este pro-
yecto y voten a favor de esta iniciativa cuando esta sea tur-
nada al pleno.

Subí algunas de las gacetas que guardo en mi escritorio pa-
ra consulta, y aquí las pongo a la vista de todos ustedes. Me
gustaría que por allá, aquí al centro, pudieran voltear. Ima-
gínense esto por 500; por tres años; por 10 años.

¿Qué pasaría si nuestra Gaceta solamente la podemos con-
sultar vía electrónica? Muchísimas gracias. Es cuanto, se-
ñor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 239 y 241 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada
Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

La que suscribe, Mirza Flores Gómez, integrante del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno de esta asamblea, la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 239, primer párrafo, y 241, numeral 4, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa de ley tiene como propósito subsanar
una omisión en la estructura orgánica de nuestra Secretaría
de Servicios Administrativos y Financieros que no ha per-
mitido que el edificio sede de la Cámara de Diputados
cumpla a cabalidad con las recomendaciones emitidas por
la UNAM en el manejo de residuos sólidos y la implemen-
tación de un gobierno digital en este recinto.

En este sentido, es menester recordar que la Cámara de
Diputados de la LXII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión y la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico celebraron un convenio con la finalidad de implemen-
tar “el Programa Distintivo Ambiental UNAM de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión”.

El objetivo de este programa consiste en realizar un diag-
nóstico en la Cámara de Diputados y proponer una serie de
recomendaciones para mejorar el desempeño ambiental en
su edificio sede, en los siguientes temas de estudio: ener-
gía, agua, residuos sólidos urbanos y consumo responsable,
sin embargo, el principal objetivo del convenio es emitir
“el distintivo ambiental UNAM” correspondiente. Es im-
portante señalar que el distintivo UNAM tiene tres niveles:
básico, azul y oro.

El diagnóstico y distintivo ambiental UNAM, constituyen
en conjunto, un proceso dinámico de búsqueda, organiza-
ción y manejo de información ambiental para la identifica-
ción, priorización y análisis de las potencialidades y pro-
blemáticas ambientales que orientan la selección de
escenarios adecuados de gestión, así como la formulación
de objetivos específicos y soluciones requeridas para opti-
mizar el desempeño ambiental de dependencias y organi-
zaciones educativas y administrativas.



En este orden de ideas, las instalaciones de este recinto ob-
tuvo el distintivo Puma-UNAM básico, y gracias al diag-
nóstico se cuenta con información detallada sobre la in-
fraestructura y operación de los 10 edificios que la
conforman, definiendo una línea base sobre la cual se pue-
de comparar el impacto de las acciones a realizar, identifi-
cando las principales áreas de oportunidad para dar segui-
miento a los indicadores ambientales y evaluar el beneficio
ambiental de las acciones recomendadas.

En la actualidad existe una tendencia mundial que obedece
al compromiso de las empresas y los gobiernos con la con-
servación del medio ambiente; así, la implementación de
un Sistema de Gestión Documental para el manejo auto-
matizado de la información, obedece a la necesidad y a los
beneficios que ofrecen una oficina sin papel, los cuales se
traducen en productividad, eficiencia y ahorro.

La importancia del tema ha hecho que muchas empresas de
investigación se hayan dedicado a estudiar el impacto del
uso del papel en el mundo empresarial. Firmas como Coo-
pers & Lybrand, Nolan Norton Institute, Ernst & Young,
Sandy Schiele y Betsy Delfosse, Lee Mantelman y Nucleus
Research entre muchas otras, han publicado los resultados
de sus estudios los cuales presentan las siguientes estadís-
ticas:

• El 90 por ciento de las tareas típicas de una empresa
giran alrededor de la búsqueda y distribución de docu-
mentos en papel.

• El 60 por ciento de los empleados invierten una hora
diaria o más en duplicar el trabajo de otros.

• El 30 por ciento del tiempo de los empleados se in-
vierte en buscar información para hacer el trabajo.

• El documento promedio es copiado 19 veces.

• El 50 por ciento de los documentos que archivan las
empresas son copias o fotocopias de los documentos.

• El 7,5 por ciento de los documentos archivados en pa-
pel se pierden.

• El 3 por ciento de los documentos están mal archiva-
dos.

• El 85 por ciento de los documentos generados nunca
vuelven a utilizarse.

Este recinto legislativo ha instrumentado parcialmente un
Sistema de Gestión Documental para el manejo automati-
zado de la información, actualmente la Gaceta Parlamenta-
ria y el Diario de los Debates se encuentran disponibles en
formato digital, sin embargo, aún tenemos grandes áreas de
oportunidad como la aplicación plena de la Ley de Firma
Electrónica Avanzada en los trámites legislativos internos
y en el resguardo físico de nuestra documentación.

Bajo esta tesitura, es necesario recordar que en la Legisla-
tura anterior, se implementó el sistema electrónico de vota-
ción en ésta Cámara de Diputados, por lo que se tendrá un
ahorro neto en papel, consumibles, equipos de talleres grá-
ficos y ediciones compradas por alrededor de 63 millones
de pesos, a los que se les agrega el ahorro en horas de tra-
bajo para imprimir el orden del día, la Gaceta Parlamenta-
ria y documentos de último minuto.

En días pasados, el presidente del Senado, Roberto Gil
Zuarth anunció de forma acertada que la cámara alta deja-
ra de imprimir su Gaceta Parlamentaria generando un aho-
rro de 35 millones de pesos anuales en su presupuesto. 

De acuerdo al capítulo 3360 del Techo Presupuestal 2015
de la Cámara de Diputados se destinaron 37 millones de
pesos en servicios de apoyo administrativo, fotocopiados e
impresión de órganos y unidades vinculadas al quehacer le-
gislativo.

Se estima que en este órgano legislativo se consume un mi-
llón cuatrocientos cincuenta mil millares de hojas anual-
mente, de las cuales, una parte de ellas se utilizan para la
impresión de la Gaceta Parlamentaria, por ello, al publicar
únicamente de forma electrónica se traduciría en un ahorro
en los gastos operativos.

Por ello resulta de imperiosa necesidad realizar en las ins-
talaciones de la Cámara de Diputados las acciones necesa-
rias para cumplimentar las recomendaciones emitidas por
la Universidad Nacional Autónoma de México a la LXII
Legislatura en materia de manejo de residuos sólidos y go-
bierno digital, siendo un ejemplo para las demás depen-
dencias gubernamentales y empresas privadas en el respe-
to al derecho a un medio ambiente sano consagrado en el
artículo 4o. constitucional, dando un paso importante para
la obtención del “distintivo Puma-UNAM oro”.

Por lo anterior expuesto y fundado ponemos a considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 
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Decreto por el que se reforman los artículos 239 primer
párrafo y 241 numeral 4 del Reglamento de la Cámara
de Diputados

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Instrúyase a la Secretaría de Servicios Parla-
mentarios para que un plazo no mayor a 60 días a partir de
la entrada en vigor del presente decreto realice las acciones
pertinentes a efectos de cumplimentar lo dispuesto en el ar-
tículo 241 numeral 4. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de
2015.— Diputadas: Mirza Flores Gómez, Mayra Angélica Enríquez
Vanderkam, Verónica Delgadillo García, Daniela De Los Santos Torres
(rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Flores. Insértese el texto íntegro en el
Diario de los Debates tal como lo ha solicitado la dipu-
tada Mirza Flores, y túrnese a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

Saludamos la presencia de alumnos del Centro Universita-
rio Tlacaélel, del municipio de Ixtapaluca, estado de Méxi-
co, invitados por la diputada Maricela Serrano Hernández,
así como alumnos de la Universidad del Desarrollo del es-
tado de Puebla, San Matías Tlalancaleca, invitados por el
diputado Rubén Alejandro Garrido Muñoz. Sean todas y
todos ustedes bienvenidos a esta Cámara de Diputados.

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Jonadab Martínez, por fa-
vor.

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Con su venia, señor presidente, muchas gracias. Pedirle
permiso de suscribir la iniciativa a la diputada Mirza Flo-
res, por parecernos un tema muy importante y trascenden-
tal en esta Cámara de Diputados, muchas gracias.

A nombre, si tuviera bien, también, pedirle a la diputada,
que es a nombre de toda la fracción de Movimiento Ciuda-
dano. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputada Flores. Le solicitan la autorización para suscribir
la iniciativa. 

La diputada Mirza Flores Gómez (desde la curul): Sí,
adelante.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta su aceptación y está disposición de quienes
quieran suscribirla aquí en la Secretaría de la Mesa Direc-
tiva.

LEY DE AGUAS NACIONALES

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada So-
ralla Bañuelos de la Torre, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Aguas Nacionales.

La diputada Soralla Bañuelos de la Torre: No más tie-
rras improductivas por falta de agua. Con su permiso, se-
ñor presidente. Compañeras y compañeros diputados, el
acceso al agua es un derecho humano que permite una ma-
yor justicia social y ambiental, sobre todo porque es una de
las condiciones fundamentales para la supervivencia. Los
recursos hídricos tienen un papel esencial en la reducción
de la pobreza, el crecimiento económico y la sostenibilidad
ambiental.

El agua propicia bienestar a la población e incluso creci-
miento económico. En el Grupo Parlamentario de Nueva



Alianza sabemos eso, por ello y en congruencia con nues-
tros principios es que expongo a esta soberanía la presente
iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Aguas Nacionales con el propósito de regular la
explotación, uso o aprovechamiento de aguas renovables,
su distribución y control, así como la preservación de su
cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral susten-
table.

El agua es un recurso vital reconocido como asunto de se-
guridad nacional, que puede provocar inestabilidad y hasta
conflictos bélicos. Su manejo adecuado es prioritario para
lograr el bienestar social, el desarrollo económico, la pre-
servación de la riqueza ecológica y la sustentabilidad en
nuestro país.

El modelo económico actual, basado en la producción y
consumo, ha generado un deterioro y contaminación del
agua, lo que disminuye su disponibilidad, situación que ha-
ce más difícil el abastecimiento y condiciones que generan
conflictos de carácter regional, nacional y hasta internacio-
nal. De ahí la importancia de conocer y saber gestionar su
origen, distribución y, sobre todo, conservación, estable-
ciendo las bases para la generación de políticas públicas de
aprovechamiento integral que oriente la planeación y pre-
servación del equilibrio ecológico.

Para Nueva Alianza propiciar su uso de manera sustentable
es una necesidad imperante, nos exige cambiar los para-
digmas a fin de alcanzar un equilibrio sostenible que ga-
rantice el derecho humano al agua.

Ahora, compañeras y compañeros, debemos voltear la mi-
rada hacia soluciones que nos permitan aprovechar el re-
curso de manera que hasta hoy no han sido totalmente va-
loradas y explotadas, me refiero a: su captación, uso y
aprovechamiento de aguas renovables o pluviales.

El aprovechamiento del agua de lluvia es parte de una so-
lución sustentable e integral, que generaría empoderamien-
to a comunidades y ciudadanos al contar con autosuficien-
cia y abastecimiento hídrico.

México recibe mil 849 millones de metros cúbicos de agua
en forma de precipitación al año, de esta agua se estima que
el 71.6 por ciento se vaporiza y regresa a la atmósfera; el
22.2 por ciento escurre por los ríos o arroyos y el 6 por
ciento restante se infiltra al subsuelo de forma natural y re-
carga los acuíferos.

No estamos haciendo lo necesario para retener el agua que
llueve en México, pues no explotamos las técnicas de cap-
tación de agua pluvial.

En Nueva Alianza consideramos imperante introducir en la
ley el concepto de sistema de captación de agua de lluvia,
como toda aplicación que implica infraestructura en repre-
sas, ollas de agua, lagunas de infiltración, pozos de absor-
ción y otras necesarias para la captación de aguas pluviales
con el fin de incrementar los niveles de agua de los mantos
friáticos y su aprovechamiento sustentable, además de es-
tablecer la concurrencia de facultades para la regulación,
formulación, ejecución y administración de acciones orien-
tadas a la creación de sistemas de captación de agua de llu-
via, dependiendo de las condiciones territoriales de cada
región.

Debemos transitar hacia nuevas técnicas que nos permitan
contar con agua en todo el territorio nacional, pero sobre
todo que nos permitan usarla, utilizarla de manera adecua-
da a fin de alcanzar el desarrollo sostenible en diversas ac-
tividades del país.

De esta manera podremos hacer frente a la escasez de agua
que se presenta principalmente en el norte del país, y po-
dremos evitar inundaciones y catástrofes que generan las
fuertes precipitaciones en la zona sur. Que en Zacatecas o
Sonora ya no tengamos tierras improductivas por falta de
agua y que en Chiapas o Tabasco ya no haya inundaciones
que destruyan la actividad y la vida de los pobladores.

En Nueva Alianza sabemos que la falta de agua es una de
las principales causas de desigualdad en México, que ge-
nera conflictos y propicia inestabilidad. Por ello mantene-
mos el compromiso de legislar para llevar a cabo los pro-
cedimientos necesarios que permitan a la población
disponer de agua suficiente, pero sobre todo limpia y de ca-
lidad que no ponga en riesgo su salud.

Esta iniciativa que propongo también tendría un impacto
económico importante. Por ejemplo, en Zacatecas, de la
que soy orgullosamente originaria, es el principal produc-
tor de frijol en el país, cuenta con 150 mil hectáreas de rie-
go que están subutilizadas por falta de infraestructura.

De existir una mejor planeación en el manejo sustentable
del líquido vital, con tan solo 50 mil hectáreas de riego
sembradas de maíz y tecnificación se tendría una produc-
ción de 400 mil toneladas de este grano, que alcanzaría

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 10 de noviembre de 2015131



Año I, Primer Periodo, 10 de noviembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados132

para satisfacer la demanda de consumo en todo el estado de
Zacatecas.

Compañeras y compañeros, busquemos soluciones para los
grandes problemas del país, empecemos entonces con ac-
ciones. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo de la diputada So-
ralla Bañuelos de la Torre, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

La que suscribe, Soraya Bañuelos de la Torre, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versos artículos de la Ley de Aguas Nacionales, al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 del Ejecutivo
federal, establece cinco grandes metas nacionales que guia-
rán el desempeño y ejecución de la administración pública
federal1, al tenor de lo siguiente:

Alcanzar un México en Paz. Donde se recobren el or-
den, la seguridad y la justicia que anhelan las familias,
para hacer de la nuestra, una nación tranquila en la que
se respeten cabalmente los derechos humanos.

Construir un México Incluyente. En el que se enfren-
te y supere el hambre, con claras acciones a emprender
para revertir la pobreza, donde se muestre el camino pa-
ra lograr una sociedad con igualdad de género y sin ex-
clusiones; donde se vele por el bienestar de las personas
con discapacidad, los indígenas, los niños y los adultos
mayores.

Lograr un México con Educación de Calidad. Esto
significa formar a nuestros niños y jóvenes con los co-
nocimientos y habilidades necesarios para triunfar en la
vida. La premisa es sencilla: para mover a México hay
que fomentar los valores cívicos, elevar la calidad de la
enseñanza y promover la ciencia, la tecnología y la in-
novación.

Edificar un México Próspero. Implica alcanzar un cre-
cimiento económico acelerado, sostenido y sustentable,
cuyos beneficios se reflejen en la economía familiar de
los mexicanos. Detalla el camino para impulsar a las pe-
queñas y medianas empresas, así como para promover
la generación de empleos. También ubica el desarrollo
de la infraestructura como pieza clave para incrementar
la competitividad de la nación entera.

Consolidar un México con Responsabilidad Global.
Es decir, fortalecer la presencia de nuestro país en el
mundo y asegurar que su voz sea escuchada en los foros
internacionales.

En cada uno de esos ejes estratégicos se ubica un tema de
carácter transversal que el Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza considera un imperativo imperioso incluir: el
agua.

Tema que debe ser considerado incluso como asunto de se-
guridad nacional y que trasciende el ámbito nacional, al ser
reconocido como un factor que puede provocar inestabili-
dad y hasta conflictos bélicos a futuro.

Legislar en materia de agua responde a una lógica innega-
ble al representar el líquido vital base para nuestra subsis-
tencia, insumo para la sustentabilidad del campo e indus-
tria, entre muchas otras características. 

De ahí la importancia de conocer y saber gestionar su ori-
gen, distribución y, sobretodo, conservación; estableciendo
las bases para la generación de políticas públicas de apro-
vechamiento integral que orienten la planeación y preser-
vación del equilibrio ecológico.

Los impactos ambientales ocasionados por las actividades
económicas y los costos monetarios que éstos representan,
son temas que han merecido en últimas fechas la atención
de nuestra sociedad.

Particularmente por la dificultad que entrañaba con ante-
rioridad, la obtención de algún tipo de información sobre el
panorama o bases por las cuales se tomaban decisiones pú-
blicas en materia del medio ambiente.

Sólo que ahora, la misma sociedad se encuentra plenamen-
te inmersa, informada e interesada en el panorama actual
de la interacción de las actividades humanas de producción
y consumo y su relación con el medio ambiente, en espe-
cial en todo lo tocante con el tema del agua.



Nuestro país posee aproximadamente el 0.1 por ciento del
total de agua dulce disponible a nivel mundial, lo que de-
termina que un porcentaje importante del territorio esté ca-
talogado como zona semidesértica, lo que implica la nece-
sidad de considerar al agua, no sólo como un elemento
vital, sino como un factor estratégico para el desarrollo del
país y su responsabilidad con el mundo.

Contar con tan limitada disponibilidad y saberla gestionar
demanda de los tomadores de políticas públicas, y de la so-
ciedad en su conjunto, considerarla como un reto que tiene
que ser afrontado con medidas pertinentes y eficaces en
función de sus muchas dimensiones.

En este sentido se expresan investigadores como Felipe
Neri Rodríguez Casasola y Miguel Rivas Sepúlveda, al in-
dicar que “el agua tiene dos ámbitos inseparables en su
consideración, esto es, su carácter multidimensional y su
característica multifactorial”2. 

Lo anterior debe ser entendido en el sentido de que el as-
pecto multidimensional se sitúa en la vivienda; colonia/de-
legación; local; regional; nacional; mundial y el aspecto
multifactorial incluye temas culturales; de educación; eco-
nómicos; políticos; tecnológicos; ecológicos y ambienta-
les.

Las implicaciones de estos dos ámbitos se muestran en la
gráfica siguiente.

Las relaciones que se establecen son indisolubles y recí-
procamente influenciadas por el tema del agua al ser un te-
ma transversal, cuyo aspecto estratégico es primordial pa-
ra el desarrollo interior puesto que el problema del
abastecimiento del agua, actualmente es uno de los más de-
licados en la agenda nacional e internacional.

Existen regiones en el mundo donde la disponibilidad del
vital líquido para las actuales y futuras generaciones es
fuente de conflicto, por lo que se ha elevado el tema a un
asunto de seguridad nacional, al considerar que sin agua, la
vida no es posible.

En julio de 2010, la Asamblea General de las Naciones
Unidas reconoció explícita y firmemente el derecho huma-
no al agua y al saneamiento, aseverando que el acceso al
agua potable limpia y el saneamiento son esenciales para la
realización de todos los derechos humanos3 y se reafirmó
la Observación General número 15 del Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones
Unidas4, en el sentido de que todo ser humano tiene dere-
cho a disponer de agua suficiente, saludable, aceptable, ac-
cesible y asequible para su uso personal y doméstico.

Asimismo, la Asamblea General de las Naciones Unidas
exhortó a los gobiernos a incluir entre sus máximas priori-
dades, generar las condiciones necesarias para que la po-
blación tenga acceso al agua en las condiciones en que lo
ha decretado la Organización de las Naciones Unidas
(ONU).

Si bien es un hecho irrefutable que el agua tiene múltiples
usos, siendo el principal el consumo humano en las canti-
dades necesarias, este líquido también es vital en la econo-
mía.

La propia Comisión Nacional del Agua (Conagua) ha esta-
blecido que la baja disponibilidad de agua en algunos dis-
tritos de riego del norte de México, obliga a considerar las
posibilidades de reconversión productiva como estrategia
para generar mejores opciones de producción agrícola, así
como para desarrollar una agricultura moderna y sosteni-
ble.

Lo anterior es reflejo de la carencia de políticas públicas
integrales del manejo del agua; la falta de capacidad real de
cada gobierno para atender uno de los problemas de segu-
ridad nacional más apremiantes; y que, en contrasentido de
su importancia, tenemos un retraso abismal en el desarro-
llo de la infraestructura hidráulica en todos los niveles.

Basta con mencionar que en el año 2013, las 2 mil 287
plantas en operación en el país trataron 105.9 metros cúbi-
cos por segundo (m³/s), es decir 50.2 por ciento de los
211.1 m³/s recolectados en los sistemas de alcantarillado.

Otro de los indicadores más utilizados para clasificar a los
países en función de su disponibilidad de agua es el que re-
sulta de dividir los recursos hídricos renovables, entre el
número de habitantes, obteniéndose así la disponibilidad
natural media per cápita, la cual en el caso particular de
nuestro país ha venido disminuyendo a lo largo del tiempo,
debido principalmente al crecimiento poblacional.
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De los 18 mil 282 metros cúbicos (m3) por habitante por
año disponibles en el año 1950, el volumen se redujo a 4
mil 771 para el año 2000, en 2013 contábamos con 3 mil
982 y para el 2030, se estima este volumen descienda a 3
mil 430 m3 por habitante al año5. 

La Conagua estima que al cierre de 2013, la cobertura de
alcantarillado fue de 90.9 por ciento, compuesta de 96.7
por ciento en zonas urbanas y 71.2 por ciento en zonas ru-
rales 92.0 por ciento6 y en cuanto a la cobertura de agua
potable, esta fue de 92.3 por ciento, desglosándose en 95.4
por ciento de cobertura en zonas urbanas y 81.6 por ciento
en zonas rurales7.

Pese a ello, más de nueve millones de personas carecen de
agua potable presentándose los mayores rezagos en entida-
des como Veracruz, Chiapas y el estado de México, que
concentran el 37 por ciento de los casos8.

En cuanto al alcantarillado son casi 11 millones de habi-
tantes en el país sin este servicio, concentrándose esta fal-
ta en las zonas rurales, así como en las áreas marginadas de
los centros urbanos del país, en donde la media no rebasa
al 72 por ciento de la población ahí asentada.

En estas consideraciones, deberá tomarse en cuenta que
México recibe aproximadamente 1’489,000 millones de
m3 de agua en forma de precipitación al año. De esta agua,
se estima que el 71.6 por ciento se evapotranspira y regre-
sa a la atmósfera, 22.2 por ciento escurre por los ríos o
arroyos, y 6.2 por ciento restante se infiltra al subsuelo de
forma natural y recarga los acuíferos.

Tomando en cuenta los flujos de salida (exportaciones) y
de entrada (importaciones) de agua con los países vecinos
en ambas fronteras, el país anualmente cuenta con 471.5
mil millones de m3 de agua dulce renovable.

Sin embargo, en algunas regiones hidrológicas administra-
das (RHA), en las que se divide el país para la gestión y
conservación de este vital líquido, el valor del agua reno-
vable per cápita es preocupantemente bajo, como en la I
Península de Baja California, VI Río Bravo, VII Cuencas
Centrales del Norte, VIII Lerma-Santiago-Pacífico y XIII
Aguas del Valle de México9, al grado de que en el año
2030, en algunas de dichas RHA, el agua renovable per cá-
pita alcanzará niveles cercanos o incluso inferiores a los
1000 m³/hab/año, lo que se califica como una condición de
escasez grave, tal como se observa en la siguiente tabla.

Agua renovable per cápita, 2013 y 2030

Fuente: Elaboración propia, con base en la tabla T7.2 de Estadísticas

del Agua en México edición 2014.

Lo anterior cobra mayor sentido si observamos que la Or-
ganización Mundial de la Salud recomienda un consumo
moderado de 80 litros por persona al día; no obstante, el
consumo diario promedio en la Ciudad de México y en la
mayoría de las principales ciudades del país es de 32010 li-
tros por día (lt/día) por habitante, lo que acrecienta la ne-
cesidad de medidas preventivas que coadyuven a reducir la
presión hídrica en los centros urbanos, ya no sólo en las
ciudades.

Y aunque debe reconocerse que se cuenta con una infraes-
tructura hídrica en crecimiento gracias a la inversión públi-
ca que en 10 años se incrementó en 155 por ciento, la aten-
ción a esta problemática no debe dejarse solo a los
mecanismos tradicionales.

Inversiones por rubro de aplicación en el subsector
agua potable, alcantarillado y saneamiento (millones de
pesos a precios constantes de 2013)

Fuente: Tabla T5.10 de Estadísticas del Agua en México edición 2014.

Si bien los recursos presupuestales han sido orientados en
la atención de necesidades de agua potable, alcantarillado
y saneamiento, entre otras, las condiciones económicas, la
cantidad de recurso vital captado por lluvia y las propias



condiciones geográficas y sociales de la población deman-
dan una atención con visión de largo plazo.

Hasta 2013 se tenía una infraestructura de 2 mil 287 plan-
tas de tratamiento municipal de aguas residuales, con una
capacidad instalada de 152.17 m3/s. En estas, se tratan en
promedio 105.93 m3/s, equivalente al 50.2 por ciento de
los 211.1 m3/s de aguas residuales recolectadas en los sis-
temas formales de alcantarillado11.

Como se aprecia, la inversión pública y recursos destina-
dos al mejoramiento hídrico de este país han sido constan-
tes y la infraestructura para la atención del tratamiento de
aguas residuales cada vez es más eficiente; sin embargo, se
adolece de sistemas de captación y aprovechamiento plu-
vial, cuya inversión y plantas registradas son prácticamen-
te nulas.

A pesar de los grandes esfuerzos que han hecho en algunas
regiones de la República, los beneficios de este tipo de téc-
nica no son explotados.

El aprovechamiento del agua de lluvia es parte de una so-
lución sustentable e integral, generaría el empoderamiento
de comunidades y ciudadanos al contar con una autosufi-
ciencia y abastecimiento hídrico, disminuiría la presión de
mantos acuíferos, reduciría inundaciones, así como proble-
mas de sequías y, sobre todo, la inversión que se requiere
es menor que cualquier obra hidráulica centralizada.

Tan sólo en 2012, la falta de lluvias en 19 entidades del pa-
ís provocó pérdidas superiores a los 15 mil millones de pe-
sos por las hectáreas perdidas en cultivos de maíz, frijol y
cabezas de ganado, afectado directamente a dos millones
de mexicanos y a los más de 108 millones de habitantes en
el país en ese año.

Tomando como caso un grano base de la alimentación de
los mexicanos que es el maíz, las pérdidas en ese año al-
canzaron los 9 mil millones de pesos y en el caso del frijol,
del cual se perdió 60 por ciento de las cosechas, fueron 6
mil millones de pesos los que los agricultores mexicanos
dejaron de percibir este año12.

Como se aprecia, la implementación de sistemas de capta-
ción y aprovechamiento pluvial no sólo pueden auxiliar a
disminuir la presión hídrica en las ciudades; también auxi-
liará a mantener y mejorar el perfil agropecuario de cada
una de las entidades del país.

Por ejemplo, entidades como Zacatecas, principal produc-
tora de frijol en el país, cuenta con 150 mil hectáreas de rie-
go que están subutilizadas por falta de infraestructura; de
existir una mejor planeación en el manejo sustentable del
líquido vital, con 50 mil hectáreas de riego, sembradas de
maíz, y tecnificación, se tendrían 400 mil toneladas de es-
te grano que alcanzarían para satisfacer las 140 mil tonela-
das de consumo humano estatal y quedarían 260 mil para
alimentación de los animales, otro de los componentes del
perfil agropecuario del estado, pues de 7.4 millones de hec-
táreas con que cuenta la entidad, 5.4 millones tienen voca-
ción ganadera.

Para alcanzar esos niveles de sustentabilidad hídrica se re-
quiere la participación coordinada de los tres órdenes de
gobierno y de la decidida partición del Legislativo, a fin de
fortalecer los instrumentos normativos que den cause a las
políticas de planeación y gestión relacionadas con los sis-
temas de captación de aguas de lluvia, para con ello, im-
plementar acciones inmediatas que apoyen la autosuficien-
cia de los distritos de riego, por citar solo uno de sus
beneficios.

Sólo así se podrá demostrar el compromiso por preservar y
retener un líquido vital para la subsistencia humana, al do-
tarle al agua de la prioridad necesaria en las acciones que
conduzcan a su uso eficiente y sostenible.

Argumentación

El Grupo Parlamentario de Nueva Alianza considera como
principio rector de toda acción pública la sustentabilidad en
todos sus niveles, sea el económico o social, así como en el
ecológico; en esta medida, consideramos indispensable que
las autoridades y los usuarios profundicen los esfuerzos pa-
ra encontrar soluciones sustentables y de largo plazo en el
abastecimiento de agua en el medio rural y urbano.

La Comisión Nacional del Agua, en el documento titulado
Estadísticas del Agua en México, edición 2012, considera
que el uso sustentable del agua se logra cuando se cumplen
los aspectos siguientes:

El agua genera bienestar social: básicamente se refie-
re al suministro de los servicios de agua potable y al-
cantarillado a la población, así como al tratamiento de
las aguas residuales.

El agua propicia el desarrollo económico: considera
al agua como un insumo en la actividad económica; por
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ejemplo, en la agricultura, la producción de energía
eléctrica o la industria.

El agua se preserva: es el elemento que cierra el con-
cepto de sustentabilidad13.

En este sentido, si bien se reconoce que el agua debe pro-
porcionar bienestar social y apoyar el desarrollo económi-
co, en el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza estamos
convencidos de que se debe preservar en cantidad y calidad
adecuadas para las generaciones actuales y futuras.

En apoyo de lo anterior, tomemos el concepto de agua re-
novable que puede ser entendido como la cantidad de agua
renovada por la lluvia y las corrientes que fluyen desde
otras regiones o países, misma que debemos analizarla des-
de tres perspectivas:

Distribución temporal, ya que existen grandes varia-
ciones del agua renovable a lo largo del año.

Distribución espacial. En algunas regiones del país
ocurre precipitación abundante y existe una baja densi-
dad de población, mientras que en otras sucede el efec-
to contrario.

Área de análisis. La problemática del agua y su aten-
ción es predominante de tipo local, los indicadores cal-
culados a gran escala esconden las fuertes variaciones
que existen a lo largo y ancho del país.

Considerar estas dimensiones ayuda a entender la proble-
mática que se tiene respecto del agua renovable en el país,
al contrastar la diferencia de agua renovable per cápita por
año y la población entre regiones, en donde la región hi-
drológico-administrativa de “Aguas del Valle de México”,
con sus 3,468.4 hm3/año, representa sólo 0.7 por ciento de
agua renovable nacional, pero abastece a prácticamente a
20 por ciento de la población del país, misma que aporta 24
por ciento del producto interno bruto (PIB).

En contraste, la región hidrológico-administrativa de la
Frontera Sur, con sus 163,845.5 hm3/año, que representan
35 por ciento del agua renovable, abastece a 6.31 por cien-
to de la población total del país, la cual contribuye con un
poco más de 5 por ciento del PIB14.

La necesidad de ampliar la cobertura y la calidad del servi-
cio se incrementa a raíz de la reforma hecha en 2012 al ar-

tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que establece lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el
respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley. 

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal y doméstico
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El
Estado garantizará este derecho y la ley definirá las ba-
ses, apoyos y modalidades para el acceso y uso equita-
tivo y sustentable de los recursos hídricos, establecien-
do la participación de la Federación, las entidades
federativas y los municipios, así como la participación
de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.”

Lo anterior, sumado a la reforma constitucional en materia
de derechos humanos, configura el marco legal del derecho
a un medio ambiente sano y del acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal.

La presente iniciativa tiene el propósito de reformar y adi-
cionar la Ley de Aguas Nacionales, cuyo objeto consiste
en regular la explotación, uso o aprovechamiento de dichas
aguas, su distribución y control, así como la preservación
de su cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral
sustentable.

Lo anterior, en términos del artículo 1o. de la ley, objeto de
reforma, que dota de viabilidad la presente iniciativa al
proporcionar el marco jurídico para el aprovechamiento
sustentable, la preservación y control de la contaminación
del agua.

Para dar cumplimiento al objeto de la ley, se propone in-
troducir el concepto de sistema de captación de agua de
lluvia como “Toda aplicación que implique infraestructura
en represas, ollas de agua, lagunas de infiltración, pozos de
absorción y otras obras necesarias para la captación de
aguas pluviales, con el fin de incrementar los niveles de
agua de los mantos freáticos, y su aprovechamiento sus-
tentable”15.

De igual forma, se considera necesario establecer en dicha
ley la concurrencia de facultades para la regulación, for-
mulación, ejecución y administración de acciones orienta-



das a la creación de sistemas de captación de agua de llu-
via, dependiendo las condiciones territoriales de cada re-
gión.

Existen experiencias impulsadas desde diversas organiza-
ciones civiles encaminadas a la utilización de sistemas de
captación pluvial, teniendo importantes beneficios después
de implementar estos sistemas de captación de agua de llu-
via, como son:

• Fuente renovable de agua limpia. 

• Cada metro cuadrado de techo en la ciudad puede cap-
tar alrededor de 650 litros de agua del año.

• Los hogares beneficiados podrían contar con una dis-
ponibilidad inmediata de por lo menos 400 litros diarios
de agua durante los cinco meses de duración de la tem-
porada de lluvia.

• Capaz de abastecer a las zonas altas y marginadas don-
de el abasto de agua actualmente es precario y costoso.

• Promueve una cultura de cuidado y armonía con el
agua.

• Cuando una familia capta el agua de lluvia, adquiere
una relación directa con el ciclo de agua.

• Permite la recuperación del sistema de agua de la ciu-
dad.

• Descentraliza el abasto de agua, cuestión que permite
un menor nivel de dependencia y de desamparo cuando
hay fallas en la red.

• Una vez instalados, los sistemas dan agua año tras año
a muy bajo costo.

• El agua de lluvia no requiere ser transportada a la ciu-
dad y a las casas artificialmente, por lo que se ahorran
emisiones y energía.

• Evita que el agua pase al drenaje durante los aguace-
ros, por lo que reduce saturación e inundaciones.

Ante tales beneficios y teniendo en cuenta el comporta-
miento hídrico de México, surge la necesidad de imple-
mentar un uso más eficiente del agua y alternativas de su-

ministro como estas, mucho más si los sistemas de capta-
ción de agua de lluvia se establecen a nivel estatal y muni-
cipal.

La captación de agua de lluvia, al constituir una opción
viable, su implementación generalizada podría traer nota-
bles beneficios a la población mexicana, particularmente
en aquellos casos en donde el suministro de este vital lí-
quido aún no es pleno y continuo.

Los sistemas de captación de agua de lluvia son utilizados
intensamente en muchas zonas del planeta, siendo el resul-
tado de las necesidades de demanda de agua.

Su implementación se lleva a cabo cuando:

a) No existe una red de acueducto o el suministro es de-
ficiente.

b) No se dispone de recursos y los materiales de cons-
trucción son costosos.

c) Baja disponibilidad de agua.

d) Mala calidad del agua (contaminación).

Las características del agua de lluvia la hacen perfecta-
mente utilizable para uso doméstico, industrial y agrícola,
presentándose notables ejemplos de sistemas de captación
de agua de lluvia (SCALL), como se listan a continuación:

Australia

• 30.4 por ciento de la población en zonas rurales y el
6.5 por ciento en las ciudades utilizan algún SCALL.

• 13 por ciento de las casas cuentan con un SCALL, uti-
liza el agua para beber y cocinar.

Bangladesh

• Desde 1977, ha instalado cerca de 1,000 SCALL por
Organizaciones No Gubernamentales (ONG) utilizando
tanques de concreto reforzado y de mampostería, con un
costo que varía entre 50 y 150 dólares estadounidenses.

• Son comunes: tanques de concreto reforzado y de
mampostería, cisternas y tanques subterráneos.
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Tokio, Japón

• Utiliza SCALL para mitigar la escasez de agua, con-
trolar inundaciones y asegurar agua para situaciones de
emergencia.

Alemania

• Cada año incorpora 50 mil SCALL como parte de su
política pública, ya que la oferta de agua no crece al rit-
mo de las aglomeraciones urbanas, utilizando cubiertas
de edificios, calles y vías peatonales.

Brasil

• En la década pasada, inició un proyecto cuyo objetivo
era construir 1 millón de tanques para la recolección de
agua de lluvia, a través de ONG para beneficiar a 5 mi-
llones de personas, utilizando estructuras de concreto
reforzado.

Estados Unidos

• Los SCALL son empleados en 15 estados de este país
siendo Texas el estado donde más se utilizan; cuenta con
alrededor de 50 compañías especializadas en el diseño
de SCALL.

• El costo de los sistemas varía entre los 5000 y 8000
dólares estadounidenses dependiendo del tamaño de la
cisterna de almacenamiento.

Muchos son los ejemplos y más las necesidades del país;
por ello, el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza fomen-
tará y luchará por la implementación inmediata de sistemas
de captación de agua de lluvia a nivel nacional.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tada del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del pleno de esta soberanía, la iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales

Único. Se adiciona una fracción L Bis al artículo 3o.; una
fracción XII al artículo 7o.; una fracción XIII al artículo 51
y una fracción VII al artículo 84 Bis de la Ley de Aguas
Nacionales, para que dar como sigue:

“Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. a L. …

L Bis. Sistemas de captación de agua pluvial: Toda apli-
cación que implique infraestructura en represas, ollas de
agua, lagunas de infiltración, pozos de absorción y otras
obras necesarias para la captación de aguas pluviales,
con el fin de incrementar los niveles de agua de los man-
tos freáticos y su aprovechamiento sustentable;

LI. a LXVI. …

…”

“Artículo 7. Se declara de utilidad pública:

I. a XI. …

XII. La instalación de Sistemas de Captación de Agua
pluvial.”

“Artículo 51. …

I. a XII. …

XIII. El fomento a los procesos de captación de agua
pluvial.

XIV. …

…

…”

“Artículo 84 Bis. “La Comisión”, con el concurso de los
Organismos de Cuenca, deberá promover entre la pobla-
ción, autoridades y medios de comunicación, la cultura del
agua acorde con la realidad del país y sus regiones hidro-
lógicas, para lo cual deberá:

I. a VI. …



VII. Informar a la población y autoridades sobre los be-
neficios de la utilización de sistemas de captación de
agua pluvial.”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Plan Nacional de Desarrollo 2013 - 2018. Gobierno de la Repúbli-
ca, México, 2013. Páginas 9 y 10. Disponible en: http://pnd.gob.
mx/wp-content/uploads/2013/05/PND.pdf 

2. Rodríguez Casasola, Felipe Neri y RIVAS SEPÚLVEDA, Miguel.
Ponencia Gestión de la calidad del agua: “el ciclo virtuoso” dentro del
Foro Metropolitano “El Reto: Primero el Agua”. Auspiciado por la IV
Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y la Uni-
versidad Autónoma de la Ciudad de México. México, D.F., p. 83.

3. Oficina de Naciones Unidas de apoyo al Decenio Internacional para
la Acción “El agua, fuente de vida” 2005-2015. Disponible en
http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/pdf/05_2011_human_ri
ght_to_water_reader_spa.pdf 
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5. Atlas del Agua en México 2014. CONAGUA, México, 2015, pági-
nas 34 a 36. Disponible en http://www.conagua.gob.mx/CONA-
GUA07/Publicaciones/Publicaciones/ATLAS2014.pdf 

6. Op Cit. Página 80.

7. Idem. Página 76

8. Numeragua México, 2014. Comisión Nacional del Agua. México,
2014. Página 58. Disponibk en 

http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publica-
ciones/Numeragua.pdf. 

9. Estadísticas del Agua en México edición 2014. CONAGUA, Méxi-
co, páginas 27, 28, 150 y 153. Disponible en:

http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publica-
ciones/EAM2014.pdf. 

10. El agua en la ciudad. Delegación x delegación, habitante x habi-
tante. Secretaría del Medio Ambiente, gobierno de la Ciudad de Méxi-
co. Disponible en http://cuidarelagua.df.gob.mx/delegacion.html#.
Vi6hYOxMIr1

11. Estadísticas del Agua (2014). Op Cit. Páginas 104 y 105.

12. La sequía en México causa pérdidas millonarias en el campo. Ha-
nako Taniguchi. CNN México, Jueves, 09 de febrero de 2012 a las
15:57. Disponible en:

http://mexico.cnn.com/nacional/2012/02/09/la-sequia-en-mexico-cau-
sa-perdidas-millonarias-en-el-campo-mexicano. 

13. Estadísticas del Agua en México, edición 2012. CONAGUA, Mé-
xico, 2013. Página 2. Disponible en: 

http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Noticias/EAM2013.pdf. 

14. Estadísticas del Agua (2014). Op Cit. Páginas 21 y 22.

15. El concepto anterior es acorde al presentado en el Congreso Na-
cional del Medio Ambiente (Conama) que en su décima exhibición
emitió un documento titulado “Captación de agua de lluvia, alternati-
va sustentable”, en el que medularmente manifiesta que los Sistemas
de Captación de Agua de Lluvia (SCALL) son una tecnología median-
te la cual se habilitan cubiertas y áreas impermeables de las construc-
ciones con el fin de captar el agua de lluvia, para posteriormente con-
ducirla a lugares en donde pueda almacenarse (depósitos, cisternas) y
finalmente darle un uso (humano, agrícola o pecuario).

Duran Escamilla, Pino, et all. Captación de agua de lluvia, alternativa
sustentable. Comunicación técnica. Presentada en el Congreso Nacio-
nal del Medio Ambiente, CONAMA10, desarrollado en Madrid, Espa-
ña, entre el 22 y el 26 de noviembre de 2010. Disponible en: www.co-
nama10.conama.org/conama10/download/files/CT porciento202010/
41008. pdf.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de noviembre de 2015.— Di-
putadas: Soralla Bañuelos de la Torre, Cecilia Guadalupe Soto Gon-
zález (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Bañuelos. Túrnese a la Comisión de
Recursos Hidráulicos, para dictamen.
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Saludamos la presencia de 164 alumnos y docentes de la
Escuela Secundaria Técnica número 120 Pedro Sainz de
Baranda, del turno matutino, de Chicoloapan, Estado de
México, invitados por el diputado Andrés Aguirre Romero.
Bienvenidas, bienvenidos todos ustedes.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Nor-
ma Edith Martínez Guzmán, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 4o. y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Encuentro Social.

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán: Honora-
ble Mesa Directiva y compañeros legisladores, para el Par-
tido Encuentro Social, lo hemos dicho y lo ratificamos, la
familia es el pilar fundamental de la sociedad. Ella tiene
como misión la formación de personas, fomentar y respe-
tar los deberes éticos y las convicciones personales y pro-
yectar socialmente a sus miembros para participar cons-
ciente y libremente en la sociedad, transformándola en lo
necesario y contribuyendo a su pleno desarrollo.

Los que suscribimos la presente iniciativa estamos con-
vencidos de que las políticas públicas en México deben
apuntalar esta institución para que desde el apoyo a la fa-
milia se fortalezca el tejido social y se recupere la confian-
za en la sociedad y en las instituciones.

Una consecuencia del proceso tan acelerado de globaliza-
ción en el que vivimos es, sin duda, la prevalencia de posi-
ciones individualistas que han ido mermando los cimientos
sociales. Por ello, quienes tomamos decisiones en nuestra
sociedad debemos estar bien conscientes de que buena par-
te de los fenómenos de violencia, inseguridad y delincuen-
cia tienen su origen en la erosión que hoy padece la fami-
lia, los cimientos familiares en el México del siglo XXI,
esto tiene que cambiar, debemos reconstruir el tejido social
a partir de la familia.

En un entorno social, con tantos retos a los que nos en-
frentamos diariamente, la familia sigue siendo el marco de
convivencia básica y de desarrollo de los menores. Hoy

muchos de los hijos de las familias mexicanas han caído en
las garras de las adicciones, o en otros casos se han perdi-
do en la absurda guerra contra las drogas o en una ideolo-
gización perversa que contradice los principios que han
formado parte históricamente de la transmisión de los va-
lores familiares.

Los legisladores del Partido Encuentro Social creemos que
el Congreso tiene la obligación de dotar a la institución de
la familia de normas que generen mayor protección y esta-
bilidad a todos sus miembros.

La adopción representa en ese sentido una gran oportuni-
dad para dotarles de una familia a muchos niños que hoy
sobreviven en los orfanatos. Es nuestra obligación encon-
trar las vías para facilitar el procedimiento de adopción, a
efecto de evitar que siga siendo un proceso engorroso, po-
co práctico, y por ende, en algunas regiones de México in-
clusive subutilizado. Pero hacerlo en serio, con la respon-
sabilidad que ello conlleva, sin utilizarlo mediática o
políticamente.

Actualmente vivimos en este Estado federal, en el que nos
encontramos cada uno de los Código Civiles del país regu-
la la figura con características y modalidades que conside-
ra más convenientes, con lo que en la práctica encontramos
en México una amplia gama de normas relativas a la adop-
ción, que en algunos casos llegan a ser inclusive contradic-
torias entre sí.

Además, existen normas incluidas en otras leyes estatales
que rigen las modalidades y requisitos para adoptar, en es-
pecial hablamos de estos sistemas de protección de la niñez
en las Procuradurías de los estados y en los organismos de
apoyo a las familia, como el DIF.

Es decir, tan sólo en una misma entidad concurren por lo
menos tres cuerpos de normas que rigen todo lo relaciona-
do con esta figura jurídica. Por si ello fuera poco, el Esta-
do mexicano tiene la obligación de cumplir con normas
contenidas en instrumentos internacionales, y vale la pena
decir, que a veces nos encontramos con algunos legislado-
res locales que no conocen esas normas y que inclusive
pueden contradecir el contenido de estas normas, poniendo
en riesgo el cumplimiento de los compromisos internacio-
nales que México ha adquirido.

Todo lo anterior trae como consecuencia una enorme dis-
persión de normas sobre este tema, que nos ha llevado a
cuestionarnos sobre la conveniencia de darle cierto grado



de autonomía a través de una reforma constitucional que
faculte al Congreso de la Unión para emitir una ley gene-
ral con los requisitos mínimos y modalidades generales a
partir de su entrada en vigor regirán a la adopción en Mé-
xico, en los diferentes estados.

La solución que hoy proponemos tiene la enorme ventaja
de que logrará armonizar criterios generales y requisitos
mínimos de la adopción en México sin vulnerar la autono-
mía de los poderes legislativos de los estados, para que en
uso de sus facultades puedan adoptar el modelo contenido
en la ley general a las modalidades regionales que conside-
ren conveniente.

Ello nos permitirá cumplir con objetivos muy concretos.
Primero, simplificar y facilitar los procedimientos de adop-
ción, de manera que todos los niños mexicanos tengan de-
recho a formar parte de una familia.

Segundo, crear un piso mínimo de temas que deberán ser
regulados y desarrollados por las legislaturas de las entida-
des federativas en materia de adopción.

Tercero, cumplir con los compromisos generales adquiri-
dos por el Estado mexicano, armonizando la legislación
con el contenido de los instrumentos internacionales de
aplicación obligatoria.

Y por último y muy importante, fortalecer en todo el terri-
torio nacional el andamiaje jurídico que protege a la fami-
lia por medio de una mejor regulación que redundará en
mayores y mejores oportunidades para quienes en el futu-
ro serán adoptados.

Quienes tenemos la alta responsabilidad de moldear a
nuestras instituciones debemos estar a la altura de esas cir-
cunstancias.

En ese sentido urgen modificaciones a nuestro marco jurí-
dico que se traduzcan en mayor protección a la familia por
ser precisamente el pilar fundamental de la sociedad. No
tenemos mucho tiempo antes de que el tejido social pueda
entrar en una mayor confrontación, desasosiego y caos. La
solución se encuentra en la familia, de ahí nuestro deber de
fortalecerla.

Por todo lo anterior, los suscritos diputados sometemos a
consideración reformas y adiciones a los artículos 4 y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 4o. y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita
por integrantes del Grupo Parlamentario del PES

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71 frac-
ción II y 135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y los artículos 6, fracción I del nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
los diputados miembros del Grupo Parlamentario del Par-
tido Encuentro Social por este conducto, sometemos  ante
esta Honorable Asamblea la presente Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto por la que se reforman los artículos cuar-
to y setenta y tres de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Para el Partido Encuentro Social, lo hemos dicho y lo rati-
ficamos, la familia es el pilar fundamental de la sociedad.
Los que suscribimos la presente iniciativa, estamos con-
vencidos de que las políticas públicas en México deben
apuntalar esta institución, para que desde el apoyo a la fa-
milia se fortalezca el tejido social y se recuperen la con-
fianza en la sociedad y en las instituciones.

Una consecuencia del proceso tan acelerado de globaliza-
ción en el que vivimos, es sin duda la prevalencia de posi-
ciones individualistas, que han ido mermando los cimien-
tos sociales. Por ellos, quienes tomamos decisiones en
nuestra sociedad, debemos estar bien conscientes de que
buena parte de los fenómenos de violencia, inseguridad y
delincuencia tienen su origen en la erosión que padecen los
cimientos familiares en el México del siglo XXI. Esto tie-
ne que cambiar. Debemos reconstruir el tejido social a par-
tir de la familia.

En un entorno social con tantos retos a los que nos enfren-
tamos diariamente, la familia sigue siendo el marco de con-
vivencia básico y de desarrollo de los menores. Hoy, mu-
chos de los hijos de las familias mexicanas han caído en las
garras de las adicciones o en otros casos se han perdido en
la absurda guerra contra las drogas.

Los legisladores del Partido Encuentro Social creemos que
el Congreso tiene la obligación de dotar a la institución de
la familia de normas que generen mayor protección y esta-
bilidad a todos sus miembros.

La adopción, es una figura que ha estado cobrando mayor
utilidad en la sociedad del siglo XXI. Las cifras de meno-
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res adoptados en el mundo se ha estado multiplicando de-
bido, sobre todo, a la conciencia de que una familia tiene
mucho que aportar al desarrollo y crecimiento de un menor
que, por sus circunstancias personales, no ha podido contar
con un ámbito de bienestar en su familia de origen.

En ese sentido la adopción representa la gran oportunidad
de darle una familia a los miles de niños que hoy sobrevi-
ven en los orfanatos, por lo que es nuestra obligación en-
contrar las vías para facilitar y homogeneizar el procedi-
miento de adopción, a efecto de evitar que siga siendo un
proceso engorroso, poco práctico y por ende, en algunas re-
giones de México, francamente subutilizado.

Dispersión de normas sobre la adopción

Debido al Estado federal en el que vivimos, cada uno de los
Códigos Civiles del país regula esta figura con las caracte-
rísticas y modalidades que considera más convenientes,
con lo que en la práctica encontramos en México una am-
plia gama de normas relativas a la adopción que en algunos
casos son incluso contradictorios entre sí.

Las principales normas sobre esta materia tienen que ver
con los sujetos que involucra este procedimiento, los re-
quisitos para adoptar, los tipos de adopciones y causales
que pueden dar lugar a que se revoque la adopción.

Además existen también normas incluidas en otras leyes
estatales que  también rigen las modalidades y requisitos
para adoptar. Particular importancia han adquirido durante
los últimos años los sistemas de protección a la niñez que
existen en las Procuradurías de los estados y en los orga-
nismos de apoyo a la familia como el DIF, que también jue-
gan un papel muy importante en cada entidad federativa.
Es decir, tan sólo en una misma entidad concurren, por lo
menos, tres cuerpos de normas que rigen a todo lo relacio-
nado con esta figura jurídica.

Por si ello fuera poco, el Estado mexicano tiene la obliga-
ción de cumplir con normas contenidas en instrumentos in-
ternacionales que también abordan esta figura y que, por ha-
ber sido firmadas y ratificadas, son parte del orden jurídico
interno que rige en todo el territorio nacional. En este caso,
se puede mencionar, por ejemplo, las normas relativas a la
adopción internacional, que ya recogen la mayoría de las en-
tidades federativas y a las tan importantes convenciones in-
ternacionales sobre conflictos de leyes en materia de adop-
ción de menores, por un lado y, a la relacionada con la
restitución internacional de menores, por el otro.

Particular problemática representa el hecho de que este
conjunto de normas internacionales que obligan al Estado
Mexicano, frecuentemente no son conocidas por los legis-
ladores de algunas entidades federativas, lo que puede pro-
vocar que surjan infracciones a dichas normas por parte de
una o varias legislaturas locales, pero que ponen también
en riesgo el cumplimiento a compromisos internacionales
adquiridos por México.

Todo lo anterior trae como consecuencia una enorme dis-
persión de normas sobre este tema, lo que nos ha llevado a
cuestionarnos sobre la conveniencia de darles cierto grado
de autonomía, a través de una reforma constitucional que
faculte al Congreso de la Unión para emitir una Ley Gene-
ral que emita los requisitos mínimos y modalidades gene-
rales que a partir de su entrada en vigor regirán a la adop-
ción en México.

La solución que hoy proponemos tiene la enorme ventaja
de que logrará armonizar los criterios generales y los re-
quisitos mínimos de la adopción en México, sin vulnerar la
autonomía de los Poderes Legislativos de los Estados para
que, en uso de sus facultades, puedan adaptar el modelo ge-
neral contenido en la Ley General a las modalidades regio-
nales que consideren convenientes, de acuerdo a la proble-
mática específica de cada una de las entidades federativas.

Con ello se lograrán alcanzar los siguientes objetivos espe-
cíficos:

a) Simplificar y facilitar los procedimientos de adop-
ción, de manera que todos los niños mexicanos tengan
derecho a formar parte de una familia;

b) Crear un piso mínimo de temas que deberán ser re-
gulados y desarrollados por las legislaturas de las enti-
dades federativas en materia de adopción;

c) Cumplir con los compromisos generales adquiridos
por el Estado mexicano en esta materia armonizando la
legislación con el contenido de los instrumentos inter-
nacionales de aplicación obligatoria; y,

d) Fortalecer en todo el territorio nacional el andamiaje
jurídico que protege a la familia, por medio de una mejor
regulación que redundará en mayores y mejores oportu-
nidades para quienes en el futuro serán adoptados.

Quienes tenemos la alta responsabilidad de moldear a
nuestras instituciones debemos estar a la altura de las cir-



cunstancias. En ese sentido urgen modificaciones a nuestro
marco jurídico que se traduzcan en mayor protección a la
familia por ser el pilar fundamental de la sociedad. No te-
nemos mucho tiempo más antes de que el tejido social pue-
da entrar en una espiral mayor de confrontación, desaso-
siego y caos por haber sido insensibles a las necesidades
que impone el entorno.

Por lo anterior, los suscritos diputados sometemos a consi-
deración las siguientes reformas y adiciones a los artículos
cuarto y setenta y tres de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue

Decreto

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley…

…

…

…

…

…

La adopción es un procedimiento regulado por la ley
para fortalecer a la familia. La federación, los estados y
municipios establecerán, en base a criterios científicos,
los procedimientos para hacerla efectiva en los térmi-
nos de la legislación general que deberá expedir el Con-
greso, misma que deberá contener por lo menos lo si-
guiente: concurrencia de los diferentes niveles de
gobierno, términos de cada una de las etapas del proce-
so de adopción, sujetos que involucra la adopción,
quienes podrán adoptar, quienes podrán ser adoptados,
requisitos de la adopción, requisitos que deben acredi-
tar los adoptantes, tipos de adopción, causales de revo-
cació0n o terminación de la adopción, adopción inter-
nacional.

…

…

…

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

…

…

XXIX-P Expedir leyes que establezcan la concurrencia
de la federación, los estados, el Distrito Federal y los
municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, en materia de derechos de niñas, niños y adoles-
centes, incluidas leyes generales en materia de adop-
ción, velando en todo momento por el interés superior
de los mismos y cumpliendo con los tratados interna-
cionales de la materia, de los que México sea parte.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Norma Edith Martínez Guzmán, Alejandro González
Murillo, Hugo Éric Flores Cervantes, Melissa Torres Sandoval, Abdí-
es Pineda Morín, Ana Guadalupe Perea Santos, Gonzalo Guízar Valla-
dares, Alfredo Ferreiro Velazco (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Martínez. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

Saludamos la presencia de amigos originarios de Río Ver-
de, San Luis Potosí, invitados por la diputada Fabiola Gue-
rrero Aguilar. Bienvenidas, bienvenidos aquí, al recinto
parlamentario.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Ed-
gar Romo García, del Grupo Parlamentario del PRI, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 12, 19 y 75 de la Ley General de Educación.

El diputado Edgar Romo García: Con su permiso, señor
presidente. Estimados compañeros diputados, hoy vengo a
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presentar una iniciativa de ley que no solo atiende un tema
muy sensible para la población, sino que también resulta
determinante para contribuir y mejorar la calidad de vida
de todos los jóvenes que cursan la educación básica de
nuestro país.

Durante la Legislatura anterior, a iniciativa del presidente
Enrique Peña Nieto, se aprobó la reforma educativa, que ha
sido el primer paso para sintonizar los objetivos de la ins-
titución educadora con las aspiraciones de los estudiantes y
las expectativas del conjunto social.

Sin embargo, consideramos que en la actualidad existe una
asignatura pendiente dentro del ramo educativo, me refiero
a la entrega de paquetes de útiles escolares que hoy no ha
terminado por contar con estabilidad y permanencia como
una política pública verdadera, con una política pública
institucional, sino que continúa siendo un pobre programa
temporal al arbitrio de las autoridades estatales y de las au-
toridades municipales que sin duda requiere de una refor-
ma al marco normativo para contar con protección legal,
política y presupuestal, que le permita generar beneficios
parejos para todos los niños y todas las niñas de nuestro
país.

En el año de 1959, atinadamente el presidente Adolfo Ló-
pez Mateos instauró el histórico programa de los Libros de
texto gratuitos, ante la situación de que los libros de texto
eran excesivamente costosos, de mala calidad e inaccesi-
bles para la mayor parte de las familias mexicanas y bajo
la plena convicción de que el libro es un derecho social y
que facilita el diálogo y la equidad en la escuela, aprobó
precisamente el programa de Libros de texto gratuitos.

El presidente López Mateos, de manera conjunta dispuso la
creación de la Comisión Nacional de Libros de Texto Gra-
tuitos y que desde entonces es la responsable de materiali-
zar esta política pública para lograr el mejor contenido po-
sible de los libros de texto y cumplir con la entrega de los
mismos a todos los alumnos de educación básica.

Esa necesidad social de 1959, de contar con un libro, ha
evolucionado porque en la actualidad la familia mexicana
por cada hijo estudiante debe de desembolsar para comprar
la lista oficial de útiles escolares autorizada por la Secreta-
ría de Educación Pública, un promedio de entre 200 y 300
pesos, solo con cuadernos, lápices de colores, pegamento y
material para forrar, entre otros. Y estos montos, obvia-
mente, se van elevando de acuerdo con las marcas de los

productos, y más, si se incluye una mochila y complemen-
tos especiales.

Si a este gasto se le adiciona la compra de uniformes y za-
patos, la cantidad puede sobrepasar los mil pesos por estu-
diante, lo cual representa un gasto excesivo para el bolsillo
de quienes ganan el sueldo mínimo.

Sabemos que con el propósito y con el compromiso de con-
tribuir a mejorar las oportunidades educativas, los distintos
niveles de gobierno han implementado diversos programas
públicos, entre los cuales podemos destacar escuelas de ca-
lidad, escuelas dignas, desayunos escolares, programas de
beca, entre otras acciones gubernamentales, los cuales bus-
can aumentar el nivel educativo de la población.

En ese sentido, consideramos que el Proyecto de Nación
del Presidente Enrique Peña Nieto, cabe la propuesta de
evolucionar en la política educativa a través de la transfor-
mación de la Comisión Nacional de Libros de Texto Gra-
tuitos, en un espacio en el que se genere, ya no solo la pre-
paración y entrega de los libros de texto gratuito, sino la de
un nuevo paquete escolar que incluya los libros y que tam-
bién incluya los útiles escolares.

Reconocemos que en el ánimo de ayudar a la economía fa-
miliar, los tres niveles de gobierno crean programas para
hacer entregas de útiles escolares, pero hay que mencionar
que en algunas ocasiones lo anterior se realiza de una for-
ma desordenada, descoordinada y sin un enfoque social,
siendo que muchas de las ocasiones se entregan en tiempo
posterior al inicio del ciclo escolar.

Además, esta situación genera duplicidad entre los apoyos
que entregan las autoridades, ya que la mayoría de los ca-
sos existe un programa municipal y otro estatal, lo cual de-
riva que en el mismo alumno pueda haber recibido más de
un paquete de útiles escolares.

Pero lo más grave de esta situación y que es un aspecto
fundamental que buscamos erradicar con la reforma que se
propone, es el de evitar el lucro político electoral que cier-
tas autoridades pretenden obtener con la entrega de ese ti-
po de apoyos.

Hemos sido testigos de programas en los que los gobiernos
aprovechan la entrega de útiles escolares para lograr bene-
ficios de índole partidista, al utilizar libretas, mochilas u
otros materiales con colores, emblemas y otro tipo de ele-



mentos que abiertamente se identifican con algún partido
político o con aspirantes a algún cargo de elección popular. 

Bajo ese contexto, es nuestra propuesta el que se instaure
la entrega de útiles escolares como parte de una mueva po-
lítica pública institucional y permanente que trascienda ge-
neracionalmente nuestro país como es la entrega de los li-
bros de texto gratuito, es decir, un programa en el que
establezca la entrega de un paquete escolar que este con-
formado por los libros de texto gratuito y los útiles escola-
res que se requiera el educando según el grado que esté
cursando de escolaridad. Con esta propuesta se pretende
evitar que las administraciones de los tres distintos niveles
de gobierno año con año utilicen la entrega de útiles esco-
lares sólo para fines electorales más no educativos.

Se busca que la entrega de útiles escolares de ser un pobre
programa temporal e incierto, al arbitrio de las autoridades
estatales y municipales con fines electorales, para que se
transforme en una verdadera política pública general,
transparente e incondicional con protección legal y presu-
puestal.

También pretende que la autoridad federal en coordinación
con las entidades federativas sea rectora en la elaboración,
preparación y distribución de los paquetes escolares, como
una medida para erradicar los usos electorales y del lucro
político que dan a este tipo de programas.

En ese sentido la presente reforma modifica diversos artí-
culos a la Ley General de Educación para establecer la rec-
toría de la autoridad educativa federal, para proporcionar
de manera gratuita a todos los alumnos, el paquete de úti-
les escolares, que según corresponda conforme al listado
oficial de útiles escolares que determine la secretaría para
cada nivel de educación básica, esto como parte comple-
mentaria a la elaboración y distribución de los Libros de
Texto Gratuitos.

Estamos convencidos, compañeros diputados, de que esta
iniciativa de ley mejorará la calidad educativa, y todavía
más, habrá de transformar positivamente la vida de las per-
sonas, porque la educación además de ser un derecho fun-
damental de todos los niños y de todas las niñas, es, sin du-
da, crucial para el desarrollo fructífero y productivo de
nuestro país. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 12, 19 y 75 de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Édgar Romo
García, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Édgar Romo García, diputado de la LXIII Le-
gislatura al honorable Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo establecido por el artículo 71
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los artículos 55, fracción II, 56, 62 y demás
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, 78 y demás
relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta soberanía, iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 12, 19 y 75
de la Ley General de Educación, de conformidad con la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

La educación es un derecho humano fundamental, inheren-
te a todos los niños y niñas. Es crucial para nuestro desa-
rrollo como individuos y de la sociedad, y contribuye a
sentar los cimientos para un futuro fructífero y productivo.

La educación favorece a mejorar la calidad de vida y a
erradicar el círculo vicioso de la pobreza y un sin número
más de problemas sociales que se generan a partir de éste.

A través de una educación básica de calidad, los niños y ni-
ñas adquieren el conocimiento y las aptitudes necesarios
para adoptar una mejor forma de vida y asumir un papel
fundamental en la toma de decisiones de índole social, eco-
nómica y política a medida que transitan desde la adoles-
cencia a la edad adulta.

Con base en una robusta y ambiciosa disposición constitu-
cional, en el México del siglo XX se fundaron escuelas, se
formaron maestros, se dieron muchos apoyos educativos,
se dispuso de una educación gratuita para todos, y se hizo
de la función educativa una misión de vida; lo que Octavio
Paz llamó: “un movimiento educativo que poseía un carác-
ter orgánico”.

Pero la dinámica global, impone ahora nuevas metas y re-
tos que debemos alcanzar para no estancarnos y, al contra-
rio, sí lograr una efectiva educación de calidad que permi-
ta a nuestros niños y niñas acceder a más y mejores
oportunidades de desarrollo; por ello el gobierno del presi-
dente Peña supo entender su circunstancia y planteó nue-
vos esquemas para lograr la transformación de nuestro sis-
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tema educativo, haciéndolo acorde a las demandas del si-
glo XXI.

Esos desafíos que plantean los nuevos tiempos a la educa-
ción pública, no pueden superarse sino con autoridades
conscientes de su responsabilidad y decididas a actuar; con
docentes ansiosos por desplegar conocimientos y creativi-
dad, con disposición de transformar; pero más aún, con
educandos que sientan el respaldo de su sociedad y su go-
bierno, con las herramientas necesarias que les permitan te-
ner la seguridad y confianza de que cuentan con oportuni-
dades reales para acceder al aprendizaje.

La reforma educativa ha sido el primer paso para crear una
institución educadora capaz de sintonizar las aspiraciones
de los estudiantes con las expectativas del conjunto social.

Se trató de una reforma oportuna y trascendente. Justo en
el momento en el que el conocimiento es la principal fuen-
te de crecimiento de la productividad y la riqueza.

Una reforma que estamos convencidos que mejorará la ca-
lidad educativa, y todavía más, una reforma que habrá de
transformar positivamente la vida de las personas, como lo
ha dicho el presidente Peña Nieto.

Sin embargo, consideramos que existe una asignatura pen-
diente dentro del ramo educativo que no ha terminado por
encontrar la estabilidad y permanencia, como una política
pública verdadera, institucional, para aportar todos los be-
neficios que pudiera lograr si se encontrara bien estableci-
da a partir de un marco normativo que le de esa condición,
además de una protección legal, política y presupuestal, co-
mo la que a nuestra consideración debiera tener la entrega
de los paquetes de útiles escolares.

II. Problemática

El logro de una buena enseñanza, es el resultado del efec-
to combinado de la eficiencia del sistema educativo, y de la
influencia de los elementos contextuales en los que se reci-
be la educación, como lo es el entorno social, la infraes-
tructura educativa y principalmente las herramientas de
trabajo de los estudiantes.

Es así que encontramos que el material didáctico es funda-
mental para que los alumnos tengan mejores oportunidades
de desarrollo educativo, ya que son herramientas necesa-
rias para el aprendizaje en las aulas, y es de ésta preocupa-
ción, que nace el punto medular de la iniciativa de reforma

que hoy se presenta, y la cual versa sobre una gran área de
oportunidad para que el gobierno de la República cree una
política pública institucional para la entrega de paquetes de
útiles escolares. 

Cabe resaltar, que en promedio cada familia por hijo estu-
diante, debe desembolsar, por la lista oficial de útiles esco-
lares autorizada por la Secretaría de Educación Pública,
SEP, un promedio de entre 200 y 300 pesos, sólo con cua-
dernos, lápices de colores, pegamento y material para fo-
rrar, y éstos montos se elevan de acuerdo a las marcas y
más si se incluye mochila y complementos especiales.

También hay que considerar que a éste gasto, se le adicio-
nan la compra de uniformes y zapatos, lo cual incrementa
el rubro destinado para gastos educativos, que pueden in-
cluso sobrepasar los mil pesos por menor, lo cual repre-
senta un gasto excesivo para el bolsillo de quienes ganan
el sueldo mínimo, y sobre todo, un atentado contra el
principio de la gratuidad en la educación pública de nues-
tro país.

La Constitución federal establece en su artículo 3o. el prin-
cipio de la gratuidad de la educación pública en nuestro pa-
ís, el cual ha permitido que ningún educando ni sus papás
tengan que pagar la escuela, ni las clases, ni los pupitres en
su educación, sin embargo, si durante el proceso de apren-
dizaje de los niños y niñas, las familias mexicanas conti-
núan desembolsando dinero para que éstos cuenten con las
herramientas didácticas necesarias, entonces quiere decir
que el principio de gratuidad en la educación no está sien-
do completamente efectivo.

Es por ello que planteamos la presente reforma, para que
principalmente se garantice efectivamente el principio de
gratuidad en la educación pública. Porque poco puede ha-
cerse en las escuelas, si los niños no tienen útiles escolares,
y sus padres no tienen recursos para proporcionárselos.

Sabemos que con el propósito y compromiso de contribuir
a mejorar las oportunidades educativas, los distintos nive-
les de gobierno han implementado diversos programas pú-
blicos entre los cuales podemos destacar escuelas de cali-
dad, escuelas dignas, desayunos escolares, programas de
becas, entre otras acciones gubernamentales, que buscan
aumentar el nivel educativo de la población.

En ese sentido, reconocemos que en el ánimo de ayudar a
la economía familiar, los tres niveles de gobierno crean
programas para hacer entregas de útiles escolares, pero ello



se realiza de una forma desordenada, descoordinada y sin
un enfoque social, siendo que en muchas de las ocasiones
se entregan en tiempo posterior al inicio del ciclo escolar,
cuando los padres de familia ya realizaron el gasto y de na-
da sirvieron los apoyos, porque no implicó un ahorro y be-
neficio, sino una mala aplicación del recurso público.

Además, ésta situación genera duplicidad entre los apoyos
que entregan las autoridades, ya que en la mayoría de los
casos existe un programa municipal y otro estatal, lo cual
deriva en que el mismo alumno pueda haber recibido más
de un paquete de útiles escolares, mientras que otros con
mayores necesidades económicas no hayan sido receptores
de ninguno.

También, una problemática que se presenta al no existir un
orden y organización adecuada, es que recurrentemente en
el otorgamiento de estas ayudas ni si quiera se observa el
listado oficial de útiles escolares que la Secretaría de Edu-
cación Pública determina, por cada nivel de la educación
básica, sobre los requerimientos con los que debe contar el
educando en el aula, ocasionado que un alumno de prees-
colar reciba un paquete que solo puede servirle a un alum-
no de educación secundaria, o viceversa, sin mencionar los
casos en el que se entregan paquetes incompletos.

Pero lo más grave de esta situación y que es un aspecto
fundamental que buscamos erradicar con la reforma que se
propone, es el de evitar el lucro político-electoral que cier-
tas autoridades pretenden obtener con la entrega de este ti-
po de apoyos.

Hemos sido testigos de programas en los que los gobiernos
aprovechan la entrega de útiles escolares para lograr bene-
ficios de índole partidista, al utilizar libretas, mochilas u
otros materiales con colores, emblemas y otro tipo de ele-
mentos que abiertamente se identifican con algún partido
político o con aspirantes a algún cargo de elección popular.

Lo anterior, es una situación que se debe atender y elimi-
nar, para dejar que los que deben servir, dejen de servirse
para interés propio o el de algunos cuantos, a través del uso
de recursos públicos que deben tener como único objetivo
el beneficio social y mejorar las oportunidades de todos los
niños y niñas.

III. Propuesta

Como se pudo advertir, los anteriores escenarios indican
que es momento de poner orden en la distribución de pa-

quetes de útiles escolares y que éstos sólo se realicen a tra-
vés de una sola vía, con carácter estrictamente institucional
y de acuerdo a las necesidades de los alumnos conforme a
su nivel educativo.

Bajo este contexto, es nuestra propuesta el que se instaure
la entrega de útiles escolares, como parte de una nueva po-
lítica pública institucional y permanente, que trascienda
generacionalmente en nuestro país, como es la entrega de
los libros de texto gratuito, es decir, un programa en el que
se establezca la entrega de un paquete escolar que esté con-
formado por los libros de texto gratuitos y los útiles esco-
lares que requiera el educando.

Con esta propuesta se pretende establecer como una facul-
tad exclusiva de la autoridad federal el elaborar, preparar y
distribuir los paquetes escolares, dejando a las autoridades
estatales solo como vehículos para su entrega en las aulas,
como una medida para erradicar los usos electorales y de
lucro político que dan los otros niveles de gobierno a este
tipo de programas.

En ese sentido, no podría existir mejor ejemplo para ga-
rantizar la neutralidad de esta política pública, que el de la
experiencia de los libros de texto, los cuales en el desarro-
llo de su historia, se han caracterizado por mantenerse ape-
gados a los principios de la educación y siempre represen-
tando su carácter institucional.

El histórico Programa de los Libros de Texto Gratuito, se
implantó desde 1959, por el presidente Adolfo López Ma-
teos, ante la situación de que los libros de texto eran exce-
sivamente costosos, de mala calidad e inaccesibles para la
mayor parte de las familias mexicanas. Este programa se
creó partiendo de que este era un derecho social, además de
un vehículo que facultara el diálogo y la equidad en la es-
cuela.

El presidente López Mateos dispuso la creación de la Co-
naliteg, la Comisión Nacional de Libros de Texto Gratui-
tos, la cual ha sido la responsable desde entonces de mate-
rializar la evolución de esta política pública para lograr el
mejor contenido posible de los libros de texto y cumplir
con la entrega de los mismos a todos los alumnos de edu-
cación básica.

En ese sentido, consideramos que en el proyecto de nación
del presidente Peña Nieto, cabe la propuesta de evolucio-
nar en la política educativa a través de la transformación de
la Conaliteg en un espacio en el que se genere ya no solo
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la preparación y entrega de los Libros de Texto Gratuito, si-
no la de un nuevo Paquete Escolar que los incluya a éstos
y también a los útiles escolares.

Además, es de señalarse que durante la campaña presiden-
cial del 2012, el presidente de la república, firmó como
candidato un decálogo de compromisos con la economía de
las familias mexicanas, en el cual los puntos 4 y 5 señala-
ban la entrega de los útiles escolares de forma gratuita a to-
dos los alumnos de primaria y secundaria del país, com-
promiso del que, paulatinamente, ha iniciado su
cumplimiento.

Es por ello que sabemos que nuestra propuesta encontrará
eco también en el gobierno federal para sumar voluntades
y lograr los mejores puntos de encuentro para hacer reali-
dad la política que se propone.

En relación con el impacto presupuestal que pueda repre-
sentar la consecución de esta reforma, no se advierten com-
plicaciones mayores al respecto, ya que como se ha men-
cionado, actualmente los distintos niveles de gobierno ya
realizan entregas de útiles escolares pero de forma desor-
ganizada y desordenada, por lo que la solución al reto pre-
supuestal, camina mas por el lado de lograr una reorgani-
zación y ajuste entre los recursos ya existentes, que por el
lado de destinar nuevas partidas.

IV. Contenido de la reforma

La reforma que se propone a la Ley General de Educación
es en redacción sencilla, sin embargo se estima suficiente
para sentar las bases para la creación de una nueva política
pública institucional para la entrega de paquetes de útiles
escolares.

En tal virtud, se propone modificar el artículo 12 de la Ley
General de Educación, para establecer como una facultad
exclusiva de la autoridad educativa federal el proporcionar
de forma gratuita a todos los alumnos, el paquete de útiles
escolares que corresponda, conforme al listado oficial de
útiles escolares que determine la Secretaría para cada nivel
de educación básica, esto como parte complementaria a la
elaboración de los libros de texto gratuito.

En el artículo 19 se propone dejar a las autoridades locales
sólo con la facultad de distribución de los paquetes de úti-
les escolares, de forma complementaria a los esquemas de
distribución con los que actualmente cuentan para coadyu-

var con el gobierno federal a entregar los libros de texto
gratuito.

También, en el artículo 75 se establece como una infrac-
ción, acreedora de sanción, el hecho de que quienes pres-
tan servicios educativos no distribuyan los paquetes de úti-
les escolares que la Secretaría de Educación Pública
determine para cada nivel educativo.

Por último, como normas transitorias se propone que la en-
trada en vigor de esta reforma sea para el ciclo escolar del
2017, y así el gobierno federal cuente con el tiempo sufi-
ciente para realizar los ajustes presupuestales correspon-
dientes, a fin de estar en posibilidad de dar cabal cumpli-
miento a las nuevas disposiciones.

Es por todo lo expuesto que me permito someter a consi-
deración del Congreso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforman diversas disposiciones de los artícu-
los 12, 19 y 75 de la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 12. Corresponden de manera exclusiva a la auto-
ridad educativa federal las atribuciones siguientes:

I. …

II. …

III. Elaborar y mantener actualizados los libros de tex-
to gratuitos, mediante procedimientos que permitan la
participación de los diversos sectores sociales involu-
crados en la educación, así como proporcionar de forma
gratuita a todos los alumnos, el paquete de útiles esco-
lares que corresponda, conforme al listado oficial de úti-
les escolares que determine la Secretaría para cada nivel
de educación básica;

IV. a XIV. …

Artículo 19. Será responsabilidad de las autoridades edu-
cativas locales realizar una distribución oportuna, comple-
ta, amplia y eficiente, de los libros de texto gratuitos, los
paquetes de útiles escolares y los demás materiales edu-
cativos complementarios que la Secretaría les proporcione.



Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos:

I. …

II. …

III. …

IV. No distribuir ni utilizar los libros de texto y los pa-
quetes de útiles escolares que la Secretaría autorice y
determine para la educación preescolar, primaria y se-
cundaria;

V. a XVII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de agos-
to de 2017.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá prever las partidas y
los ajustes presupuestales correspondientes, para dar cum-
plimiento a lo dispuesto por el presente decreto.

Ciudad de México, Distrito Federal, a 27 de octubre de 2015.— Dipu-
tado Édgar Romo García (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Romo García. Túrnese a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos el diputado Mar-
co Antonio Gama Basarte, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 7o., de la Ley Ge-
neral de Educación.

El diputado Marco Antonio Gama Basarte: Gracias,
diputado presidente. Hago uso de esta tribuna para presen-

tar una iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona una fracción décimo séptima al artículo 7o., de la
Ley General de Educación, a fin de promover el conoci-
miento sobre las tecnologías de información y comunica-
ción como herramienta para el desarrollo responsable de
habilidades personales y familiares y profesionales del
educando, a la luz de la siguiente

Exposición de motivos

En pleno desarrollo del siglo XXI, cada año se vislumbra
como una meta a futuro el alcanzar una sociedad del cono-
cimiento donde la inclusión de los individuos en la genera-
ción del conocimiento sea total, que las sociedades del co-
nocimiento sean fuentes de desarrollo para todos y, sobre
todo, para los países menos adelantados.

En este sentido, el desarrollo de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, las llamadas TIC juegan un pa-
pel muy importante, tanto así que hoy en día cada adelan-
to tecnológico puede leerse en primera instancia como un
progreso social.

Sin embargo, ese progreso no llega o se hace llegar a todos
los estratos sociales por igual, toda vez que existen secto-
res sociales a los cuales esos adelantos no benefician, y la
diferencia entre ellos marca evidentes desventajas en el ac-
ceso, uso y beneficios de estas nuevas tecnologías creando
una brecha digital entre quienes tienen acceso a la infor-
mación y a los que no.

Lo anterior, no solamente nos obliga a redoblar esfuerzos,
sino que nos alerta sobre la situación similar que se vive en
prácticamente toda la República, pues son 23 entidades fe-
derativas que presentan un déficit de menos del 50 por
ciento de su población con acceso a los servicios de red.

Si bien es cierto existe un largo camino para garantizar la
conectividad de la población en general, también es cierto
que los jóvenes que sí cuentan con internet, pasan cada vez
más tiempo en la red, desde tres a seis horas diarias o más,
y en muchas ocasiones no reciben la orientación necesaria
para aprovechar su tiempo en beneficio de su desarrollo
educativo.

Al respecto, es necesario tomar conciencia del papel que
hoy en día juegan las nuevas tecnologías en el desarrollo de
nuestros niños y jóvenes. Vivimos en un mundo globaliza-
do en el que se usan dispositivos que transmiten informa-
ción de forma acelerada, se consultan y comparten datos de
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manera inmediata y se encuentran disponibles para cual-
quier persona que cuente con una herramienta conectada a
la red.

Tal apertura informática debe ser incentivada a fin de abar-
car mayor conectividad y al mismo tiempo debe ser enca-
minada a la juventud como una posibilidad de desarrollo y
no como un medio simplificado de ocio. Y de esa manera
les permita un desarrollo integral y el mejor aprovecha-
miento posible de la basta información contenida en los
medios digitalizados.

La presente iniciativa recoge la necesidad de establecer
dentro de los fines educativos del Estado sus organismos
descentralizados y las instituciones de educación privada,
con autorización o con reconocimiento de validez oficial
de estudios, la promoción del conocimiento sobre el uso de
tecnologías de información y comunicación, con ello se es-
tablecen las bases para utilizar estas herramientas y habili-
dades de manera responsable, favoreciendo el desarrollo
personal de los estudiantes en su vida familiar y profesio-
nal.

Estoy convencido que el problema del analfabetismo digi-
tal no se resuelve únicamente otorgando compradoras o ta-
blets, sino que trasciende a establecer en los fines de la
educación el sentido integral de orientación a fin de que
nuestra sociedad se encuentre en posibilidad de obtener to-
dos los beneficios derivados del uso de las tecnologías in-
formáticas.

Debemos mirar de frente el panorama tecnológico que se
nos presenta con toda responsabilidad; y reforzar el eje rec-
tor que en materia educativa las autoridades han imple-
mentado para guiar el uso cotidiano de dispositivos de in-
formación, que se encuentran en las manos de nuestros
estudiantes. Garanticemos la preparación de nuestros niños
y jóvenes para los retos que se viven desde hoy.

Hablamos pues de una iniciativa que busca contribuir a for-
mar una consciencia global en los estudiantes con sentido
de responsabilidad en el uso de las tecnologías de informa-
ción y comunicación que impulse el conocimiento, la di-
versificación del acervo cultural digitalizado y promueva
su desarrollo personal y profesional. De esta manera, com-
pañeros legisladores, estamos dando un importante paso
para avanzar en la alfabetización digital de nuestro país. Es
cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Marco Antonio Gama Ba-
sarte, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Marco Antonio Gama Basarte, diputado de
la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de Acción
Nacional, con fundamento en el artículo 71, fracción II de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto decreto por el que
se adiciona una fracción XVII, al artículo 7o. de la Ley
General de Educación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En pleno desarrollo del siglo XXI, cada año se vislumbra
como una meta a futuro el alcanzar una sociedad del cono-
cimiento donde la inclusión de los individuos en la genera-
ción de conocimiento sea total, que las sociedades del co-
nocimiento sean fuentes de desarrollo para todos, y sobre
todo para los países menos adelantados.

En este sentido, el desarrollo de las Tecnologías de la In-
formación y la Comunicación (TIC) juega un papel muy
importante, tanto así que hoy en día cada adelanto tecnoló-
gico puede leerse en primera instancia como un progreso
social, sin embargo, ese progreso no llega o se hace llegar
a todos los estratos sociales por igual, toda vez que existen
sectores sociales a los cuales esos adelantos no benefician,
y la diferencia entre ellos marca evidentes desventajas en
el acceso, uso y beneficios de esas nuevas tecnologías, cre-
ando un brecha digital entre quienes tienen acceso a la in-
formación y los que no.

La brecha digital evidencia la existencia de una deficiencia
en las políticas educativas. Esta problemática es distinta de
aquella que se refería a la incapacidad de las personas para
leer y escribir. Hoy, la comunicación no sólo fluye a través
del lenguaje escrito, por lo que el concepto de alfabetiza-
ción se ha modificado notablemente, aun cuando muchas
personas pueden leer y escribir sin mayores dificultades,
resulta que esas habilidades ya no son suficientes para ac-
ceder a la red y darle un buen uso.

Es así, que México tiene una ausencia de políticas públicas
apropiadas en los terrenos de la educación, la ciencia y en
materia de digitalización; por lo tanto, es imperante des-



arrollar de manera responsable el uso de la información
que circula por la red; su intención es potenciar el desarro-
llo académico, familiar, cívico, profesional y personal de
cada individuo. El Sistema Educativo tiene el compromiso
de integrar en sus programas la formación sobre las herra-
mientas que puedan mejorar las habilidades de los educan-
dos, en el caso de las TIC es necesario, ya que tienen el po-
tencial de modificar las condiciones psicológicas y las
formas de comunicación interpersonal, los medios para lo-
grar objetivos de placer o displacer, incluso mediante la al-
teración de los rasgos que conforman la identidad del indi-
viduo.

Las niñas, niños y adolescentes son especialmente vulnera-
bles a las herramientas digitales, ya que corren el riesgo de
acceder a contenidos inapropiados o contactar con desco-
nocidos a través de internet y las redes sociales. Es por eso
que los docentes y padres de familia deben seguir las pau-
tas necesarias que orienten su buen uso, ya que poco a po-
co, son ellos los que deben ejercer ese autocontrol, tanto
con el uso y el tiempo en internet, como en otras facetas de
su vida. Asimismo, resulta preponderante infundir en los
educandos valores morales y éticos en el uso de las herra-
mientas digitales, orientándolos para que busquen en la red
los mejores fines y aprovechen el tiempo que le dedican a
internet.

En este sentido, la Asociación Mexicana de Internet
(Amipci) en su estudio correspondiente al año 2015, con-
cluyeron que los cibernautas mexicanos se conectan un
promedio de 6 horas y 11 minutos al día a internet, es de-
cir, 24 minutos más que en 2014; además se conectan
usualmente desde el hogar, seguido de trabajo. Las compu-
tadoras portátiles (68 por ciento), teléfonos inteligentes (58
por ciento) y tabletas (31 por ciento) son los dispositivos
con los que más se conectan a internet; finalmente infor-
maron que quienes se conectan del hogar tienen 24 años o
más, mientras que del trabajo se conecta más hombres de
19 años o más.1

Teniendo en cuenta lo anterior, podemos destacar que cada
usuario se convierte en productor, transmisor y receptor de
información. Esta posibilidad tecnológica permite una ma-
yor libertad de la sociedad en la construcción comunicati-
va, tanto en el contexto de las libertades informativas, co-
mo en el desarrollo de su propia identidad.

Por lo tanto es importante llevar las cifras actuales del
comportamiento de la sociedad sobre las tecnologías de in-
formación y empatarla con nuestros ordenamientos jurídi-

cos actuales para educar a nuestros jóvenes sobre el uso y
responsabilidad alrededor de estas herramientas digitales.

En este sentido, y haciendo evidente la preocupación por
mi estado, de acuerdo al Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi) en su estudio de Acceso a Tecnologías de
Información 20132, San Luis Potosí se encuentra posicio-
nado entre los estados donde aún existe mucho desinterés
por parte de la ciudadanía, poco uso de estas tecnologías y
falta de la promoción suficiente, alejando a las niñas y ni-
ños potosinos de la brecha digital (Figura 1), cuestión que
resulta altamente alarmante en virtud de que en un futuro
cercano, el uso de las tecnologías de información podría
convertirse en una nueva forma de exclusión social, al tra-
tarse de un rezago en el acceso y aprovechamiento de in-
ternet como medio de crecimiento económico y cultural.

Figura 1

Es así, que el acceso a las nuevas tecnologías de informa-
ción y comunicaciones, refiere la posibilidad de que los
ciudadanos tengan diferentes opciones para obtener infor-
mación, éstas pueden ser nacionales e internacionales y
ciudadanos mejor informados serán capaces de ser más
exigentes y con una conciencia más crítica.

Por lo anterior, resulta necesario tener la suficiente visión
y la voluntad social y política para crear una sociedad don-
de todos los mexicanos niños, jóvenes y adultos posean
una cultura emprendedora de desarrollo de diferentes as-
pectos para el beneficio de la nación potencializado por las
TIC, donde las próximas generaciones se habitúen a utili-
zar estos medios como parte de una herramienta profesio-
nal, personal e incluso como una plataforma cívica, es por
eso que la educación temprana debe ser una prioridad para
el Sistema Educativo.
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Estamos en un momento donde los niños de las presentes
generaciones poseen influencia en las tendencias de consu-
mo, ya que pasan desde tres hasta seis horas o más con di-
ferentes herramientas tecnológicas que tienen acceso a in-
ternet y que a su vez son capaces de consumir otra
información de diversos temas. Aunque debido a su falta
de orientación desperdician su tiempo, cuando lo idóneo
sería que el sistema educativo los formara para que le den
un uso óptimo a las herramientas que tiene a su alcance.

Otro aspecto a destacar, es que el uso de redes sociales y
foros de discusión en internet se han convertido en una he-
rramienta para opinar y debatir sobre temas sociales, go-
bierno y los asuntos políticos, mismos que han crecido en
México en los últimos años, según muestra el estudio del
World Internet Project 2013, 45 por ciento de los mexica-
nos considera que por medio de internet las autoridades sa-
brán lo que la gente piensa sobre la vida pública y confor-
me aumenta la migración a las herramientas digitales, la
influencia de las redes sociales en el ámbito político tam-
bién crece.3

Resolver el analfabetismo digital requiere de cambios sus-
tanciales en el sistema educativo del país y no se resuelve
con la simple instalación de computadoras con conexiones
a internet en las escuelas. La población mexicana cierta-
mente consume tecnologías de la información y comunica-
ción, pero no siempre por necesidades profesionales o edu-
cativas, hacer que en las escuelas orienten eficazmente en
torno a las herramientas digitales, detonará el crecimiento
personal y de todos como nación.

Por tal motivo, es que la presente iniciativa tiene como ob-
jeto establecer como un fin de la educación que imparta el
estado, sus organismos descentralizados y los particulares
con autorización o con reconocimiento de validez oficial
de estudios el infundir y promover el conocimiento sobre
las tecnologías de información y comunicación, como he-
rramienta para desarrollar responsablemente habilidades a
favor del desarrollo personal, familiar y profesional.

Por lo anteriormente expuesto, y por el digno conducto de
usted presidente, someto a la consideración de la honorable
Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona una fracción XVII, al ar-
tículo 7o. de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se adiciona la fracción XVII al artículo 7o.
de la Ley General de Educación, para quedar como sigue:

“Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con autori-

zación o con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios tendrá, además de los fines establecidos en el segun-
do párrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a XVI. …

XVII. Infundir y promover el conocimiento sobre las
tecnologías de información y comunicación, como
herramienta para desarrollar responsablemente ha-
bilidades a favor del desarrollo personal, familiar y
profesional.”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Consultado en septiembre 2015. http://marketing4ecommerce.mx/
presentan-estudio-uso-internet-mexico-2015/

2. Consultado en septiembre 2015. 

http://www.inegi.org.mx/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/pro-
ductos/metodologias/MODUTIH/MODUTIH2013/MODUTIH2013.p
df

3. Consultado en septiembre 2015. http://www.wip.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Marco Antonio Gama Basarte, Mayra Angélica Enríquez Van-
derkam (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Educa-
ción, para dictamen.



CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos el diputado Jeró-
nimo Alejandro Ojeda Anguiano, del Grupo Parlamentario
del PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 122 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano: Con
su venia, presidente. Diputadas, diputados, la iniciativa que
someto a su consideración consiste en eliminar la práctica
del veto de bolsillo que existe en el marco normativo en el
Distrito Federal. Proponemos un plazo fatal para que el je-
fe de gobierno publique la ley o decreto, de no ser así se re-
putará aprobado.

El proyecto no devuelto con observaciones a la Asamblea
Legislativa del DF, y esta ordenará su promulgación. Se re-
putará aprobado por el jefe de gobierno todo proyecto no
devuelto con las observaciones a la Asamblea Legislativa
dentro de los 30 días siguientes a su recepción.

Vencido este plazo, el jefe de gobierno dispondrá de 10 dí-
as para publicar la ley. Transcurrido este segundo plazo la
ley o decreto será considerada promulgado y el presidente
de la Asamblea Legislativa ordenará dentro de los 10 días
naturales siguientes su publicación en la Gaceta del Distri-
to Federal, sin que requiera refrendo.

La iniciativa tiene como fin erradicar prácticas que han ge-
nerado fraudes a la ley. A la fecha el gobierno del Distrito
Federal tiene definidas sin publicarse 77 leyes aprobadas
por la Asamblea Legislativa. También se contempla un me-
canismo que asegure la aplicación de la ley para los casos
en que los secretarios de despacho sean omisos en cumplir
con sus obligaciones de expedir el reglamento.

En el proyecto se remarca la obligación del jefe de Gobier-
no a publicar y ejecutar las leyes que emita la Asamblea
Legislativa, así como el reglamento respectivo. También se
enfatiza que de no cumplir con la emisión puntual del re-
glamento la Asamblea Legislativa determinará la aplica-
ción provisional de la ley. Ello para evitar que los secreta-
rios de despacho apliquen lo que denominamos veto de los
secretarios.

En particular me refiero a un caso que considero verdade-
ramente lamentable y preocupante, como es el veto que el

secretario de Protección Civil del Distrito Federal impuso
a la nueva Ley del Sistema de Protección Civil. A pesar de
que ya fue publicada esa ley no se ha elaborado el regla-
mento.

Por lo anterior expuesto y motivado, someto a la conside-
ración del pleno de esta Cámara de Diputados iniciativa pa-
ra reformar el artículo 122, Apartado C, Base Segunda,
fracción II, inciso b), de la Constitución política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. Es cuanto, diputado.

«Iniciativa que reforma el artículo 122 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, del Grupo
Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema y argumentos que la sus-
tentan

La teoría tripartita del poder establece que todo Estado de-
be de asegurar la libertad de los hombres, como base de un
sistema que cumpla con las leyes dictadas, en las que la li-
bertad consista en poder hacer lo que se quiere y en no es-
tar obligado hacer lo que no se quiere, es decir, las leyes so-
lo prohíben determinados actos.

Pero lo anterior, solo es posible en los Estados en que la li-
bertad política es determinante, y no se abusa del poder y
los documentos fundamentales aseguran que un poder pue-
da frenar a otro poder.

El propio Montesquieu, acepta que dicha teoría es modifi-
cable, y no es absoluta, expresándose así: “Me gustaría in-
vestigar cómo se distribuyen los tres poderes en los Go-
biernos moderados que conocemos y calcular, según eso,
los grados de libertad de que cada uno puede disfrutar. Pe-
ro no siempre hay que agotar el tema de manera que no
quede nada por hacer al lector. No se trata de hacer leer, si-
no de hacer pensar.”

Tal teoría fue atacada y tachada de irracional y poco cien-
tífica, pues no puede explicarse la separación en el ejerci-
cio de los diversos atributos de la soberanía, ya que los po-
deres son rodajes de un mismo mecanismo, en virtud de
que su fragmentación provocaría una parálisis desastrosa.

Como en toda ciencia del derecho, las doctrinas y teorías
deben evolucionar en torno a las necesidades sociales,
Hans Kelsen en su libro “Teoría General del Derecho y del
Estado”, se refirió a la división de poderes como una dis-
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tribución de competencias, que más que separar los pode-
res, evita que se concentre el poder en uno solo, esto es, se
debe visualizar desde un plano protector de derechos y pre-
visor de abuso del poder, pero sin caer en el extremo de
considerarla inamovible, ya que si se persiste en tal con-
ceptualización, la misma distribución de competencias se
convertiría en una fuente generadora del abuso de poder.

Sobre la distribución de competencias, Hans Kelsen se ex-
presó así: 

“La legalidad de la ejecución no solo debe ser asegu-
rada por la separación de los poderes, sino que in-
cluso es una consecuencia de esta”.

Adicionalmente, el jurista J. Jesús Orozco Enrique afirma:
“Así pues, lo que en realidad significa la así llamada “di-
visión de poderes” no es más que el reconocimiento de
que, por una parte, el Estado tiene que cumplir determina-
das funciones –el problema técnico de la división del tra-
bajo – y que, por otra, los destinatarios del poder salen be-
neficiados si estas divisiones son realizadas por diferentes
órganos: la libertad es el telos ideológico de la teoría de la
“división de poderes”.”

En esta tesitura, cada Estado Soberano en la esfera de su
competencia, hace la distinción y la colaboración de los
poderes que lo componen. En el caso de México, nuestro
sistema de gobierno “Presidencialista”, se caracteriza por
establecer una igualdad y un equilibrio más perfecto entre
los Poderes de la Unión, es decir, que ningún Poder se en-
cuentra subordinado a otro.

Nuestro artículo 49 constitucional vigente, en su primer pá-
rrafo, establece: “El Supremo Poder de la Federación se
divide, para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judi-
cial”.

La división de poderes, es uno de los tantos principios pro-
pios de una República democrática como es la nuestra, su
importancia es tanta, que se conceptualiza como piedra an-
gular que funda la doctrina filosófica de nuestra Constitu-
ción Política.

Haciendo una revisión de nuestra Carta fundamental, se
puede apreciar que sus disposiciones concretas simple-
mente señalan las atribuciones designadas a cada una de las
ramas en que se distribuye el poder público, articulándolas
y distinguiéndolas concretamente; pretende que no haya
invasión de atribuciones reconocidas a un poder público

ajeno al pueblo. Pero igualmente señala en ocasiones, si-
tuaciones político-jurídicas en las cuales, simultánea o se-
cuencialmente dos poderes pueden y deben intervenir, y en
ocasiones hasta los tres poderes, con lo cual refuerza la
aseveración relativa a que estamos en presencia de un fe-
nómeno de colaboración entre poderes y no de división.

Lo anterior, se reafirma con lo establecido por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación bajo este criterio establecido
desde la Quinta Época: Registro 28,2427, Tesis Aislada,
Instancia Pleno, Fuente Semanario Judicial de la Federa-
ción XIX, Materia Administrativa, Página 97:

“División de poderes

”El principio de división de poderes no es absoluto y tie-
ne numerosas excepciones, pues no siempre el Legisla-
tivo legisla, ni el Ejecutivo ejecuta, ni el Judicial juzga,
sino que, cada uno de ellos, en su carácter de poderes
emanados de la voluntad popular, ejecuta, autorizado
por la Constitución, actos que corresponden a los otros;
así, las autoridades agrarias y obreras que tienen facul-
tades para decidir controversias entre los particulares, y,
al atribuírselas la Constitución, estableció nuevas ex-
cepciones al principio de la división de poderes y dio ca-
racteres judiciales innegables a los procedimientos ad-
ministrativos agrario y obrero; consecuentemente, sus
resoluciones tienen el carácter de irrevocables, pues de
lo contrario, carecerían de la responsabilidad necesaria;
y más sana teoría del derecho administrativo, extiende
tal carácter de irrevocabilidad, hasta las resoluciones
administrativas de carácter judicial, cuando por la revo-
cación de ellas se afecten intereses de tercero.”

Resulta evidente que nuestra constitución ha sufrido diver-
sas modificaciones a lo largo de su historia, el Poder Judi-
cial no ha sido ajeno a tal fenómeno, precisamente la bús-
queda histórica de distribución del poder en beneficio del
particular ha llevado  a nuestro máximo Tribunal a circular
por diversas formas de estructuración jurídico-políticas.

Es por ello, qué, con el fin de erradicar prácticas que gene-
ran fraudes a la ley, se propone eliminar el conocido “veto
de bolsillo” que actualmente se encuentra implícito en la
deficiente legislación del artículo materia de reforma y que
establece las bases organizativas para el gobierno en el
Distrito Federal.

También se propone un mecanismo que asegure la aplica-
ción de la ley, para los casos en que los Secretarios de des-



pacho sean omisos en cumplir con su obligación reglamen-
taria.

Fundamento legal 

Por lo anteriormente expuesto y motivado, el suscrito,
diputado Alejandro Ojeda Anguiano, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
de la LXIII Legislatura, en ejercicio de la facultad que me
otorgan por el artículo 71 fracción II de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa como proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 122, Apartado
C, Base Segunda, fracción II, inciso b), de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de veto de bolsillo

Artículo Único. Se reforma el artículo 122, Apartado C,
Base Segunda, fracción II, inciso B), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

Base Segunda. Respecto al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal:

I. Ejercerá su encargo, que durará seis años, a partir del
día 5 de diciembre del año de la elección, la cual se lle-
vará a cabo conforme a lo que establezca la legislación
electoral.

Para ser Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberán
reunirse los requisitos que establezca el Estatuto de Go-
bierno, entre los que deberán estar: ser ciudadano mexi-
cano por nacimiento en pleno goce de sus derechos con
una residencia efectiva de tres años inmediatamente an-
teriores al día de la elección si es originario del Distrito
Federal o de cinco años ininterrumpidos para los naci-
dos en otra entidad; tener cuando menos treinta años
cumplidos al día de la elección, y no haber desempeña-
do anteriormente el cargo de Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal con cualquier carácter. La residencia no se
interrumpe por el desempeño de cargos públicos de la
Federación en otro ámbito territorial.

Para el caso de remoción del Jefe de Gobierno del Dis-
trito Federal, el Senado nombrará, a propuesta del Pre-

sidente de la República, un sustituto que concluya el
mandato. En caso de falta temporal, quedará encargado
del despacho el servidor público que disponga el Esta-
tuto de Gobierno. En caso de falta absoluta, por renun-
cia o cualquier otra causa, la Asamblea Legislativa de-
signará a un sustituto que termine el encargo. La
renuncia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal sólo
podrá aceptarse por causas graves. Las licencias al car-
go se regularán en el propio Estatuto.

II. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal tendrá las fa-
cultades y obligaciones siguientes:

a) Cumplir y ejecutar las leyes relativas al Distrito
Federal que expida el Congreso de la Unión, en la
esfera de competencia del órgano ejecutivo a su car-
go o de sus dependencias;

b) Promulgar, publicar y ejecutar las leyes que expi-
da la Asamblea Legislativa, proveyendo en la esfera
administrativa a su exacta observancia, mediante la
expedición de reglamentos, decretos y acuerdos, si
no se cumple con la obligación de expedir el re-
glamento en el tiempo señalado por los artículos
transitorios, la Asamblea Legislativa determina-
ra la aplicación de la ley. 

Se reputará aprobado por el Jefe de Gobierno to-
do proyecto no devuelto con observaciones a la
Asamblea Legislativa dentro de los treinta días
naturales siguientes a su recepción; vencido este
plazo el Jefe de Gobierno dispondrá de diez días
naturales para promulgar y publicar la ley o de-
creto. Transcurrido este segundo plazo, la ley o
decreto será considerado promulgado y el Presi-
dente de la Asamblea Legislativa ordenará den-
tro de los diez días naturales siguientes su publi-
cación en la Gaceta del Distrito Federal, sin que
se requiera refrendo. Los plazos a que se refiere
esta fracción no se interrumpirán si la Asamblea
Legislativa cierra o suspende sus sesiones, en cu-
yo caso la devolución deberá hacerse a la Diputa-
ción Permanente. 

c) Presentar iniciativas de leyes o decretos ante la
Asamblea Legislativa;

d) Nombrar y remover libremente a los servidores
públicos dependientes del órgano ejecutivo local,
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cuya designación o destitución no estén previstas de
manera distinta por esta Constitución o las leyes co-
rrespondientes;

e) Ejercer las funciones de dirección de los servicios
de seguridad pública de conformidad con el Estatu-
to de Gobierno; y

f) Las demás que le confiera esta Constitución, el
Estatuto de Gobierno y las leyes.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación, en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Ojeda Anguiano. Túrnese a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, para dictamen. 

Sonido en la curul de la compañera diputada, por favor.
Adelante diputada Cecilia Soto.

La diputada Cecilia Guadalupe Soto González (desde la
curul): Diputado presidente, pediría que se ampliara el tur-
no para que fuera turnada a la Comisión del Distrito Fede-
ral, para opinión.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Se obsequia la petición. Túrnese a la Comisión del Distri-
to Federal, para opinión.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado An-
drés Fernández del Valle, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 50 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México.

El diputado Andrés Fernández del Valle Laisequilla:
Con la venia de la Presidencia. Compañeras y compañeros
diputados, los fumadores pasivos son aquellas personas
que sin ser fumadoras están expuestas con frecuencia al ai-
re contaminado por el humo de tabaco. Este se desprende
del cigarrillo y por el humo que expulsa el fumador des-
pués de fumar y es incluso más dañino que el humo que in-
hala el mismo fumador, ya que contiene mayores concen-
traciones de químicos perjudiciales.

Desde hace más de 50 años se sabe que el tabaquismo es
perjudicial para el fumador, pero recién hace 25 se comen-
zó a alertar sobre el riesgo que implica el humo ambiental
de tabaco para los no fumadores. Lo anterior, gracias al
avance de la ciencia y de diversos estudios en la materia
hoy en día se sabe que los fumadores pasivos presentan al-
teraciones respiratorias, cardiacas e incluso cáncer de pul-
món.

Los niños son especialmente vulnerables a los efectos del
tabaco yes que unos 700 millones de niños, es decir, casi la
mitad de los niños del mundo, respiran aire contaminado
por el humo de tabaco. Más de un 40 por ciento de niños
tienen al menos un progenitor fumador y en 2004 los niños
representaron el 28 por ciento de las defunciones atribui-
bles al humo de tabaco ajeno.

Las cifras vertidas con anterioridad son preocupantes, pero
existe un agravante, los niños no pueden elegir. En este
contexto, debemos evitar a toda costa que fumen cerca de
ellos, ya que el humo ambiental de tabaco constituye un
riesgo significativo para la salud de los niños pequeños.

Lo anterior, debido a que en los niños menores de dos años
el aparato respiratorio y el sistema inmunológico se en-
cuentran en proceso de maduración, por lo que su organis-
mo es incapaz de atenuar, aunque sea parcialmente los da-
ños de los agentes tóxicos presentes en el humo de tabaco.

En los niños mayores de dos años, las principales enferme-
dades causadas por el humo del tabaco son la bronquitis,
otitis, asma y afectaciones en el desarrollo cognitivo.

Aunado a lo anterior y según las conclusiones de un estu-
dio realizado por la Universidad de Newcastle, en donde
fumadores voluntarios fueron sometidos a viajes de 20 mi-
nutos para determinar la cantidad de químicos nocivos que
un niño puede respirar en un automóvil, y se verificó que
la exposición a los tóxicos del humo de tabaco es 100 ve-



ces mayor a la recomendada, a pesar de tener las ventanas
abajo.

Por lo tanto, la prohibición de fumar en un auto, en movi-
miento, cuando se encuentran menores de edad en su inte-
rior, es vista como un paso vanguardista hacia la inhibición
del consumo del tabaco.

La propia Organización Mundial de la Salud recomienda a
sus estados miembros que sigan el ejemplo y proteja a los
niños contra el humo del tabaco en los vehículos, que pue-
de ser hasta 11 veces más nocivos que los de un bar.

A la vista de lo anterior, insistimos, que la mejor manera de
proteger a los infantes del humo del tabaco es dejar de fu-
mar, ya que de esta manera protegemos a nuestros seres
queridos y nos protegemos a nosotros mismos. Pero si es
imposible hacerlo, evitemos fumar en presencia de niños, y
si tenemos hijos y somos fumadores debemos convertir
nuestra casa y nuestro coche en espacios sin humo.

Por lo anteriormente expuesto, el Partido Verde, buscando
siempre el bienestar de nuestra niñez, proponemos la pre-
sente iniciativa que adiciona la fracción XIX al artículo 50
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes.

Con esta adición se propone que las autoridades federales
de las entidades federativas, municipales y de las demarca-
ciones territoriales del Distrito Federal, en el ámbito de sus
respectivas competencias, establezcan medidas tendentes a
procurar que las niñas, niños y adolescentes no sean ex-
puestos, bajo ninguna circunstancia, a ambientes con humo
de tabaco. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 50 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, suscrita por
integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, de la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona una fracción XIX al artículo 50 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los fumadores pasivos son las personas que no fuman pe-
ro que respiran el humo de tabaco ajeno, humo de segunda
mano o humo de tabaco ambiental, de manera que están
expuestos a los componentes químicos presentes en el hu-
mo del tabaco. El aire contaminado por causa del tabaco
está compuesto tanto por el humo que se desprende del ci-
garrillo, como por el que expulsa el fumador después de as-
pirar, el cual incluso es más dañino que el humo inhalado
directamente por el fumador, ya que contiene mayores con-
centraciones de químicos perjudiciales.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), el humo del tabaco contiene 4000 productos quí-
micos, de los cuales 250 son nocivos para la salud y 50 son
cancerígenos. Desde hace más de 50 años se conocen los
efectos perjudiciales que produce el tabaquismo; sin em-
bargo, gracias a diversos estudios al respecto, apenas hace
25 años se comenzó a alertar públicamente sobre el riesgo
que implica el humo ambiental de tabaco para los no fu-
madores.

A nivel internacional, la OMS encabezó la respuesta global
a la epidemia del tabaquismo, con el fin de proteger el de-
recho a la salud. En este sentido, en el año 2003 promovió
la firma del primer tratado en materia de salud: el Conve-
nio Marco de la OMS para el Control del Tabaco, el cual
entró en vigor hasta 2005, siendo firmado y ratificado por
180 estados, entre los cuales se encuentra México.

En este instrumento la OMS señala que el control del taba-
co se debe llevar a cabo mediante diferentes estrategias, a
saber: reducción de la oferta, la demanda y los daños con
el objetivo de mejorar la salud de la población eliminando
y reduciendo tanto el consumo, como la exposición al hu-
mo de tabaco.

Las partes firmantes de este convenio reconocen que la ex-
posición al humo del tabaco es causa de mortalidad, mor-
bilidad y discapacidad; por tanto, a través del mismo se pi-
de a las partes que adopten las medidas legislativas,
ejecutivas y administrativas para proteger la salud pública
a través de eliminar la exposición al humo del tabaco.

La población infantil es particularmente vulnerable al hu-
mo producido por la quema de tabaco. Los recién nacidos,
lactantes y niños menores de dos años aún no tienen com-
pletamente desarrollado el aparato respiratorio ni el siste-
ma inmunológico, ya que ambos se encuentran en proceso
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de maduración; por estas razones, su organismo es incapaz
de atenuar, aunque sea parcialmente, los daños de los agen-
tes tóxicos presentes en el humo del tabaco. En este tenor,
el Convenio de la OMS reconoce que existen claras prue-
bas científicas de que la exposición prenatal al humo de ta-
baco genera condiciones adversas para la salud y el desa-
rrollo del niño.

Actualmente, cerca de 700 millones de niños alrededor del
mundo respiran aire contaminado; además, 31 por ciento
de las muertes atribuibles al tabaquismo corresponden a la
población infantil. La exposición de los infantes al humo
del tabaco presenta diferentes afectaciones para su salud,
tales como: alto riesgo de desarrollar infecciones pulmona-
res como bronquitis y neumonía, asimismo favorece el de-
sarrollo de asma, incremento en el riesgo de morir por cau-
sa del Síndrome de Muerte de Cuna y de generar
problemas cardiovasculares y cáncer.

En adición a lo expuesto, los problemas que causa el humo
ambiental del tabaco durante la infancia no son sólo mo-
mentáneos, sino que tienen consecuencias permanentes. La
exposición al humo del tabaco durante la infancia incre-
menta el número de infecciones de oído y el tiempo de cu-
ración, puede incrementar en 20 por ciento la frecuencia de
crisis de ataques asmáticos, y los hijos de padres fumado-
res o niños expuestos al tabaco por largos periodos tienen
un mayor número de ingresos hospitalarios durante su pri-
mer año de vida, así como el doble de probabilidades de
padecer un infarto en la etapa adulta.

Con base en lo anterior, no debemos permitir que los niños
se conviertan en fumadores pasivos. Por tanto, la única
protección eficaz la constituyen los entornos totalmente
exentos de humo de tabaco, más no aquéllos que sólo im-
pliquen una separación física de espacios destinados para
el consumo de tabaco, pues esto no elimina por completo
la exposición al aire contaminado.

Cuando se fuma en un ambiente cerrado, las sustancias del
humo ambiental de tabaco quedan en suspensión y perma-
necen en el ambiente incluso días o semanas. La ventila-
ción por medio de puertas y ventanas abiertas no es sufi-
ciente, el humo y el olor se van pero las sustancias quedan
suspendidas y se adhieren a cortinas, muebles, alfombras,
la ropa y el cabello.

Por lo anteriormente expuesto, y con base en los principios
del Partido Verde Ecologista de México, buscamos el bien-
estar de nuestra niñez a través de garantizar su derecho a la

salud. De tal modo, proponemos la presente iniciativa que
adiciona una fracción XIX al artículo 50 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Al efecto, se pone a consideración de esta honorable asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XIX al ar-
tículo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIX al artículo
50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como a continuación se presen-
ta:

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a re-
cibir la prestación de servicios de atención médica gratuita
y de calidad de conformidad con la legislación aplicable,
con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las au-
toridades federales, de las entidades federativas, municipa-
les y de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal,
en el ámbito de sus respectivas competencias, en relación
con los derechos de niñas, niños y adolescentes, se coordi-
narán a fin de:

I. a XVIII. 

XIX. Establecer medidas tendientes a procurar que
las niñas, niños y adolescentes no sean expuestos ba-
jo ninguna circunstancia a ambientes con humo de
tabaco.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Andrés Fernández del Valle, Adriana Sarur Torre, Alex
Le Barón González, Alfredo Miguel Herrera Deras, Alma Lucía Arza-
luz Alonso, Arturo Álvarez Angli, Cándido Ochoa Rojas, Cesáreo Jor-
ge Márquez Alvarado, Cirilo Vázquez Parissi, Claudia Villanueva
Huerta, Daniela de los Santos Torres, Diego Valente Valera Fuentes,
Emilio Enrique Salazar Farías, Evelyng Soraya Flores Carranza, J.
Apolinar Casillas Gutiérrez, Javier Octavio Herrera Borunda, Jesús
Antonio López Rodríguez, Jesús Gerardo Izquierdo Rojas, Jesús Ses-
ma Suárez, Jorge Álvarez López, Jorgina Gaxiola Lezama, José Anto-



nio Arévalo González, José Refugio Sandoval Rodríguez, Juan Anto-
nio Meléndez Ortega, Juan Manuel Celis Aguirre, Laisequilla Andrés
Fernández del Valle, Leonardo Rafael Guirao Aguilar, María Ávila
Serna, Miguel Ángel Sedas Castro, Quirino Ordaz Coppel, Ramón Ba-
ñales Arambula, Rosa Alicia Álvarez Piñones, Sara Paola Gálico Félix
Díaz, Sasil Dora Luz de León Villard, Sharon María Cuenca Ayala (rú-
bricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Fernández del Valle. Túrnese a la
Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos el diputado Virgi-
lio Dante Caballero Pedraza, del Grupo Parlamentario de
Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 2o. y 9o. de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado.

El diputado Virgilio Dante Caballero Pedraza: Gracias,
presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputados,
como todos ustedes saben, los lectores de este país y la co-
munidad cultural, se han opuesto siempre a que los libros
sean gravados por un impuesto, en particular el IVA. Los
gobiernos han acatado esta exigencia ciudadana.

La presente iniciativa no plantea una carga fiscal a la ven-
ta de libros ni una reducción de pago de impuestos, sino
que se otorgue la facilidad de transferir un impuesto como
desde sus orígenes se había planteado.

Desde que se publicó el decreto de la Ley de Impuesto al
Valor Agregado el 29 de diciembre de 1978, se señalaron
aquellos bienes por los que no se pagaría el impuesto en su
enajenación, en donde se incluyeron los libros, periódicos
y revistas.

La reforma a la ley del 30 de diciembre de 1980 adiciona un
artículo 2-A, señalando que se aplicará una tasa de cero por
ciento a la realización de algunos actos o de algunas activi-
dades, las cuales son básicamente para la enajenación de ali-
mentos animales y usos diversos de maquinaria agrícola.

Esta reforma cobra gran relevancia y se convierte en un es-
tímulo fiscal porque en el último párrafo establece que “los

actos o actividades a los que se les aplica la tasa del cero
por ciento producirán los mismos efectos legales que aque-
llos por los que se deba pagar el impuesto conforme a esta
ley”.

Ello implica que para efectos fiscales el impuesto al valor
agregado de actividades relacionadas con los descritos en
el nuevo artículo puede ser trasladado, lo cual no sucede en
el caso de los bienes que no causan IVA, en donde estaban
considerados los libros, los periódicos y las revistas.

En marzo de 2002 la diputada Miroslava García planteó la
dramática situación que enfrentaba la industria editorial, y
en su exposición de motivos aludió las palabras del escri-
tor y periodista Vicente Leñero cuando recibió el Premio
Nacional de Ciencias y Artes. Dijo Vicente “la cultura per-
tenece al lenguaje de la identidad, a la gramática de la exal-
tación de la vida, es tan básica y tan alimenticia como nues-
tra tortilla y nuestros frijoles. Tan indispensable como el
agua y la vivienda. Tan gratificante como el amor”.

Esta argumentación fue una de las bases más sólidas para
que la iniciativa que reformó el artículo 2-A, se incluyera a
los libros dentro de los bienes señalados para ser gravado
con tasa cero.

La iniciativa fue votada a favor y se estableció así un estí-
mulo fiscal para una parte de la cadena productiva del libro
de manera que las cosas no sucedieron como se planteaba
en la iniciativa original. Ella decía que se gravarían con ta-
sa cero libros, periódicos y revistas, pero en el dictamen se
especificó libros, periódicos y revistas que editen los pro-
pios contribuyentes.

No cabe duda que el estímulo fiscal ha sido muy positivo,
porque ha favorecido la producción de libros, ya que al es-
tablecer la tasa cero en la edición, permite que los produc-
tores de libros, o sea los editores, transfieran el IVA para
deducir gastos, cosa que no podrían hacer si el proceso de
edición de libros fuera exenta del impuesto.

El problema es que esta situación es inequitativa y no ha
repercutido en toda la cadena productiva del libro, tal co-
mo se pretendía, o sea que el beneficio favoreciera a toda
la cadena en su conjunto, porque la entonces Comisión de
Hacienda solo contempló la producción y dejó fuera del es-
tímulo fiscal a la distribución y venta en librerías.

La propuesta que estoy haciendo en la presente iniciativa,
no provoca merma en la captación fiscal, ni produce un im-
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pacto al consumidor, ya que el impuesto al valor agregado
se transfiere.

Actualmente los libreros tienen que absorber el IVA en su
totalidad, ya que la venta de libros está exenta del impues-
to, de manera que no pueden transferir el impuesto genera-
do por otros gastos que generen impuesto al valor agrega-
do.

En conclusión, la iniciativa que presento no solo beneficia
a los libreros, sino que promueve la generación de emple-
os y además cumple con los principios de Morena: Crear
condiciones de equidad en la población. En este caso, en
toda la cadena productiva del libro. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 9o. de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Virgilio
Dante Caballero Pedraza, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena

El que suscribe, diputado federal Virgilio Dante Caballero
Pedraza, integrante del Grupo Parlamentario de Morena de
la LXIII Legislatura, en ejercicio de la facultad que me
otorgan los artículos 71 y 73, fracción X, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I, 77, numeral 1, y 78, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el inciso i) de la fracción I del artículo 2-A y la fracción
III del artículo 9, ambos de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, al tenor de la siguiente 

Exposición de motivos

El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas emitió la Declaración
Universal de los Derechos Humanos, adoptada por Méxi-
co, establece entre otras cosas:

Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educa-
ción debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la
instrucción elemental y fundamental. La instrucción ele-
mental será obligatoria. La instrucción técnica y profe-
sional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios
superiores será igual para todos, en función de los méri-
tos respectivos.

El artículo 27 de la misma Declaración señala que:

Artículo 27

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente
en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes
y a participar en el progreso científico y en los benefi-
cios que de él resulten.

Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos señala: 

Artículo 1o.

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

Artículo 3o….

…

El Estado garantizará la calidad en la educación obliga-
toria de manera que los materiales y métodos educati-
vos, la organización escolar, la infraestructura educativa
y la idoneidad de los docentes y los directivos garanti-
cen el máximo logro de aprendizaje de los educandos.

I a IV…

V. Además de impartir la educación preescolar, prima-
ria, secundaria y media superior, señaladas en el primer
párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos
y modalidades educativos incluyendo la educación ini-
cial y a la educación superior–necesarios para el desa-
rrollo de la nación, apoyará la investigación científica y
tecnológica, y alentará el fortalecimiento y difusión de
nuestra cultura;



Con base en lo anterior y considerando lo que establece el
Artículo 133 de nuestra Constitución, los tratados interna-
cionales son “Ley Suprema de toda la Unión”, por lo que
son de observancia los acuerdos suscritos, entre los que se
pueden mencionar, además de la Declaración Universal de
los Derechos Humanos ya referida, el Pacto Internacional
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la De-
claración de Friburgo. 

Debemos considerar que el proceso educativo no se limita
a las actividades que se llevan a cabo en la escuela, porque
hay muchos factores que intervienen e influyen de manera
directa en la educación de los niños y jóvenes. Desde la ac-
tividad familiar, social y en gran medida la información y
contenidos que existen en los medios de comunicación.
Asimismo las tendencias y comunicaciones que se dan hoy
en día a través de las redes sociales. 

No obstante lo anterior, es indudable que los medios im-
presos siguen teniendo un papel sumamente importante.
Justamente por el creciente desarrollo de la tecnología, los
medios impresos se han convertido en objetos que no son
de fácil acceso a un gran número de personas. Y a pesar de
que también se pueden adquirir muchas publicaciones en
formato electrónico, el costos de éstas no es tan económi-
co como para hacerlo asequible a toda la gente. Es por ello
que una posibilidad es buscar la manera de otorgar estímu-
los fiscales que contribuyan a reducir los costos de los li-
bros y si es sin afectar los ingresos fiscales para el erario,
mejor.

La revista Proceso reporta que conforme a la UNESCO los
mexicanos leemos en promedio 2.8 libros al año y sólo 2
por ciento de la población tiene como hábito permanente la
lectura. Haciendo la comparación con otros países, en Es-
paña se leen 7.5 libros al año y en Alemania 12.1 El mismo
medio refiere que en México sólo existe una biblioteca por
cada 15 mil habitantes y una librería por cada 200 mil.

Conforme a la Encuesta Nacional de Lectura 2012, reali-
zada por el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes,
los niveles más altos de lectura de libros se dan entre los jó-
venes de 18 a 22 años, con 69.7 por ciento, y de 12 a 17
años, con 66.6 por ciento. Las diferencias asociadas a la es-
colaridad son muy pronunciadas, con porcentajes de 76.6
por ciento entre quienes tienen educación universitaria. Por
grupos socioeconómicos, el porcentaje más alto se da en el
nivel medio (79.2 por ciento), desciende ligeramente para
la población de niveles socioeconómicos medio alto y alto
(75.9 por ciento) y decrece conforme el nivel socioeconó-

mico baja. Así, el documento asegura que el promedio de
libros leídos en un año es de 2.9, con cifras superiores pa-
ra los jóvenes de 18 a 22 años (4.2), los mexicanos con
educación universitaria (5.1) y los de niveles socioeconó-
micos medio alto y alto (7.2). Entre los diversos materiales
de lectura, 56.4 por ciento de los entrevistados reportó leer
libros, 42.0 por ciento periódicos, 39.9 por ciento revistas
y 12.2 por ciento historietas. 

Aun cuando la compra es el principal canal de acceso a los
libros, con 45.7 por ciento de las respuestas, cerca de la mi-
tad de los entrevistados señala otra como la principal: 20.1
por ciento declara que en su mayor parte los libros que ha
leído han sido prestados por amigos o familiares; 17.9 por
ciento que fueron regalados; 10.2 por ciento prestados por
una biblioteca o sala de lectura y 1.2 por ciento es obteni-
do por fotocopiado.

En el marco de las leyes secundarias en México, es obliga-
ción del Ejecutivo federal contribuir al proceso educativo,
tal como lo señalan tanto la Ley General de Educación, co-
mo la Ley de Fomento al Libro y la Lectura:

Ley General de Educación 

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con auto-
rización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios tendrá, además de los fines establecidos en el se-
gundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los siguien-
tes:

I a XIV…

XIV Bis. Promover y fomentar la lectura y el libro.

…

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusi-
vas a las que se refieren los artículos 12 y 13, corres-
ponde a las autoridades educativas federal y locales de
manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I a IX…

X. Promover e impulsar en el ámbito de su competencia
las actividades y programas relacionados con el fomen-
to de la lectura y el libro, de acuerdo a lo establecido en
la ley de la materia;
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Ley de Fomento al Libro y la Lectura

Artículo 4. La presente Ley tiene por objeto:

…

II. Fomentar y estimular la edición, distribución y co-
mercialización del libro y las publicaciones periódicas;

III al VI…

VII. Estimular la competitividad del libro mexicano y
de las publicaciones periódicas en el terreno internacio-
nal, y

VIII. Estimular la capacitación y formación profesional
de los diferentes actores de la cadena del libro y promo-
tores de la lectura.

Artículo 15. El Consejo Nacional de Fomento para el
Libro y la Lectura tendrá las siguientes funciones:

I a III…

IV. Proponer a las autoridades competentes la adopción
de políticas o medidas jurídicas, fiscales y administrati-
vas que contribuyan a fomentar y fortalecer el mercado
del libro, la lectura y la actividad editorial en general;

Artículo 21. En todo libro editado en México, deberán
constar los siguientes datos: título de la obra, nombre
del autor, editor, número de la edición, lugar y fecha de
la impresión, nombre y domicilio del editor en su caso;
ISBN y código de barras. El libro que no reúna estas ca-
racterísticas no gozará de los beneficios fiscales y de
otro tipo que otorguen las disposiciones jurídicas en la
materia.

Por otro lado, derivado del Plan Nacional de Desarrollo, se
elaboró el Programa Especial de Cultura y Arte, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de abril de 2014,
en el que se señalan los siguientes aspectos relacionados
con el fomento a la lectura y al acceso de la población al li-
bro. El documento asegura que

“El índice de usuarios de internet es particularmente re-
levante. En el año 2012, 41 millones de personas eran
usuarios de internet en México. De ellos, 31 millones
utilizaron internet al menos una vez en el año por moti-

vos culturales (categoría que incluye comprar li-
bros)…”

….

Un aspecto importante en la tarea cultural es su contribu-
ción al fomento del libro y la lectura. Al interior del Sub-
sector Cultura y Arte se congregan importantes organismos
con una misión editorial como el Fondo de Cultura Econó-
mica, Educal, el Instituto Nacional de Bellas Artes, el Ins-
tituto Nacional de Antropología e Historia, además del pro-
pio Conaculta. De manera conjunta se están desarrollando
estrategias para impulsar la realización de coediciones a
través de convocatorias públicas para apoyar el desarrollo
de la industria editorial mexicana. A ello se suma el enri-
quecimiento de los acervos de las bibliotecas públicas y el
desarrollo de colecciones para públicos amplios con títulos
y géneros no cubiertos por la industria editorial. Men-
ción especial merece el paso de la producción editorial al
mundo electrónico mediante la producción permanente de
nuevos títulos en formatos digitales y conversión electró-
nica de títulos agotados o fuera de circulación. Se pondrá
especial atención en fortalecer los mecanismos de produc-
ción y distribución de libros y materiales impresos y digi-
tales a cargo del Estado.

Capítulo III. Objetivos, estrategias y líneas de acción

Objetivo 1. Promover y difundir las expresiones ar-
tísticas y culturales de México, así como proyectar la
presencia del país en el extranjero

…
…
…
…

Se promoverá el libro y la lectura con el fin de brindar
a la sociedad, especialmente a las nuevas generaciones,
actividades que propicien la adquisición de hábitos in-
dispensables para su desarrollo y las acerquen a las ma-
nifestaciones del arte y la cultura.

Estrategias

1.1. Ampliar el acceso de la población a las expresiones
artísticas y culturales y fortalecer la imagen del país en
el extranjero
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1.5.2. Fortalecer los servicios para favorecer el acceso
de la población a los libros

Líneas de Acción

2.3.1. Impulsar y difundir la investigación artística y
cultural

2.3.2. Impulsar acuerdos y convenios con centros aca-
démicos para fortalecer la investigación en materia ar-
tística y cultural

Objetivo 3. Dotar a la infraestructura cultural de es-
pacios y servicios dignos y hacer un uso más intensi-
vo de ella

La infraestructura cultural debe contar con espacios dig-
nos, adecuados y multifuncionales, que permitan el desa-
rrollo de actividades que promuevan y difundan la cultura
en todo el país. El Subsector Cultura y Arte debe llevar a
cabo una política sistemática y nacional para el aprovecha-
miento y, en su caso, ampliación de la infraestructura cul-
tural propia, considerándose también apoyos para la cons-
trucción, rehabilitación, remodelación, mantenimiento y
equipamiento de espacios culturales, bajo esquemas de co-
financiamiento y corresponsabilidad con las Entidades Fe-
derativas y Municipios.

Se llevará a cabo un esfuerzo especial en el fortalecimien-
to y la consolidación de la Red Nacional de Bibliotecas Pú-
blicas, así como de las Salas de Lectura como medidas sus-
tantivas de fomento a la lectura. Se debe fortalecer la
infraestructura de distribución y comercialización de li-
bros

3.1. Desarrollar y mejorar la infraestructura cultu-
ral

Líneas de acción

3.1.1. Apoyar la creación de nuevos espacios y fortale-
cer las condiciones de la infraestructura cultural exis-
tente

3.1.2. Mejorar la infraestructura de distribución y co-
mercialización de libros

Indicador 6.3 

Porcentaje de títulos editados en formato digital con
respecto al total de títulos editados.  

Objetivo Sectorial o transversal 

Objetivo 6: Posibilitar el acceso universal a la cultura
aprovechando los recursos de la tecnología digital.  

Descripción general 

Con base en la Agenda Digital de Cultura y el aprove-
chamiento de las nuevas tecnologías de información y
comunicación, se ha impulsado la edición de libros elec-
trónicos que permite abaratar los costos de impresión,
distribución y comercialización, además de llegar a un
mayor número de lectores y a nuevos públicos.

El indicador mide el porcentaje de títulos editados para for-
mato digital respecto al total de títulos editados por el Sub-
sector Cultura y Arte.

El indicador está relacionado con la Estrategia 6.3 del Ob-
jetivo 6.  

Es evidente que el gobierno federal ha favorecido a la in-
dustria editorial mediante estímulos fiscales para evitar que
los consumidores finales paguen el impuesto al valor agre-
gado a los libros. Esto implicó necesariamente la inclusión
de los libros dentro de las excepciones que contempla la
Ley del Impuesto al Valor agregado. 

El concepto de gastos fiscales se refiere a los apoyos indi-
rectos generalmente autoaplicativos otorgados por el go-
bierno a sectores de la economía o de contribuyentes, me-
diante el marco tributario, de tal forma que estos gastos
fiscales no implican una erogación de recursos o ingresos
previamente obtenidos, sino que permiten a los contribu-
yentes beneficiarios disminuir, evitar o diferir el pago de
impuestos.2

La elaboración de presupuestos de gastos fiscales es una
práctica internacional que comenzó a finales dela década
de 1960 y principios de la década de 1970. Mientras que en
Alemania se elabora desde 1967 y en los Estados Unidos
de América desde 1974, la práctica se generalizó entre los
países miembros de la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos (OCDE) a fines de la década de
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1970 y principios de la década de 1980. No en todos los
países que elaboran presupuestos de gastos fiscales existe
una obligación legal para ello. De 21 países revisados en el
documento de la OCDE Choosing a Broad Base – LowRa-
teApproachtoTaxation (2010), los gobiernos estaban obli-
gados a generar un reporte de gastos fiscales en 14 países.3

De acuerdo con el documento Tax Expenditures in OECD
Countries (2010), los gastos fiscales pueden presentar di-
versas formas, entre las que se encuentran: deducciones,
exenciones, tasas reducidas, diferimientos y acreditamien-
tos. En los Estados Unidos de América los gastos fiscales
son definidos en el Congressional Budget and Impound-
ment Control Act de 1974, como pérdidas de ingresos atri-
buibles a las disposiciones fiscales que permiten exclusio-
nes, exenciones o deducciones del ingreso o que se derivan
de un crédito especial, una tasa preferencial o permiten el
diferimiento de las obligaciones fiscales.4

La presente Iniciativa no plantea una reducción de pago de
impuestos, sino que se otorgue la facilidad de transferir un
impuesto como desde sus orígenes se había planteado.

El 29 de diciembre de 1978 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación la Ley del Impuesto al Valor Agregado
que se encuentra vigente a la fecha. En la exposición de
motivos de la iniciativa correspondiente,5, el entonces Pre-
sidente de la República, José López Portillo manifestó que
este gravamen tiene un beneficio sustancial en compara-
ción con el entonces impuesto sobre ingresos mercantiles.

El Impuesto al Valor Agregado se define como la contribu-
ción que se causa sobre el aumento de valor a un bien o ser-
vicio que se da en las diferentes fases de producción.6 En
cuanto a su relevancia en los ingresos tributarios de la Fe-
deración, en 2013 ascendió a 556 mil 793.9 millones de pe-
sos, sólo por abajo del Impuesto Sobre la Renta (906 mil
848.3 millones de pesos).7

Desde que se publicó el decreto de Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado el 29 de diciembre de 1978, se estableció en
el artículo 9o. aquellos bienes por los que no se pagaría el
impuesto en su enajenación. En ese entonces se estableció
en la fracción IX lo siguiente:

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la enajenación
de los siguientes bienes:

I a VIII…

IX. Libros, periódicos y revistas, así como el derecho
para usar o explotar una obra, que realice su autor.

Después de varias reformas, el texto no ha cambiado, sin
embargo en la Ley actual el texto corresponde a la fracción
III del mismo artículo. Aunque el texto se puede interpre-
tar como que no paga el impuesto la enajenación de Libros,
periódicos y revistas que usen o exploten los autores, des-
de un inicio se interpretó como que estaban exentos de pa-
go de IVA todos los libros, periódicos y revistas. 

El 30 de diciembre de 1980, se publica en el Diario Oficial
de la Federación una Reforma a la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado en la que adiciona un artículo 2o-A señalan-
do que se aplicará una tasa de 0 por ciento a la realización
de algunos actos o de algunas actividades, las cuales son
básicamente para la enajenación de alimentos, animales no
industrializados, y usos diversos de maquinaria agrícola.
Esta reforma cobra gran relevancia y se convierte en un es-
tímulo fiscal porque en el último párrafo se establece que:
“Los actos o actividades a los que se les aplica la tasa del
0 por ciento, producirán los mismos efectos legales que
aquellos por los que se deba pagar el impuesto conforme a
esta Ley”. Lo que implica que para efectos fiscales, el im-
puesto al valor agregado generado por actividades relacio-
nadas con las actividades descritas en el nuevo artículo,
puede ser transferible, lo cual no sucede en el caso de los
bienes que señalaba el artículo 9º, o sea aquellos que esta-
ban exentos de IVA, en donde estaban considerados los li-
bros, periódicos y revistas. 

En la Iniciativa presentada el 6 de marzo de 2002, la dipu-
tada Miroslava García Suárez planteó la dramática situa-
ción que enfrentaba la industria editorial. En la misma ex-
posición de motivos se refirió al discurso que pronunció el
escritor y periodista Vicente Leñero cuando recibió de ma-
nos del Presidente Vicente Fox el Premio Nacional de
Ciencias y Artes el 25 de febrero de 2002, en el que seña-
ló:

“La cultura pertenece al lenguaje de la identidad, a la gra-
mática de la exaltación de la vida. Es tan básica y tan ali-
menticia como nuestra tortilla y nuestros frijoles tan indis-
pensable como el agua y la vivienda, tan gratificante como
el amor.”

Esta argumentación fue una de las bases más sólidas para
que la Iniciativa en la que se propuso la reforma al artícu-
lo 2o.-A, incluyera a los libros dentro de los bienes señala-
dos para ser gravados con tasa cero. Definitivamente influ-
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yó para que la iniciativa fuera votada a favor y se estable-
ciera así un estímulo fiscal para la cadena productiva del li-
bro. Sin embargo, las cosas no sucedieron como era el es-
píritu de la Legisladora.

La Iniciativa original planteaba una reforma al artículo 2o.-
A de la siguiente manera:

Artículo 2-A. El impuesto se calculará aplicando la
tasa del 0 por ciento a los valores a que se refiere es-
ta Ley, cuando se realicen los actos o actividades si-
guientes:

I. La enajenación de:

a) a h)...

i) Libros, periódicos y revistas

La iniciativa fue turnada a la Comisión de Hacienda en
donde se elaboró el dictamen correspondiente, pero se mo-
dificó la propuesta de la Legisladora. El dictamen fue vo-
tado en sentido positivo con 439 votos a favor y siete abs-
tenciones; se turnó al Senado de la República en donde se
votó sin modificaciones con 99 votos en pro. La Iniciativa
se publicó en el Diario oficial de la Federación el 30 de di-
ciembre de 2002, quedando el texto como se encuentra en
la Ley vigente. 

Artículo 2o.A. El impuesto se calculará aplicando la
tasa del 0 por ciento a los valores a que se refiere es-
ta 

Ley, cuando se realicen los actos o actividades si-
guientes:

I. La enajenación de:

a) al h)…

i). Libros, periódicos y revistas, que editen los pro-
pios contribuyentes. Para los efectos de esta Ley, se
considera libro toda publicación, unitaria, no perió-
dica, impresa en cualquier soporte, cuya edición se
haga en un volumen o en varios volúmenes. Dentro
del concepto de libros, no quedan comprendidas
aquellas publicaciones periódicas amparadas bajo el
mismo título o denominación y con diferente conte-
nido entre una publicación y otra.

Sin duda alguna el estímulo fiscal ha sido muy positivo
porque ha favorecido la producción de libros, ya que al es-
tablecer la tasa cero en la edición, permite que los produc-
tores de libros, o sea los editores, transfieran el IVA para
deducir gastos que no podrían hacer si la edición de libros
fuera exenta del impuesto. 

El problema es que esta situación es inequitativa y no ha
repercutido en toda la cadena productiva del libro tal como
la Legisladora pretendía. O sea, que el beneficio favore-
ciera a toda la cadena en su conjunto. Sin embargo, el dic-
tamen de la entonces Comisión de Hacienda sólo contem-
pló la producción y dejó fuera de estímulo fiscal a la
distribución y venta en librerías. 

Es por ello que en esta propuesta se plantea ampliar el es-
tímulo fiscal también a los distribuidores y a los libreros,
puesto que como está actualmente el inciso i) de la Frac-
ción I del Artículo 2º-A, el beneficio fiscal es sólo para los
editores.

Cabe señalar que la propuesta que estoy haciendo en la pre-
sente Iniciativa no provoca merma en la captación fiscal,
ya que el impuesto al valor agregado se transfiere. Actual-
mente los libreros tienen que absorber el IVA en su totali-
dad, ya que la venta de libros está exenta del impuesto, de
manera que no pueden transferir el impuesto generado por
otros gastos, tales como pago de servicios, honorarios pro-
fesionales, renta, luz, o cualquier otro gasto que genere Im-
puesto al Valor Agregado. El estímulo fiscal para los dis-
tribuidores y libreros no sólo haría que el beneficio fiscal
fuera justo para toda la cadena productiva del libro sino
que, al poder transferir el impuesto, los libreros estarían en
posibilidad de contratar más personas y así, no sólo evitar
el cierre de más librerías, sino que se podrían abrir más
puntos de venta, ampliar los servicios, simple y sencilla-
mente porque se requeriría generar más gastos para poder
transferir el impuesto lo cual, insisto, no solamente no
afecta la recaudación, sino que aumenta la posibilidad de
generar mayor ingreso para la hacienda pública.

Sucedería algo similar a lo que pasa con las farmacias. Las
medicinas no están exentas de IVA. Tienen tasa cero (0 por
ciento), de manera que pueden transferir el impuesto con-
forme a la Ley. Pero para transferir el impuesto tienen que
generarlo, de tal manera que hay muchas farmacias que
venden, además de medicinas que tienen tasa cero (0 por
ciento), productos que generan IVA, y contratan personal
que cobra por honorarios, lo que les permite transferir los
impuestos sin mermar el ingreso al fisco y genera empleos.
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En resumen, en la reforma del artículo 2o.-A, fracción I, in-
ciso i), de 2002, no se contemplaron estímulos para las li-
brerías, lo cual afecta de manera muy importante a los li-
breros, en relación directa con sus gastos operativos. 

En conclusión, en México prevalece desde hace muchos
años, una tasa exenta del impuesto al valor agregado (IVA)
al comercio del libro en librerías, situación que afecta no-
tablemente los resultados económicos de las empresas dis-
tribuidoras de libros al impedirles la transferencia del IVA
para no absorber los gastos efectuados, en más o menos
300 millones de pesos anuales, que podrían ser acreditables
para alrededor de 1,300 librerías o puntos de venta, que son
establecimientos donde, por lo menos, el 80 por ciento de
las ventas se constituyen en libros, que incluyen a las li-
brerías tradicionales privadas y públicas, a las librerías pro-
piedad de empresas editoriales y a las librerías de institu-
ciones de enseñanza a todos los niveles.

Convendría aplicar una tasa cero (0 por ciento) del IVA al
libro para operaciones de venta en librerías, así como la
que gozan desde el 2002 los editores y no dejarlo exento de
este impuesto, para así permitir a las librerías deducirlo de
sus pagos de IVA por bienes y servicios adquiridos.

Esto implica de manera específica, dentro de la Ley del
IVA, mover el concepto de enajenación de libros, del Ca-
pítulo II, Artículo 9º, Fracción III, e incluirlo en el Capítu-
lo I (de Disposiciones Generales), Artículo 2º A, Fracción
I (de la enajenación), Inciso i), junto a los libros que edi-
ten los propios contribuyentes.

Consideramos que dicha medida podría adoptarse sin ma-
yores trámites de tipo legislativo y ejecutivo y sin afectar
las finanzas públicas, ni implicarles un sacrificio fiscal.
Con la imposición de una tasa cero (0 por ciento) del IVA
a los libros comercializados en librerías, se permitiría a es-
tas empresas evitar absorber el IVA de sus pagos y poder
transferirlo en las declaraciones correspondientes. Se gene-
rarían mayores utilidades netas en los resultados de las li-
brerías que, a su vez, redundarían en mayores gastos de sus
empresas y su personal (30 por ciento ISR sobre el 16 por
ciento del IVA y 10 por ciento de participación de los tra-
bajadores en las utilidades sobre el mismo 16 por ciento del
IVA, más la recaudación indirecta por inversiones y creci-
miento de plantilla, sueldos, instalaciones, existencias y
ventas), produciéndose con estos efectos fiscales una eco-
nomía pro-cíclica que implicaría mayor recaudación para
el Fisco.

Insisto. Con esta resolución de carácter fiscal, se ayudaría
a que las librerías contarán con más recursos para crecer,
generar empleos, promover la lectura y el libro y contribuir
así al alcance de los fines de la Ley misma: una sociedad
diversa, equitativa y próspera con niveles sustentables de
desarrollo social, económico, cultural y científico, uno de
los propósitos fundamentales de Morena.

Cabe hacer hincapié en que, efectivamente, “cuando una
persona compra un libro, a éste no se le traslada el IVA (no
se le hace un cargo adicional) por su compra”, pero el li-
brero tiene que absorber las repercusiones del IVA que se
genera por pago de renta, servicios, luz, honorarios, men-
sajería, entre otras cosas. Lo más importante es que el con-
sumidor final no sufrirá incremento alguno de los precios
por razones fiscales derivadas del cambio propuesto de la
Ley del IVA.

Concluyo con algo muy importante. Establecer la tasa cero
(0 por ciento) para toda la cadena productiva del libro, ha-
ría que el Estado mexicano cumpla con las disposiciones
establecidas en los diferentes ordenamientos, tales como la
Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, la Ley General
de Educación y el Programa Especial de Cultura y Arte.
Porque es importante que los lectores también tengan la
posibilidad de adquirir libros, se fomente la lectura fuera
de las bibliotecas, y se promueva la asistencia de librerías
como centros de cultura y no dejemos la promoción para la
venta sólo en las ferias, que tanta popularidad han alcanza-
do a última fechas y que generalmente son organizadas por
las editoriales que en franca competencia desleal, venden
directamente al mismo precio de las librerías como lo se-
ñala la Ley de Fomento a la Lectura y el Libro, obteniendo
ganancias adicionales porque reciben la comisión que sería
para el librero.

Por lo anterior, se propone a esta Soberanía que los libre-
ros y no sólo los editores de libros de la cadena productiva
del libro periódicos y revistas, sean beneficiados estable-
ciendo la tasa cero (0 por ciento) del impuesto al valor
agregado, a los que les enajenen estos bienes de alto im-
pacto educativo.

Por las razones antes expuestas, me permito someter a con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de
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Decreto por el que reforma el inciso I) de la fracción I
del artículo 2o.-A, y la fracción III del artículo 9o., am-
bos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado

Para quedar de la siguiente manera

Artículo único. Se reforma el inciso i) de la fracción I del
artículo 2o. -A y la fracción III del artículo 9o., ambos de
la ley del impuesto al valor agregado.

Artículo 2o.-A

I.…

a) a h)…

i) Libros por parte de los agentes integrantes de la
cadena productiva-distributiva del libro como
son los editores, distribuidores al mayoreo y li-
breros con ventas a detalle o al menudeo, así co-
mo periódicos y revistas que editen los propios con-
tribuyentes. Para los efectos de esta ley, se considera
libro toda publicación, unitaria, no periódica, impre-
sa en cualquier soporte, cuya edición se haga en un
volumen o en varios volúmenes. Dentro del concep-
to de libros, no quedan comprendidas aquellas pu-
blicaciones periódicas amparadas bajo el mismo tí-
tulo o denominación y con diferente contenido entre
una publicación y otra.

…

Artículo 9º. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes:

I a II….

III. El derecho para usar o explotar una obra, que reali-
ce su autor.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor sesenta días
después de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 Disponible en http://www.proceso.com.mx

2 Ver Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Presupuesto de Gastos
Fiscales 2013, página 6.

3 Íbid., página 8.

4 Íbid., página 9.

5 Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados correspondiente al
30 de noviembre de 1978.

6 Sin Autor, Moderno diccionario de contabilidad, Compañía Editorial
Impresora y Distribuidora, SA, México, 1997, página 142.

7 Ver Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Cuenta de la Hacien-
da Pública Federal 2013.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la Honorable Cámara de Diputados, LXIII Legislatura, a 10 de
noviembre de 2015.— Diputados: Virgilio Dante Caballero Pedraza,
Alfredo Miguel Herrera Deras,  Alicia Barrientos Pantoja,  Ángel An-
tonio Hernández de la Piedra, Blanca Margarita Cuata Domínguez,
Blandina Ramos Ramírez, Cristina Ismene Gaytán Hernández, Cuitlá-
huac García Jiménez, Delfina Gómez Álvarez, Guadalupe Hernández
Correa, Jesús Emiliano Álvarez López, María Antonia Cárdenas Ma-
riscal,María  Candelaria Ochoa Ávalos, María Chávez García, María
Eugenia Ocampo Bedolla, Mariana Trejo Flores, Modesta Fuentes
Alonso, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, Sandra Luz Falcón Vene-
gas, Verónica Delgadillo García (rúbricas).» 

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Caballero Pedraza. Túrnese a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público para dictamen. 

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la compañera diputada Candelaria
Ochoa.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Gracias, presidente. Le solicito de la manera más
atenta, si el diputado Virgilio, acepta que yo firme junto
con él la iniciativa, que lo acompañe yo a firmarla.

El diputado Virgilio Dante Caballero Pedraza (desde la
curul): Sí, diputada.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Da su aceptación el compañero diputado. Está a su dispo-
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sición con el mismo trámite que hemos seguido aquí en la
Mesa Directiva.

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Gaytán, por favor.

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández (desde
la curul): Solicitándole, por favor, al diputado también me
permita adherirme a su propuesta.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Da su aceptación el señor diputado, muchas gracias. Está a
su disposición la iniciativa aquí en la Mesa Directiva. So-
nido en la curul del diputado Álvarez López, por favor.

El diputado Jesús Emiliano Álvarez López (desde la cu-
rul): En el mismo sentido, para que a nombre de la banca-
da de Morena, nos deje el diputado adherirnos a su inicia-
tiva. 

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
El señor diputado ya dio su aceptación y está a su disposi-
ción en la Mesa Directiva.

LEY AGRARIA

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por ciento minutos el diputado Moi-
sés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 183 y 184 de la Ley Agra-
ria.

El diputado Moisés Guerra Mota: Con su venia, señor
presidente. Diputadas y diputados, para los trabajadores al
servicio del Estado, estamos con ustedes, el pensionista es
de ustedes.

La justicia pronta y expedita es un derecho fundamental
para todos los ciudadanos. El artículo 17 constitucional se-
ñala que toda persona tiene derecho a que se le administre
justicia por los tribunales que estarán expeditos para im-
partirla en los plazos y términos que las leyes fijen, emi-
tiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e im-
parcial.

Sin embargo, en materia de justicia agraria, es precisamen-
te la legislación en materia que promueve la dilación pro-
cesal, como es el caso de los artículos 183 y 184 de la ley
en materia. En donde el artículo 183 nos indica que si al
iniciarse la audiencia no estuviera presente el actor y si el
demandado, se impondrá a aquel una multa equivalente al
monto de 1 a 10 días de salario mínimo de la zona en que
se trate.

Si no se ha pagado la multa, no se empezará de nuevo pa-
ra el juicio, es decir, este precepto dispone que si el actor
no se encuentra presente en la audiencia, pero si se en-
cuentra presente el demandado, el actor será sujeto a una
multa equivalente de 1 a 10 días de salario mínimo y, una
vez pagado, podrá solicitar nuevamente el emplazamiento.

Por su parte el artículo 184 nos señala que “si al iniciarse
la audiencia no estuviera presente ni el actor ni el deman-
dado, se tendrá por no practicado el emplazamiento y po-
drá ordenarse de nuevo si el actor así lo pidiera”.

En realidad estos dos ordenamientos facultan al actor para
demorar el procedimiento por meses, a veces hasta por
años, para cumplir las condiciones y se lleve a cabo la au-
diencia.

La presente iniciativa propone que una vez realizado el de-
bido emplazamiento, surtan todos los efectos legales para
que el actor y para que el demandado… el objeto es elimi-
nar la opción a que se presente dilaciones procesales a pe-
tición de la parte actora, y se genere una inequidad para la
parte demandada y para los tribunales agrarios, ya que se
encuentran sujetos al caso en que si el actor no asiste a la
audiencia y este realiza el pago de la multa correspondien-
te, se puede mencionar a petición del actor un nuevo em-
plazamiento a la demanda.

Para hablar de justicia pronta y expedita, no podemos de-
ducir, sólo a tener tribunales especiales para impartir la jus-
ticia. Para garantizar este derecho fundamental a los mexi-
canos, es necesario tener el andamiaje jurídico dentro de
nuestras legislaciones para que se lleve a cabo.

Es nuestro deber como legisladores, generar esos mecanis-
mos dentro de nuestras leyes. Con ello esta iniciativa per-
mite disminuir la carga de trabajo a los tribunales y en con-
secuencia agilizar los juicios agrarios. Es cuanto, señor
presidente.
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«Iniciativa que reforma los artículos 183 y 184 de la Ley
Agraria, a cargo del diputado Moisés Guerra Mota, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito diputado Moisés Guerra Mota, integrante de la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión y
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de esta honorable asamblea la iniciativa de ley con proyec-
to de decreto que reforman los artículos 183 y 184 de la
Ley Agraria.

Exposición de Motivos

La justicia pronta y expedita es un derecho fundamental, el
artículo 17 constitucional señala que toda persona tiene de-
recho a que se le administre justicia por tribunales que es-
tarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pron-
ta, completa e imparcial. 

Sin embargo, en materia de justicia agraria, es precisamen-
te la legislación en la materia que promueve dilaciones pro-
cesales, como es el caso de los artículos 183 y 184 de la Le-
gislación en la materia, donde el artículo 183 nos indica
que si al iniciarse en la audiencia no estuvieran presentes el
actor y sí el demandado,  se impondrá a aquél una multa
equivalente al monto de uno a diez días de salario mínimo
de la zona de que se trate. Si no se ha pagado la multa no
se emplazará de nuevo para el juicio.

Es decir, este precepto dispone que, si el actor no se en-
cuentra presente en la audiencia, pero si se encontrara pre-
sente el demandado; el actor será sujeto de una multa equi-
valente a diez días de salario mínimo y una vez pagando
podrá solicitar nuevamente el emplazamiento.

Por su parte el artículo 184 nos señala que, si al iniciarse la
audiencia no estuvieren presentes ni el actor ni el deman-
dado, se tendrá por no practicado el emplazamiento y po-
drá ordenarse de nuevo si el actor así lo pidiera.

En la realidad estos dos ordenamientos facultan al actor pa-
ra demorar el procedimiento por meses a veces hasta años,
para cumplir las condiciones y se lleve a cabo la audiencia.

La presente iniciativa propone que una vez realizado el de-
bido emplazamiento, surtan todos los efectos legales para
el actor y para el demandado, el objetivo es eliminar la op-
ción a que se presenten dilaciones procesales a petición de
la parte actora y se genere una inequidad para la parte de-
mandada y para los Tribunales Agrarios ya que se encuen-
tran sujetos al caso en que si el actor no asiste a la audien-
cia y este realiza el pago de la multa correspondiente, se
puede ordenar a petición del actor un nuevo emplazamien-
to al demandado.

Para hablar de Justicia pronta y expedita, no podemos de-
ducirlo solo a tener tribunales especiales para impartir jus-
ticia, para garantizar este derecho fundamental a los mexi-
canos, es necesario tener el andamiaje jurídico dentro de
nuestras legislaciones para se lleve a cabo y es nuestro de-
ber como legisladores encontrar esos mecanismos dentro
de nuestras leyes.

Con la finalidad de contribuir a la celeridad de los juicios
agrarios, se pone a consideración de esta honorable asam-
blea.

Decreto

Único. Se reforman los artículos 183 y 184; de la Ley
Agraria para quedar como sigue:

Artículo 183. Si al iniciarse la audiencia no estuviere pre-
sente el actor y sí el demandado, se llevará a cabo la au-
diencia surtiendo los efectos legales a la parte que no se
encuentre presente y esté debidamente notificada.

Artículo 184. Si al iniciarse la audiencia no estuvieren pre-
sentes ni el actor ni el demandado, se les impondrá a am-
bos una multa equivalente al monto de uno a diez días
de salario mínimo de la zona de que se trate, siempre y
cuando se acredite que el demandado fue emplazado
debidamente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputado Moisés Guerra Mota (rubrica).»
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Guerra Mota. Túrnese a la Comisión
de Reforma Agraria, para dictamen.

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL Y
LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Luis
Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, y de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza: Con el per-
miso de la Presidencia. Compañeras y compañeros dipu-
tados, la transparencia, el combate a la corrupción y la ren-
dición de cuentas son principios fundamentales que rigen
el actuar de Nueva Alianza.

Al rendir protesta como diputados, asumimos el compro-
miso con la sociedad de legislar con probidad, honradez y
transparencia. No obstante, compañeras y compañeros, es-
tamos inmersos en una crisis de credibilidad social genera-
da por la falta de medios que faciliten y agilicen a la ciu-
dadanía el ejercicio de su derecho de acceso a la
información, siendo la opacidad en el empleo de los recur-
sos públicos y su destino, uno de los principales motivos de
descontento social.

En el último informe, el país sobre la calidad de la ciuda-
nía en México, los diputados somos calificados con el pe-
or nivel de desconfianza sobre otros actores e instituciones.
La transparencia legislativa es un paso significativo para
alcanzar un gobierno abierto que combata la corrupción y
genere la confianza que tanto se necesita para restaurar el
tejido social.

En Nueva Alianza lo sabemos, y por ello estamos decidi-
dos a impulsar acciones que permitan revertir esa percep-
ción. Con esta convicción es que ahora pongo a su consi-
deración esta iniciativa que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal de Transparencia y Acceso

a la Información Pública Gubernamental, y de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos.

La finalidad es establecer a los grupos parlamentarios co-
mo sujetos obligados de transparencia y rendición de cuen-
tas, así como especificar los lineamentos necesarios que
deban aplicar para cumplir con la obligación de transpa-
rentar el uso y destino de los recursos que reciben para el
ejercicio de su representación.

Es esencial que todos los grupos parlamentarios abramos y
publiquemos nuestra información, transparentemos el tra-
bajo legislativo y rindamos cuentas de los recursos ejerci-
dos, con la finalidad de que cualquier ciudadano pueda
consultar estos datos, haciendo expedito el derecho a la in-
formación sin mediar solicitud alguna. Esta acción de
transparencia proactiva allanará el camino para recobrar la
confianza de la sociedad en sus representantes y su gobier-
no.

Proponemos esta iniciativa con la experiencia que tenemos
en el Grupo Parlamentario Nueva Alianza, de tener actual-
mente disponible información sobre el uso y destino de los
recursos, subvenciones, dietas, fondos y partidas presu-
puestales que recibimos mensualmente, así como todas
nuestras acciones legislativas, todo esto a través de nuestra
plataforma digital gpna.mx.

Tenemos la gran oportunidad en esta legislatura de conso-
lidar un Congreso más responsable y transparente, que rin-
da mejores cuentas y que a través de ello integre a los ciu-
dadanos con la actividad legislativa.

En Nueva Alianza seguiremos impulsando los grandes
cambios que nos transformen en un mejor país. Por ello,
compañeras diputadas y compañeros diputados, ¿nos ayu-
dan a cambiar las cosas? Por su atención y apoyo a la pre-
sente iniciativa, muchas gracias. Es cuanto, señor presi-
dente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, y Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Luis Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza

El que suscribe, Luis Alfredo Valles Mendoza, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
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LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión; con fundamento en los artículos
71.II., de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6.1.I., 77.1. y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman, el inciso b) de
la fracción XIV, del artículo tercero y el correlativo 61 de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental; se adiciona un artículo 29 Bis, y
se reforma el inciso a) del numeral 1 del artículo 113 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los primeros años del siglo XXI se caracterizaron por im-
portantes movimientos sociales alrededor del mundo, en
los que se promovió una mayor participación ciudadana en
el análisis y diseño de políticas y en la vigilancia y evalua-
ción de los distintos organismos que conforman al estado.

México no es la excepción, ya que actualmente se encuen-
tra en una etapa de profundas transformaciones políticas y
sociales, en las que es evidente una importante reconfigu-
ración de las relaciones entre la ciudadanía y sus represen-
tantes, así como por una evolución del modelo democráti-
co de gobierno.

No obstante, no es posible pensar en gobiernos y socieda-
des democráticas maduras, sin que exista un marco jurídi-
co que garantice y facilite el derecho de los ciudadanos al
acceso a la información pública.

Si bien las recientes reformas en la materia son una mues-
tra de la voluntad compartida entre ciudadanos, institucio-
nes académicas y gobierno por transitar de la opacidad a un
ejercicio abierto y transparente de los recursos públicos, no
podemos hablar de la consolidación de una efectiva y au-
téntica cultura de transparencia por el hecho de contar con
un marco jurídico que brinde este derecho: es necesario
que se refleje en una sociedad activa que lo ejerza.

Desde nuestra Constitución hasta el Reglamento de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de
Datos Personales de la Cámara de Diputados, pasando por
las leyes general y federal en la materia, ya se estipula el
derecho de todo ciudadano a contar con información refe-
rente a distintos aspectos de las labores legislativas, inclui-
da la concerniente a los grupos parlamentarios. Sin embar-
go, en esta Cámara no se publica íntegramente esta

información en un nivel de detalle que permita al ciudada-
no conocer el desempeño legislativo y el destino de los re-
cursos que nos son entregados.

Actualmente, cualquier ciudadano requiere presentar su so-
licitud de información ante la Unidad de Transparencia de
esta Cámara, teniendo que acreditar su identidad y elaborar
dicha solicitud en términos que eviten el riesgo de una ne-
gativa o una dilación mayor a los 10 días hábiles estableci-
dos por ley, para recibir respuesta.

¿Acaso estamos cumpliendo con el principio de máxima
publicidad establecido constitucionalmente?

Necesitamos profundizar en aquellos aspectos de la ley que
permitan al ciudadano acceder de manera ágil, sencilla y
expedita a toda información a la que por ley tiene derecho.

En dicho contexto se presenta esta iniciativa, que establece
los términos para hacer efectivo el derecho de acceso a la
información, para satisfacer el interés legítimo de los ciu-
dadanos por conocer datos precisos sobre el desempeño de
los grupos parlamentarios y la manera cómo se ejercen los
recursos que recibimos: el marco legal actual abre la posi-
bilidad de una discrecionalidad en el cumplimiento de este
derecho, inhibiendo al ciudadano a ejercerlo plenamente.

Por lo anterior, es necesario que los grupos parlamentarios
sean definidos como sujetos obligados en el marco jurídi-
co existente, así como establecer sus obligaciones específi-
cas de transparencia y garantizar el principio de máxima
publicidad de dicha información a través de medios abier-
tos y accesibles.

En nuestras manos se encuentra la voluntad de encauzar la
acción ciudadana hacia una mayor participación e inclu-
sión en los asuntos legislativos, mediante el diseño de le-
yes efectivas y prácticas que se traduzcan en soluciones re-
ales. Dejemos de lado la letra bien intencionada, destinada
únicamente al ostracismo ante una realidad evidente. Es
momento de tomar la iniciativa en el combate a la opacidad
y la corrupción que se percibe en el ejercicio de nuestras
funciones.

El Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, desde la LXII
Legislatura, ha dado a conocer la información sobre el uso
y destino de los recursos, subvenciones, fondos y partidas
presupuestales que recibe mensualmente, así como el de-
sempeño de sus legisladores, recibiendo muestras de acep-
tación de los ciudadanos ante este tipo de acciones.
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Esta experiencia nos lleva a afirmar que la transparencia y
rendición de cuentas debe ser un ejercicio normado e insti-
tucionalizado en todo el quehacer del legislativo.

Demostremos voluntad política

Con este tipo de acciones contribuiremos a cerrar la brecha
entre nosotros y nuestros representados: reconstruiremos la
confianza ciudadana en nuestra labor y daremos una mues-
tra de congruencia en el uso responsable de los recursos
que nos confían, en una época en que la austeridad presu-
puestal nos demanda honradez y profesionalismo.

Argumentación

La corrupción es un inhibidor del desarrollo y el pro-
greso

De acuerdo al índice de Percepción sobre Corrupción que
realiza Transparencia Internacional, nuestro país se en-
cuentra en el lugar 105 entre 176 naciones1.

Si tomamos en cuenta las estimaciones del Banco Mundial,
el problema le cuesta a México cada año el 9 por ciento de
su producto interno bruto (PIB). Esto representó 1.3 billo-
nes de pesos durante 20142.

Las reformas estructurales, mismas que fueron muestra de
profesionalismo y madurez política por parte de los Pode-
res de la Unión, pueden estar comprometidas en sus alcan-
ces y efectos si no se logran agotar todos los esfuerzos en
el combate a la corrupción.

¿Es el Poder Legislativo en México transparente?

El pasado 26 de octubre, durante el seminario Transparen-
cia y actividad legislativa en México: ¿cómo evaluar?, se
reveló que el Congreso mexicano presenta los más bajos
niveles de transparencia en materia de normatividad, pre-
supuesto, gestión y rendición de cuentas, ocupando el sex-
to lugar entre los nueve países evaluados en el Índice Lati-
noamericano de Transparencia Legislativa 2015.

El estudio, elaborado por la Red Latinoamericana por la
Transparencia Legislativa, evaluó al Poder Legislativo de
Perú, Chile, Ecuador, Guatemala, Colombia, México, Ar-
gentina, Bolivia y Venezuela, informa que el problema en
materia de transparencia radica no sólo en las funciones le-
gislativa, fiscalizadora y representativas, sino también en

la forma en que funciona y se rinden cuentas de la gestión
en esta institución a la ciudadanía.

Asimismo, la Auditoría Superior de la Federación mostró
los resultados referentes a la fiscalización de los recursos
ejercidos por la Cámara de Diputados y Senadores durante
el año 2013, en la cual se realizaron observaciones respec-
to a la aplicación del presupuesto3.

Una de las recomendaciones es racionalizar los recursos
que son transferidos a la partida 39903, que se refiere a
asignaciones a los grupos parlamentarios por concepto de
retribuciones especiales y pagos únicos.

De igual manera, menciona que subsiste una limitada ren-
dición de cuentas de los recursos ejercidos en subvenciones
registradas en la partida 4390 (otros subsidios y subven-
ciones), por un monto de 193 millones 978 mil pesos de los
recursos transferidos del ramo 23, “Previsiones Salariales y
Económicas”4, destinada a la conservación, operación y
equipamiento de los recursos de los poderes, y que en con-
secuencia, se erogó en conceptos que no se relacionaron
con el fin para el que fueron autorizados. 

La transparencia presupuestaria promueve un mejor
uso de los recursos

Históricamente existe evidencia de que muchos países em-
pezaron a acumular deuda pública ante un manejo presu-
puestal ineficiente e irresponsable. Este hecho comenzó a
ser analizado por distintas instituciones, resultando en un
gran número de investigaciones que mostraban una corre-
lación entre la opacidad y un mal manejo de los recursos
presupuestales. De igual manera, uno de dichos estudios
analizó 78 países con regímenes democráticos durante los
últimos 20 años, encontrando que entre un conjunto de va-
riables, la transparencia fue la más significativa para expli-
car la evolución de la situación económica de un país5. 

De acuerdo a Matheson y Kwon (2003)6, durante la pasa-
da década, la creación de leyes que imponían la apertura de
información gubernamental fueron una poderosa herra-
mienta para fortalecer la transparencia, cerrando la brecha
entre gobernantes y votantes. Entre las conclusiones de es-
te estudio destaca que los funcionarios mejoran el manejo
presupuestal cuando los ciudadanos tienen acceso a infor-
mación que permite fiscalizarlo. 

Facilitar a los ciudadanos el acceso a la información refe-
rente al ejercicio presupuestal de los grupos parlamenta-
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rios, puede coadyuvar en nuestro país a un mejor uso de los
recursos en una época de recortes presupuestales.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputado integrante del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión; con funda-
mento en los artículos 71.II., de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6.1.I., 77.1. y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, el inciso b) de la frac-
ción XIV, del artículo tercero y el correlativo 61 de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental; se adiciona un artículo 29
Bis, y se reforma el inciso a) del numeral 1 del artículo
113 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Artículo Primero. Se reforman, el inciso b) de la fracción
XIV, del artículo tercero y el correlativo 61 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. a XIII. ...

XIV. Sujetos obligados:

a) ...;

b) El Poder Legislativo federal, integrado por la Cá-
mara de Diputados, la Cámara de Senadores, la Co-
misión Permanente y cualquiera de sus órganos in-
ternos de gobierno, comisiones, comités, grupos
parlamentarios y demás entidades legislativas y ad-
ministrativas;

c) a f)...

XV.

Artículo 61. El Poder Legislativo federal, a través de la
Cámara de Senadores, la Cámara de Diputados, la Comi-
sión Permanente, cualquiera de sus órganos internos de
gobierno así como las comisiones, comités, centros de

estudio, grupos parlamentarios y demás entidades le-
gislativas y administrativas y la Auditoría Superior de la
Federación; el Poder Judicial de la federación a través de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Consejo de la
Judicatura federal y de la Comisión de Administración del
Tribunal Federal Electoral; los órganos constitucionales
autónomos y los tribunales administrativos, en el ámbito de
sus respectivas competencias, establecerán mediante regla-
mentos o acuerdos de carácter general, los órganos, crite-
rios y procedimientos institucionales para proporcionar a
los particulares el acceso a la información, de conformidad
con los principios y plazos establecidos en esta ley.

Artículo Segundo. Se adiciona un artículo 29 Bis de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 29 Bis. Los grupos parlamentarios, sujetos obli-
gados, pondrán a disposición del público la siguiente in-
formación, misma que deberá encontrarse accesible en los
sitios de internet o páginas web, cuyo contenido será, entre
otra, el siguiente:

I. La información que derive de las obligaciones de
transparencia, tanto común como específica, lo anterior
sin que medie solicitud;

II. Sobre su estructura orgánica completa, en un forma-
to que permita vincular las atribuciones y responsabili-
dades que le corresponden a cada servidor público, pres-
tador de servicios profesionales o miembro del grupo
parlamentario de conformidad con las disposiciones
aplicables; número, categoría, percepciones ordinarias y
extraordinarias que incluya salario, compensaciones,
primas, comisiones, viáticos, gratificaciones y compen-
saciones en general todos los movimientos de personal
a su servicio, señalando su causa y funciones; lo anterior
versará sobre aquellas personas que presten servicios
profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios
y personal de base.

III. El directorio deberá incluir al menos el nombre, car-
go o nombramiento asignado, nivel del puesto en la es-
tructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número tele-
fónico, fotografía, domicilio para recibir correspondencia
y dirección de correo electrónico oficiales;

IV. Especificar el monto de la asignación, de recursos
humanos, materiales y financieros, y cualquier otro
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emolumento o subvención, que reciba en forma men-
sual, trimestral, semestral o anual; asignados, desde el
inicio de la legislatura hasta el término de la misma. Pa-
ra lo cual se emitirán informes trimestrales y anuales en
general todo lo relativo de la legislatura correspondien-
te, sobre dietas, horarios, gastos, fondos, compensacio-
nes, partidas y cualquier otra subvención que reciban

V. La asignación, custodia y condiciones de los vehícu-
los, espacios físicos, bienes muebles e inmuebles y en
general de todos los recursos materiales que se les pro-
vea;

VI. Información detallada sobre asignación, ampliación,
aplicación y destino final de los recursos económicos
asignados por el Comité de Administración o la junta de
coordinación política de la cámara en términos del artí-
culo 29 de esta ley;

VII. El informe final que sea la base para la integración
de los documentos que se requieran administrativamen-
te durante el proceso de entrega-recepción en la conclu-
sión de la Legislatura;

VIII. La lista de asistencia de cada uno de sus integran-
tes a las sesiones del pleno y de las comisiones y comi-
tés;

IX. Las iniciativas de ley o decretos, puntos de acuerdo,
presentados y aquellos aprobados por el pleno de la Cá-
mara;

X: El sentido de voto o abstenciones en los dictámenes
de proyectos de ley o puntos de acuerdo presentados por
las comisiones;

XI. Toda aquella información que sirva para medir la
eficiencia, eficacia, economía, objetividad, profesiona-
lismo y calidad en su desempeño, así como los resulta-
dos que trasciendan en el tejido social;

XII. Mantener actualizada y a disposición del público
solicitante la información;

XIII. La información en versión pública de las declara-
ciones patrimoniales, en los sistemas habilitados para
ello de acuerdo a la normatividad aplicable;

La información antes mencionada deberá estar a disposi-
ción del público, a través de medios remotos o locales de

comunicación electrónica. Los sujetos obligados deberán
tener a disposición de las personas interesadas equipo de
cómputo, a fin de que éstas puedan obtener la información,
de manera directa o mediante impresiones. Asimismo, és-
tos deberán proporcionar apoyo a los usuarios que lo re-
quieran y proveer todo tipo de asistencia respecto de los
trámites y servicios que presten.

Artículo Tercero. Se reforma el inciso a) del numeral 1 del
artículo 113 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 113.

1. La Contraloría Interna, tendrá las siguientes atribucio-
nes:

a) Realizar la auditoría interna del ejercicio del presu-
puesto de egresos de la Cámara. También auditará a los
grupos parlamentarios respecto del ejercicio de los re-
cursos que les sean asignados por la Cámara, quien ha-
rá público el resultado de la misma y de donde se
desprenda detalladamente el uso, destino y estado
actual de los recursos asignados para su funciona-
miento, como fondos, partidas y compensaciones, pa-
ra lo cual deberá presentar un informe semestral.

b) a n)...

2. ...

a) a e)...

3. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. José Luis Antón Alvarado. Economía y Finanzas 18. Mayo de
2014.www.forbes.com.mx/el-país-mas-corrupto-del-mundo. Fecha de
consulta 16 de febrero de 2015.

2. Ídem.
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3. El informe publicado menciona que se otorgaron subvenciones es-
peciales al amparo de acuerdos emitidos en ejercicios anteriores, no
obstante que son autoridad en situaciones excepcionales y tienen el ca-
rácter de únicas para atender asuntos específicos. Periódico La Jorna-
da de fecha 19 de febrero de 2015. Página 7.

4. Disponible en 

http://www.transparencialegislativa.org/slider/prueba-2-slider/. 

5. Bernardino Benito and Francisco Bastida. (2009). Budget Transpa-
rency, Fiscal Performance, and Political Turnout: An International Ap-
proach. Public Administration Review, 69, 403-417.

6. Alex Matheson and Hae-Sang Kwon. (2003). Public Sector Moder-
nisation: A new Agenda. OECD. Journal on Budgeting 3 (1): 7-24.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Luis Alfredo Valles Mendoza, Adriana Elizarraraz Sando-
val, Alfredo Miguel Herrera Deras, Angélica Reyes Ávila, Brenda Ve-
lázquez Valdez, Carmen Victoria Campa Almaral, Daniela de los San-
tos Torres, Emma Margarita Alemán Olvera, Gretel Culin Jaime, J.
Apolinar Casillas Gutiérrez, Jesús Antonio López Rodríguez, Karina
Padilla Ávila, Lorena del Carmen Alfaro García, María Candelaria
Ochoa Ávalos, María del Rosario Rodríguez Rubio, María Eugenia
Ocampo Bedolla, María Guadalupe Cecilia Romero Castillo, Mariano
Lara Salazar, Manuel Alexander Zetina Aguiluz, Salomón Fernando
Rosales Reyes, Soralla Bañuelos de la Torre, Teresa de Jesús Lizárra-
ga Figueroa, Verónica Delgadillo García, Víctor Manuel Silva Tejeda
(rúbricas).» 

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Valles Mendoza. Túrnese a las Comi-
siones Unidas de Transparencia y Anticorrupción, y
de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
para dictamen.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Candelaria, por favor.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Gracias, presidente. Quisiera preguntarle al dipu-
tado Valles si nos permite firmar con él esta iniciativa. En
la fracción ciudadana desde el primer día estamos compro-
metidos con la transparencia y la austeridad. Si me permi-
te, diputado, nos gustaría suscribir su iniciativa.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
El diputado Valles Mendoza da su anuencia.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Muchas gracias.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Y está a su disposición con el trámite que hemos venido si-
guiendo en casos similares.

El diputado Víctor Manuel Silva Tejeda (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul del diputado Víctor Silva, por favor.

El diputado Víctor Manuel Silva Tejeda (desde la curul):
Muchas gracias, presidente. Solamente para pedirle al se-
ñor diputado Alfredo Valles Mendoza si permite que nos
adhiramos a su iniciativa de parte de la fracción parlamen-
taria del PRI, Michoacán.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Ya dio su anuencia el compañero diputado, está a su dispo-
sición aquí en la Mesa Directiva.

La diputada Lorena del Carmen Alfaro García (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Lorena Alfaro, por favor.

La diputada Lorena del Carmen Alfaro García (desde
la curul): Gracias. De igual manera, para pedirle al dipu-
tado si permite que los diputados del Grupo Parlamentario
del PAN nos podamos adherir a su iniciativa, toda vez que
ésta es congruente con lo que ya establece la Ley General
de Transparencia y Anticorrupción; y que abona sin duda al
buen ejercicio de los recursos públicos, particularmente de
este Poder Legislativo que ya es sujeto obligado.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
El señor diputado está de acuerdo Está a su disposición
también la iniciativa aquí en la Secretaría de la Mesa Di-
rectiva. Sonido en la curul de la diputada Gaytán, por fa-
vor.

La diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández (desde
la curul): Al igual mis compañeros diputados y diputadas
anteriores, sumarnos como Grupo Parlamentario del Parti-
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do de la Revolución Democrática a la propuesta presenta-
da por el compañero diputado.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
El diputado está de acuerdo. Está a su disposición aquí en
la Secretaría de la Mesa Directiva.

EXPIDE LA LEY GENERAL DE ESTÍMULOS ECONÓ-
MICOS PARA LAS Y LOS JÓVENES RESIDENTES 
EN TERRITORIO NACIONAL QUE ESTUDIEN EN
INSTITUCIONES PÚBLICAS DE EDUCACIÓN 
MEDIA SUPERIOR DENTRO DE LA REPÚBLICA
MEXICANA

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por diez minutos, la diputada Ariad-
na Montiel Reyes, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que expide la Ley General de Estímulos Económi-
cos para las y los Jóvenes Residentes en Territorio Nacio-
nal que estudien en Instituciones Públicas de Educación
Media Superior, dentro de la república mexicana.

La diputada Ariadna Montiel Reyes: Con su venia, pre-
sidente. La suscrita diputada sin partido, diputada Ariadna
Montiel, integrante de esta LXIII Legislatura, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 77 y 78 del Re-
glamento, someto a la consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General de Estímulos Económicos para las y
los Jóvenes Residentes en el Territorio Nacional que estu-
dien en Instituciones Públicas de Educación Media Supe-
rior, dentro de la república mexicana.

La presente iniciativa tiene por objeto hacer valer el dere-
cho a la educación, ya que la educación es un derecho hu-
mano fundamental. Ya que no solamente cuenta con su pro-
pia justificación jurídica, sino en términos generales, es el
proceso permanente que desarrolla las capacidades físicas,
intelectuales y éticas del ser humano que le permiten inte-
grarse positivamente a la sociedad y al Estado.

En México el derecho fundamental a la educación se en-
cuentra debidamente regulado y tutelado por el artículo 3o
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y la Ley General de Educación, la cual establece que
todos los habitantes del país tienen o deben tener las mis-

mas oportunidades de acceso al sistema educativo nacio-
nal.

Por lo cual, conforme a las disposiciones generales de
nuestro país todos los habitantes de México debemos tener
las mismas oportunidades de recibir educación.

Derivado de la reforma constitucional en materia de los de-
rechos humanos de 2011, en México, nuestra estructura
normativa debe integrar los tratados internacionales que ha
ratificado México en la materia y que reconocen a la edu-
cación como parte de los derechos sociales pertenecientes
a la tercera generación de derechos humanos, como es el
caso del Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales promovido por las Naciones Unidas,
mismo que entró en vigor en 1976 a nivel mundial y que
para el ámbito continental se hizo lo propio a través de la
Declaración Americana sobre Derechos Humanos y me-
diante el Pacto de San José.

Sin embargo, para poder alcanzar la igualdad que estable-
cen estos derechos de tercera generación y el derecho a la
educación plena, es imprescindible reconocer que existe
una amplia y compleja diversidad entre las personas. Por
ello, debe examinarse la situación que guarda el derecho a
la educación en la legislación mexicana, así como la no-
ción de igualdad de oportunidades educativas, temas que
por su importancia deberían impulsarse para su discusión
en la agenda educativa nacional.

La ley exige a los padres que envíen a sus hijos menores de
edad a las escuelas, públicas o privadas, con la finalidad de
que cursen la educación primaria y secundaria obligatoria
para todos; sin embargo, no existe ninguna sanción para el
incumplimiento de este precepto, porque nuestra realidad
va más lejos que solo remediar con sanciones la ley.

Los padres de familia que no cumplen con esta obligación
en su inmensa mayoría, se debe a un conjunto de factores
culturales, sociales, pero principalmente económicos que
impiden hacerlo, por lo que el derecho se invalida. Por eso
es preocupante que no se haya legislado para obligar al Es-
tado a proporcionar a quienes sufren las consecuencias de
estos factores a obtener los apoyos necesarios para contra-
rrestar los efectos negativos de los mismos.

En realidad, las medidas que el Estado ha adoptado con es-
te propósito no han sido generales, universales, plenas, de
libre acceso, como debe ser pensado el derecho humano a
la educación.
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Respecto de la enseñanza media superior, la legislación vi-
gente no precisa el derecho de los individuos a acceder a
ello, en estos niveles el derecho es menos exigible, puesto
que en ley el Estado solo está obligado a promover y aten-
der su desarrollo, en la medida en que sean necesarios pa-
ra el país.

Respecto a la educación universitaria todavía es más grave,
la discusión pública no ha alcanzado consenso ni siquiera
respecto a la gratuidad de la educación universitaria, no
obstante que la ley y tratados internacionales son claros.
Toda la educación que el Estado imparta deberá ser gratui-
ta.

Retomando el eje de esta iniciativa, la igualdad para el ac-
ceso a la educación, es importante señalar lo que concluyó
el Observatorio Ciudadano de Educación, que el ejercicio
del derecho a la educación no se garantiza plenamente si no
se logran eliminar las diferencias entre las oportunidades
de ingresar al sistema escolar y de permanecer en el mis-
mo, que existen entre los grupos sociales y regiones que es-
tán en desventaja.

Este derecho es un concepto más complejo, ya que refiere
al derecho de aprender, efectivamente. La verdadera distri-
bución de oportunidades educativas se alcanza cuando se
igualan las posibilidades de que todos los individuos dedi-
quen a su aprendizaje las mismas dosis de tiempo y esfuer-
zo y obtengan los mismos resultados educativos, indepen-
dientemente de sus habilidades iniciales y de los estratos
sociales a que pertenezcan.

Además de la equidad de la distribución de las oportunida-
des de aprendizaje efectivo, el derecho a la educación com-
prende la equidad, la gratuidad en todos los niveles, la li-
bertad de elección entre las diversas ramas del sistema
educativo, la compensación de las desigualdades para tra-
tar desigualmente a los desiguales y las posibilidades de in-
crementar la permanencia en el sistema educativo a los jó-
venes.

Por lo anteriormente expuesto presento esta iniciativa, que
tiene como finalidad expedir una Ley General de Estímu-
los Económicos para todos y todas las jóvenes y los jóve-
nes residentes en el territorio nacional que estudien en ins-
tituciones públicas de educación media superior de la
República Mexicana.

Confiando que todos los aquí presentes elevemos la altura
de nuestros debates y le apostemos a la educación como

prioridad del Estado, y para ello se incremente la inversión
para generar mayor acceso y permanencia en la educación
media superior a partir de la expedición de esta ley.

Por nuestros jóvenes y por el futuro de nuestro país, mu-
chas gracias. Es cuanto, diputado.

«Iniciativa que expide la Ley General de Estímulos Econó-
micos para las y los Jóvenes Residentes en Territorio Na-
cional que estudien en Instituciones Públicas de Educación
Media Superior dentro de la República Mexicana, a cargo
de la diputada Ariadna Montiel Reyes

La suscrita, diputada Ariadna Montiel Reyes, integrante de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, 72 y 78 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
General de Estímulos Económicos para las y los Jóvenes
Residentes en Territorio Nacional que Estudien en Institu-
ciones Públicas de Educación Media Superior Dentro de la
República Mexicana, con base en lo siguiente:

I. Planteamiento del problema

El derecho a la educación es un derecho humano estableci-
do en la Constitución Política de los Estado Unidos Mexi-
canos, La Ley General de Educación establece que “todos
los habitantes del país tienen o deben de tener las mismas
oportunidades de acceso al sistema educativo nacional”,
con sólo satisfacer las disposiciones generales aplicables
esta aseveración que en sus términos es errónea debe inter-
pretarse como un mandato de que todos los habitantes de
México debemos tener las mismas oportunidades de reci-
bir educación. Sin embargo, para poder alcanzar la igual-
dad, y por tanto un derecho a la educación verdadero, es
imprescindible reconocer que existe una amplia y comple-
ja diversidad entre las personas. Por ello, debe examinarse
la situación que guarda el derecho a la educación en la le-
gislación mexicana, así como la noción de igualdad de
oportunidades educativas, temas que por su importancia
debieran impulsarse para su discusión en la agenda educa-
tiva nacional.

La ley exige a los padres que envíen a sus hijos menores de
edad a las escuelas públicas o privadas, con la finalidad de
que cursen la educación primaria y secundaria obligatoria
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para todos. Sin embargo, no existe ninguna sanción para el
incumplimiento de este precepto. Sin embargo los indivi-
duos o los padres de familia que no cumplan esta obliga-
ción no se debe en la mayoría de los casos a decisiones vo-
luntarias, sino a un conjunto de factores culturales, sociales
o económicos que impiden hacerlo. Por eso es preocupan-
te que tampoco se haya legislado para obligar al Estado a
proporcionar a quienes sufren las consecuencias de estos
factores los apoyos necesarios para contrarrestar los efec-
tos de los mismos. En realidad, las medidas que el Estado
ha adoptado con este propósito no han sido el resultado de
una clara legislación al respecto.

En relación con la oferta educativa, nuestra legislación
obliga a las autoridades educativas a prestar servicios para
que toda la población pueda cursar la educación preescolar,
la primaria y la secundaria además la ley establece ordena-
miento la obligatoriedad de las autoridades a tomar medi-
das tendientes a establecer condiciones que permitan el
ejercicio pleno del derecho a la educación de cada indivi-
duo, una mayor equidad educativa, así como el logro de la
efectiva igualdad de oportunidades de acceso y permanen-
cia en los servicios educativos. Dichas medidas deberán es-
tar dirigidas de manera preferente a los grupos y regiones
con mayor rezago educativo o que enfrenten condiciones
económicas y sociales de desventaja. Sin embargo, el aca-
tamiento de este requerimiento no ha sido exigido por el
Congreso de la Unión ni por los congresos estatales, los
cuales son los poderes ante los cuales las autoridades edu-
cativas están obligadas a rendir cuentas de su gestión.

Respecto de la enseñanza media superior la legislación vi-
gente no precisa el derecho de los individuos a acceder a
ella; en estos niveles el derecho es menos exigible puesto
que el Estado sólo está obligado a “promover y atender” su
desarrollo en la medida en que sean necesarios para el de-
sarrollo del país. La discusión pública no ha alcanzado
consenso respecto a la gratuidad de la educación universi-
taria en virtud de las complejidades que la expresión “toda
la educación que el Estado imparta será gratuita” al res-
pecto es importante señalar que un estudio presentado por
el observatorio ciudadano de educación señala que el ejer-
cicio del derecho a la educación no se garantiza plenamen-
te cuando sólo se eliminan las diferencias entre las oportu-
nidades de ingresar al sistema escolar y de permanecer en
el mismo que existen entre los grupos sociales y regiones
que están en desventaja. Este derecho es un concepto más
complejo, ya que también se refiere al derecho de aprender
efectivamente. La verdadera distribución de oportunidades
educativas se alcanza cuando se igualan las probabilidades

de que todos los individuos que dediquen a sus aprendiza-
jes las mismas dosis de tiempo y esfuerzo puedan obtener,
si así lo eligen en libertad, los mismos resultados educati-
vos, independientemente de sus habilidades iniciales y de
los estratos sociales a que pertenezcan. 

Si aceptamos que no hay ninguna razón para justificar que
las habilidades de los individuos se distribuyan desigual-
mente entre las diferentes regiones del país, esperaríamos
que el acceso al sistema escolar y la permanencia en el mis-
mo se repartiesen de la misma manera en todas las regio-
nes. Sin embargo, en el Foro sobre las Plataformas Educa-
tivas de los Partidos Políticos, que fue organizado en el año
2000, se llegó a la conclusión, que si bien es cierto que la
demanda por educación primaria está virtualmente satisfe-
cha, también lo es que algunos niños cursan grados escola-
res inferiores a los que teóricamente corresponderían a sus
respectivas edades. Lo más preocupante es que este pro-
blema se acentúa en las entidades federativas que tienen los
mayores niveles de marginalidad. Además, hay evidencia
de que los coeficientes de satisfacción de la demanda po-
tencial correspondientes a la educación secundaria, prepa-
ratoria y superior se correlacionan inversamente con los ni-
veles de marginalidad de las entidades federativas; lo que
representa una fuerte inequidad en la distribución regional
de las oportunidades de ingresar al sistema escolar, y en las
de permanecer en el mismo. Por otra parte, si todos los in-
dividuos estuviesen en las mismas circunstancias cultura-
les, sociales y económicas, el esfuerzo que estarían dis-
puestos a realizar para adquirir su educación y por tanto los
resultados educativos del sistema se distribuiría aleatoria-
mente. Sin embargo, es bien sabido que las desigualdades
inherentes al sistema económico y social impiden el cum-
plimiento de este supuesto, además de que pesan en el ren-
dimiento escolar, situación que se observa en el reporte so-
bre los resultados del PISA 2000 (siglas inglesas del
Programa para la Evaluación Internacional de Estudiantes,
con base en muestras representativas de jóvenes de 15 años
de edad, interesantes hallazgos surgieron a través de com-
parar la situación en que se encuentra nuestro país, a dife-
rencia de algunos otros que se encuentran en similares cir-
cunstancias . Esos hallazgos, muestran las relaciones que
existen entre algunas variables independientes como el es-
tatus socioeconómico de la familia, la riqueza de la misma
y sus posesiones culturales. Además de la equidad en la
distribución de las oportunidades de aprendizaje efectivo,
el derecho a la educación comprende otras dimensiones: a)
la equidad en la distribución de los principales insumos de
los que depende el aprendizaje (principalmente la calidad
de los maestros); b) la gratuidad del servicio educativo
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(que debe ser total en los niveles básicos; c) la libertad de
elección entre las diversas ramas del sistema educativo, lo
que implica una oferta razonablemente amplia de ellas en
todo el territorio del país; y d) la compensación de las des-
igualdades para tratar desigualmente a los desiguales (por
ejemplo, proporcionando a los grupos indígenas que no ha-
blan español modelos adecuados a sus condiciones lingüís-
ticas y culturales). Es claro, en consecuencia, que para lo-
grar el pleno ejercicio del derecho a la educación México
tiene todavía la necesidad de hacer una fuerte inversión 

II. Fundamentación legal

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto que crea la Ley General de Estímulos Econó-
micos para las y los Jóvenes Residentes en Territorio
Nacional que Estudien en Instituciones Públicas de
Educación Media Superior dentro de la República Me-
xicana

Artículo Único. Se expide la Ley General de Estímulos
Económicos para las y los Jóvenes Residentes en Terri-
torio Nacional que Estudien en Instituciones Públicas
de Educación Media Superior dentro de la República
Mexicana para quedar como sigue:

Ley General de Estímulos Económicos para las y los
Jóvenes Residentes en Territorio Nacional que Estudien
en Instituciones Públicas de Educación Media Superior
dentro de la República Mexicana

Capítulo I
De los estímulos económicos para las y los jóvenes re-
sidentes en territorio nacional que estudien en institu-
ciones públicas de educación media superior dentro de

la República Mexicana

Artículo 1.- Las y los jóvenes residentes en la República
Mexicana, que estudien en instituciones públicas de educa-
ción media superior ubicadas dentro del Territorio Nacio-
nal, tendrán derecho a recibir del Gobierno Federal, un es-
tímulo económico cuyo monto dependerá del desempeño
escolar del estudiante, de acuerdo con el siguiente tabula-
dor:

Promedio Monto
Mensual

6.00 a 7.50 $500.00 
7.51 a 9.00 $600.00 
9.01 a 10.00 $700.00 

El estímulo será extensivo a los beneficiarios egresados del
bachillerato que cursen con regularidad el primer año de la
Educación Superior en Instituciones Públicas al interior de
la República Mexicana.

Artículo 2. Tendrán derecho al estímulo económico referi-
do en el artículo inmediato anterior, las y los jóvenes que
residan en el territorio nacional y cumplan con los siguien-
tes requisitos:

I. Estar inscritos en instituciones públicas de educación
media superior ubicadas dentro de la República Mexi-
cana.

II. Que habiendo sido beneficiarios egresados del ba-
chillerato, cursen el primer año de la educación superior
en instituciones públicas al interior de la República Me-
xicana.

III. Ser alumno regular de acuerdo con los planes y pro-
gramas de estudio correspondientes.

IV. Acreditar la residencia efectiva en Territorio Nacio-
nal.

V. No contar con beca o apoyo económico similar de
otras instituciones públicas o privadas.

VII. Desarrollar actividades sociales y/o comunitarias,
equivalentes a ocho horas al mes, preferentemente en la
colonia donde residan, durante la vigencia del estímulo
económico.

El gobierno federal deberá revisar previo otorgamiento del
estímulo económico, la documentación necesaria en un
plazo no mayor de treinta días hábiles.

Artículo 3. La Secretaría de Educación deberá elaborar y
actualizar anualmente el padrón de beneficiarios, el cual
será remitido al presidente de la República.

Dicho padrón, deberá ser entregado por el presidente de la
República al Congreso de la Unión, para que este pueda ser
auditado por la Auditoría Superior de la Federación.
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Artículo 4. El presidente de la República deberá incluir en
el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, la
asignación que garantice, efectivamente, el derecho a este
estímulo económico para las y los jóvenes que cumplan
con los requisitos de esta ley.

Asimismo, el presidente de la República, deberá garantizar
el pago oportuno de las obligaciones a las que se refiere es-
ta ley.

Artículo 5. La Cámara de Diputados deberá aprobar, en el
decreto de presupuesto anual, el monto suficiente para ha-
cer efectivo este derecho.

Artículo 6. La forma como se hará valer el estímulo eco-
nómico, la verificación de la residencia, la elaboración y
actualización permanente del padrón de beneficiarios y de-
más requisitos y procedimientos necesarios para el ejerci-
cio del derecho establecido en esta ley, se fijara en el re-
glamento correspondiente, cumpliendo con los plazos
establecidos.

Capítulo II
Sanciones

Artículo 7. Los servidores públicos, responsables de la eje-
cución de esta Ley, que no cumplan con la obligación de
actuar con apego a los principios de igualdad universalidad
e imparcialidad, incurrirán en falta grave y serán sanciona-
dos conforme a los ordenamientos legales aplicables.

Asimismo, los servidores públicos no podrán en ningún ca-
so condicionar o negar el otorgamiento del estímulo eco-
nómico, ni podrán emplearlo para hacer proselitismo parti-
dista, en caso contrario, serán sancionados de acuerdo a lo
establecido en el párrafo anterior.

Artículo 8. La persona que proporcione información falsa
o no cumpla con los requisitos para solicitar el estímulo
económico, o para conservarla pagará una multa equiva-
lente a los 50 días de salario mínimo vigente en la Repú-
blica Mexicana.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal tendrá un plazo no
mayor a ciento ochenta días a partir de la entrada en vigor
de esta ley para expedir su Reglamento

Palacio Legislativo, a 15 de octubre de 2015.— Diputados: Ariadna
Montiel Reyes, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Blandina Ramos
Ramírez, Brenda Velázquez Valdez, Cuitláhuac García Jiménez, Delfi-
na Gómez Álvarez, Guadalupe Hernández Correa, Irma Rebeca López
López, J. Apolinar Casillas Gutiérrez,  Jesús Antonio López Rodrí-
guez, Karen Hurtado Arana, María Candelaria Ochoa Ávalos, María
del Rosario Rodríguez Rubio, Sandra Luz Falcón Venegas (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Montiel Reyes. Túrnese a la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos, para
dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión.

La diputada Alicia Barrientos Pantoja (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Barrientos, por favor.

La diputada Alicia Barrientos Pantoja (desde la curul):
Presidente, para pedirle a la diputada Ariadna Montiel su-
marme a su iniciativa, debido a que Morena ha presentado
también una iniciativa referente a educación, en donde con
esto estamos llevando a cabo la obligatoriedad de la edu-
cación media superior.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
La diputada Ariadna está de acuerdo, está a su disposición
aquí en la Secretaría de la Mesa Directiva.

La diputada Karen Hurtado Arana (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Karen Hurtado, por favor.

La diputada Karen Hurtado Arana (desde la curul): Sí,
presidente, muchas gracias. Únicamente también para pe-
dirle a la diputada Ariadna Montiel me permita suscribirme
a su iniciativa, ya que en verdad urgen medidas suficientes
para precisar el derecho a la educación de los jóvenes, y ló-
gicamente también para obtener la gratuidad de la misma.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
La diputada ha dado su anuencia, está a su disposición aquí
en la Secretaría de la Mesa.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Presidente. 

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Delfina Gómez Álvarez,
por favor.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Gracias, presidente. Efectivamente, también pedirle a la
diputada Ariadna nos permita sumarnos como fracción
Morena a este legítimo derecho que tienen estos jóvenes y
que ojalá y que se logre esta propuesta y que no sea solo un
discurso. Enhorabuena, diputada y nos adherimos, si nos
permites, a esta propuesta que haces. Muchas gracias.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
La diputada está de acuerdo y está a su disposición aquí en
la Secretaría de la Mesa Directiva.

Saludamos a los integrantes del honorable ayuntamiento de
Tetela de Ocampo, invitados por el diputado José Lorenzo
Rivera Sosa. Así como también a alumnos de la Universi-
dad Autónoma de México, de la Facultad de Derecho, in-
vitados por el diputado Jorge Triana Tena.

LEY ADUANERA

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada
Adriana Terrazas Porras, del Grupo Parlamentario del PRI,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 59 y adiciona un artículo 59-C a la Ley
Aduanera.

La diputada Adriana Terrazas Porras: Con su venia,
diputado presidente. Compañeros diputados, en la frontera
norte del país un gran número de mexicanos depende de las
actividades agrícolas y requieren de vehículos para des-
arrollar sus labores.

Ante la difícil situación económica que vive la gente de es-
casos recursos, se ve obligada a comprar unidades extran-
jeras.

La importación de vehículos usados, en especial permite
fortalecer la economía de las familias humildes, contribuye
a solucionar las necesidades de transportación de personas
de escasos recursos que se ven imposibilitadas de adquirir
un auto nuevo en el mercado nacional.

Un gran número de autos se emplean en pro del agro me-
xicano. Es decir, las familias se valen de automóviles im-
portados para realizar sus actividades productivas, lo cual
facilita que la región fronteriza del norte del país pueda ser
más competitiva.

Ahora bien, el Tratado de Libre Comercio de América del
Norte establece que a partir del 1 de enero del año 2009 y
gradualmente hasta el año 2019 México no podrá adoptar
ni mantener una prohibición o restricción a la importación
de vehículos originarios usados provenientes de estados de
Canadá o de Estados Unidos de América, ello con la inten-
ción de eliminar barreras comerciales, promover la inver-
sión y fortalecer la economía nacional para ser más com-
petitivos.

En efecto, la finalidad propiamente es la generación de
nuevos empleos basados en los diversos sectores de servi-
cios y oficios en torno a dicha actividad. Esto pone de ma-
nifiesto una regulación flexible, por tanto claramente se
comprende que esta actividad no significa en ningún mo-
mento una afectación a la industria automotriz de nuestro
país, ni afecta a las armadoras nacionales.

Desafortunadamente la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público ha mostrado insensibilidad ante tal situación, pues-
to que ha endurecido las reglas para que se sigan impor-
tando vehículos usados.

La estricta regulación ha propiciado que se perjudique a un
gran número de familias, el sector está a la orilla del abis-
mo, toda vez que se ha desfavorecido a más del 80 por
ciento de las actividades comerciales del ramo. Es decir,
con ello se ha perjudicado a toda una cadena de valor con-
formada por lotes de autos, refaccionarias, talleres, mecá-
nicos, carroceros, pintores, tapiceros, yonkeros, llanteros,
vidrieros, mofleros, agencias aduanales, personal de trámi-
te, por citar algunos.

Cabe mencionar, que el pasado 31 de diciembre de 2014,
mediante decreto emitido por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración, se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2015 la im-
portación definitiva de autos usados, las disposiciones re-
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gulatorias que mantienen vigente este decreto han propi-
ciado controversias, puesto que se contradice lo estableci-
do en el artículo 133 de la Constitución, toda vez que el de-
creto es un acto administrativo que no puede estar por
encima de un tratado internacional.

Como consecuencia de las contradicciones, un importante
número de interesados o afectados, se vieron en la impe-
riosa necesidad de promover y recurrir al amparo y protec-
ción de la justicia de la unión, logrando que los amparos les
fueran otorgados, posibilitándoles así la importación de ve-
hículos conforme al Tratado de Libre Comercio de Améri-
ca del Norte.

Ante tal situación, gremios y asociaciones, diversos servi-
cios, igual que organizaciones campesinas que se han vis-
to perjudicadas por el decreto de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, han sostenido reuniones de trabajo con
funcionarios gubernamentales de distintas dependencias,
entre las que se encuentran Economía, Hacienda, princi-
palmente, a fin de lograr acuerdos destacando:

1. Tomar como base de cálculo para el pago del impuesto
el valor de la factura de compra. 

2. Acreditar con el número de identificación vehicular el
origen del vehículo, sustituyendo al certificado de origen
cómo se maneja actualmente y la importación de vehículos
usados fronterizos. 

Cabe comentar que los vehículos usados para su importa-
ción son previamente revisados en su estatus técnico, me-
cánico y de sistema, lo cual para su venta obliga a verificar
y a acreditar que están en condiciones óptimas, por tanto,
no significa una afectación al medio ambiente en emisiones
contaminantes. 

Ante los argumentos esgrimidos nos podemos dar cuenta,
compañeras y compañeros diputados, que necesitamos res-
paldar a las familias que viven en la franjas fronterizas del
norte del país para que sigan generando ingresos económi-
cos de subsistencia para sus hogares, y a la vez, debemos
fortalecer la economía y la competitividad de esta zona,
misma que de manera significativa aporta al desarrollo de
todo México.

Con ese espíritu, someto a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con su fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71 fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6 numeral 1,

fracción I, 76 numeral 1, fracción II, 77 numeral 1 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados conforme a lo si-
guiente y concluyo.

Proyecto de decreto, único. Se adiciona un segundo párra-
fo al artículo 59, fracción II del artículo 59 C Ley Aduane-
ra, para quedar de los siguientes términos.

Artículo 59. Quienes importen mercancías deberán cumplir
sin prejuicio de las demás obligaciones previstas por esta
ley con las siguientes: 

Fracción segunda, párrafo. Para importación definitiva de
vehículos usados en la franja o región fronteriza en el inte-
rior del país, el número de identificación vehicular se po-
drá utilizar como elemento de identificación y acreditación
del origen. 

Articulo 59 C y los artículos transitorios primero, segundo
y tercero. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 59 y adiciona el 59-C a
la Ley Aduanera, a cargo de la diputada Adriana Terrazas
Porras, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Adriana Terrazas Porras, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, en la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6 numeral 1, fracción I,
76 numeral 1, fracción II, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta Asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 59 frac-
ción II y el artículo 59-C de la Ley Aduanera, en materia
de importación de autos usados, de conformidad con la si-
guiente:

Exposición de Motivos

Un gran número de mexicanos que dependen de activida-
des agrícolas requieren de vehículos para desarrollar sus
actividades, y es la difícil situación económica que vive el
país desde hace muchos años la que empuja a la gente de
escasos recursos a comprar unidades extranjeras.

En especial, la importación de vehículos usados ha contri-
buido a solucionar las necesidades de transportación de
personas de escasos recursos que se ven imposibilitadas de
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adquirir un auto en el mercado nacional, reitero: sobre to-
do en el medio rural.

Particularmente, en la frontera norte del país hay diversos
asuntos que son prioritarios de atender para fortalecer la
economía de las familias que habitan en dicha zona fronte-
riza, así como para lograr que esta región del país pueda ser
más competitiva.

Desafortunadamente la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público ha mostrado insensibilidad ante tal situación, pues-
to que ha endurecido las reglas para que se sigan impor-
tando vehículos usados, lo cual trae como consecuencia
que se perjudique a un gran número de familias. La estric-
ta regulación ha propiciado que el sector este a la orilla del
abismo, toda vez que se ha desfavorecido a más del 80 por
ciento de las actividades comerciales del ramo; es decir,
con ello se ha perjudicado a toda una cadena de valor con-
formada por lotes de autos, refaccionarias, talleres mecáni-
cos, carroceros, pintores, tapiceros, yonkeros, llanteros, vi-
drieros, mofleros, agencias aduanales, personal de trámite,
por citar algunos.

En sí, empresarios del giro que se han dedicado por dece-
nas de años a la importación de vehículos usados, han im-
pulsado mesas de trabajo con distintas autoridades a efecto
de que sean atendidos y escuchados, puesto que claramen-
te lo único que pretenden es que se les permita trabajar y se
les brinden las condiciones idóneas para ello; ya que su ac-
tividad comercial –la comercialización de los autos en co-
mento– les otorga la obtención de ingresos económicos pa-
ra el sustento de sus hogares. De igual manera han
enfatizado que propician una importante derrama económi-
ca, toda vez que fortalecen las actividades y servicios que
se generan entorno a dicho rubro.

Ante el endurecimiento de las normas que regulan la im-
portación de vehículos usados, en su momento distintas or-
ganizaciones campesinas buscaron la oportunidad de aban-
derar la demanda de miles de personas cuyo patrimonio se
ha visto en riesgo por la posibilidad de decomiso de estos
automóviles por parte de las autoridades federales.

En consecuencia, dichas circunstancias están haciendo
agonizar a las empresas y asociaciones dedicadas a la ven-
ta de autos usados en la región fronteriza, afectando extre-
madamente a miles de familias, y principalmente, como ya
se mencionó, a las personas de escasos recursos, ya que no
pueden cumplir con todas los requisitos para la importa-
ción de dichos vehículos.

Ahora bien, el Tratado de Libre Comercio de América del
Norte, TLCAN, que entró en vigor el 1 de enero de 1994,
establece que a partir del primero de enero de 2009 y gra-
dualmente hasta 2019, México no podrá adoptar ni mante-
ner una prohibición o restricción a la importación de vehí-
culos originarios usados, provenientes de territorio de
Canadá o de Estados Unidos de América, en función del
año modelo de antigüedad de los vehículos, conforme a sus
Anexos 300-A, Apéndice 300-A.2, párrafo veinticuatro;
ello con la intención de eliminar barreras comerciales, pro-
mover la inversión y fortalecer la economía nacional para
ser más competitivos, es decir, la finalidad propiamente es
la generación de nuevos empleos basados en los diversos
sectores de servicios y oficios entorno a dicha actividad.

Por su parte, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
publicó en el Diario Oficial de la Federación, con fecha 28
de febrero de 1994, la disposición complementaria conoci-
da como “Resolución que establece el Mecanismo para ga-
rantizar el pago de contribuciones en mercancías sujetas a
precios estimados”, en la cual se determina entre otras, el
pago de las contribuciones para la importación de autos
usados; su última actualización fue de fecha treinta de ene-
ro de 2015.

De igual manera se han emitido Reglas Generales de Co-
mercio Exterior, a través de las cuales se prescriben las me-
didas que el Servicio de Administración Tributaria debe
observar en materia de comercio exterior; dentro de éstas
se determina lo referente a la materia de vehículos usados
y nuevos. Las reglas en comento fueron publicadas en su
última actualización el 7 de abril de 2015 en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Resulta importante destacar que, en cuanto a la importa-
ción de vehículos usados, el Tratado de Libre Comercio de
América del Norte pone de manifiesto una regulación fle-
xible, por tanto, claramente se comprende que ésta activi-
dad no significa en ningún momento una afectación a la in-
dustria automotriz de nuestro país ni afecta a las armadoras
nacionales, puesto que básicamente la gente que adquiere
vehículos usados son personas que no tienen la posibilidad
de comprar un vehículo automotor nuevo, toda vez que su
poder adquisitivo es muy limitado, es decir, son personas
de escasos recursos que no forman parte del segmento de
clientes de la industria automotriz mexicana.

Cabe mencionar que el pasado 31 de diciembre de 2014,
mediante Decreto emitido por la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
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ración, se prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2015 la im-
portación definitiva de autos usados; entre las disposicio-
nes regulatorias que mantiene vigentes éste decreto, desde
el 1 de julio de 2011, y que han propiciado controversia en
los interesados se encuentra lo establecido en su artículo 3,
el cual versa que en la importación definitiva al país de ve-
hículos usados bajo trato arancelario preferencial previsto
en los tratados de libre comercio y acuerdos comerciales de
los que México es parte, el importador deberá presentar an-
te la autoridad aduanera, el certificado de origen válido o el
documento comprobatorio de origen que corresponda al
momento de la importación, los cuales deberán estar debi-
damente requisitados, con información directamente pro-
porcionada por la compañía armadora del vehículo de que
se trate, anexando el certificado o documento expedido por
dicha compañía con base en el cual se obtuvo información
respecto del origen del vehículo, y en caso de no contar con
el certificado o documento expedido por la compañía ar-
madora, el importador deberá presentar una declaración
por escrito, bajo protesta de decir verdad, suscrita por la
compañía armadora, en la que manifieste que el vehículo
usado que se pretende importar fue fabricado, manufactu-
rado o ensamblado como un bien originario.

Al respecto es menester resaltar que el TLCAN en su capí-
tulo V, artículo 501, párrafo 4, señala que “ninguna de las
disposiciones se interpretará como obligación del produc-
tor de proporcionar un certificado de origen al exportador”.
Por tal motivo, a todas luces se observa que el Decreto en
comento –el cual es un acto administrativo que no puede
estar por encima de un Tratado Internacional– contradice lo
establecido en el artículo 133 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Lo manifestado permite comprender que es prácticamente
imposible acreditar el requisito de –certificado de origen–,
toda vez que al comercializar un vehículo usado, el docu-
mento que se utiliza para la enajenación o transacción es
propiamente la factura y, previo al 2010, en ésta no se in-
cluía información que permitiera conocer el nivel o grado
del contenido nacional del país en el que fue armado o, en
su caso, el “origen del vehículo”.

En este tenor, el propio instrumento internacional estable-
ce en el mismo artículo 501 capítulo V que, en caso de que
el exportador no sea el productor del bien, podrá llenar y
firmar el certificado de origen considerando tres supuestos:

a) Su conocimiento respecto de sí el bien califica como ori-
ginario;

b) La confianza razonable en la declaración escrita del pro-
ductor de que el bien califica como originario, o

c) Un certificado que ampara el bien, llenado y firmado por
el productor y proporcionado voluntariamente al exporta-
dor.

Como consecuencia de la contradicción que se exhibe por
el decreto emitido por la SHCP, un importante número de
interesados –afectados– se vieron en la imperiosa necesi-
dad de promover y recurrir al amparo y protección de la
justicia de la unión, logrando que los amparos les fueran
otorgados, toda vez que el Derecho les asistía para obtener
la suspensión del acto de autoridad; posibilitándoseles así
la importación de los vehículos conforme al TLCAN, aun
y cuando dicho beneficio debiese ser sin recurrir a la pro-
tección del amparo, puesto que los requisitos fueron pun-
tualmente establecidos en el tratado internacional.

Ahora bien, lo referente al conocimiento respecto de si el
bien califica como originario, puede requisitarse mediante
el número de identificación vehicular, NIV, el cual se com-
pone por diversos dígitos como lo son lugar de origen, año
de fabricación, marca, modelo; mismo que permite identi-
ficar el vehículo y que la misma autoridad hacendaria lo
acepta como identificación válida, tal y como lo plantea el
capítulo 3.5 de las Reglas de Carácter General en Materia
de Comercio Exterior para 2014 y sus anexos 10 y 21, pu-
blicadas el 29 de agosto de 2014 en el DOF. Esto cierta-
mente llama la atención porque exhibe que la autoridad
mexicana en su momento demostró en el propio Decreto,
su insensibilidad y burocratismo ensanchando la tramito-
logía al exigir el certificado de origen válido o el docu-
mento comprobatorio de origen firmado por la compañía
armadora.

En efecto, el sistema jurídico mexicano permite que a tra-
vés de un tratado internacional se establezcan aspectos y
mecanismos para determinar, en el caso de la materia de
comercio, los requisitos para la importación y o exporta-
ción de mercancías, y para esta circunstancia es como tal:
válido a los vehículos usados.

Ante tal situación, gremios y asociaciones de diversos ser-
vicios que se han visto perjudicados por el Decreto de la
SHCP, al igual que las organizaciones campesinas como ya
se mencionó, también han sostenido reuniones de trabajo
con funcionarios gubernamentales de distintas dependen-
cias, entre las que se encuentran, economía y hacienda
principalmente, a fin de lograr acuerdos que permitan eli-
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minar aspectos que perjudican a un gran número de fami-
lias que subsisten gracias a los servicios y empleos que se
generan en relación a la importación de vehículos usados
en la franja fronteriza del país. En dichas reuniones se han
expuesto soluciones claras a la problemática, mimas que se
enumeran:

1) Tomar como base de cálculo para el pago de impues-
tos el valor de factura de compra.

2) Acreditar con el NIV el origen del vehículo, sustitu-
yendo el certificado de origen, como se maneja actual-
mente en la importación de vehículos usados fronteri-
zos.

3) Permitir la importación de vehículos hasta 15 años de
antigüedad.

4) Facilitar la certificación de todo proveedor america-
no de TLCAN (agencias de autos, lotes de autos, asegu-
ranzas, compañías y particulares), ante el SAT, estando
ésta a nombre del importador.

5) Que sean los gobiernos municipales o estatales los
que emitan el certificado que garantiza las condiciones
físico-mecánicas que requiere un vehículo para circular
en el país, como lo exige la norma NOM-041-Semarnat.

6) Que no se restrinjan a la importación de autos y ca-
miones con motor diesel, por su peso, forma, equipa-
miento o tipo de servicios.

7) Reabrir durante ocho horas las operaciones de la
Aduana en la franja fronteriza norte del país para la im-
portación de automóviles usados.

8) Que las asociaciones de representantes de importado-
res y/o vendedores de auto usados participen como ór-
ganos de consulta en las mesas de trabajo intersecreta-
rial, con base a su experiencia a fin de eficientar las
reglas de operación.

Es fundamental destacar que la gente de la franja fronteri-
za que comúnmente adquiere un vehículo usado, lo hace
porque sus ingresos económicos son pocos y no le permi-
ten comprar uno nuevo de agencia; los autos usados im-
portados en la frontera norte son esencialmente más eco-
nómicos y permiten emplearse para actividades en pro del
agro mexicano, lo cual facilita el fortalecimiento de la eco-
nomía de las familias humildes.

Aquí resulta fundamental comentar que los vehículos usa-
dos, para su importación, son previamente revisados en su
estatus técnico, mecánico y de sistema, lo cual para su ven-
ta obliga a verificar y acredita que están en condiciones óp-
timas, por lo que no afectan el medio ambiente en emisión
de contaminantes.

En razón de las ideas planteadas, es necesario adecuar la
norma interior del país, a fin de que nuestras leyes federa-
les se armonicen al marco internacional donde México par-
ticipa como parte, específicamente al Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte. Por lo expuesto y fundado,
someto a consideración de esta honorable soberanía, la
presente iniciativa, con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 59, frac-
ción II, y el artículo 59-C de la Ley Aduanera, para quedar
en los siguientes términos:

Artículo 59. Quienes importen mercancías deberán cum-
plir, sin perjuicio de las demás obligaciones previstas por
esta ley, con las siguientes:

I. …

II. …

Para la importación definitiva de vehículos usados
en la franja o región fronteriza e interior del país, el
Número de Identificación Vehicular se podrá utilizar
como elemento de identificación y acreditación del
origen. 

Artículo 59-C. En la importación definitiva de autos
usados en la franja o región fronteriza e interior del pa-
ís, que provengan de Estados Unidos de América o Ca-
nadá, la Secretaría a través del Servicio de Administra-
ción Tributaria tomará como base gravable el valor de
factura de compra del auto.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor a partir del
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que exijan
mayores requisitos a los previstos por los artículos 501,
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503 y 504 del Tratado de Libre Comercio de América del
Norte, relacionados a los certificados de origen, respecto a
la importación de autos usados provenientes de los Estados
Unidos de América o Canadá.

Tercero. Quedan sin efectos las disposiciones del anexo 2
de la Resolución que establece el mecanismo para garanti-
zar el pago de contribuciones en mercancías sujetas a pre-
cios estimados por la Secretaria de Hacienda y Crédito Pú-
blico, en materia de importación de autos usados. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de octubre de
2015.— Diputados: Adriana Terrazas Porras, Ramón Bañales Aram-
bula (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Terrazas Porras. Túrnese a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público para dictamen.

Tiene el uso de la tribuna hasta por cinco minutos el dipu-
tado José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo Parlamen-
tario de Acción Nacional, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 4 Bis de la Ley
para la Transparencia y ordenamiento de los servicios fi-
nancieros. Parece que no se encuentra en el pleno.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Entonces procedemos a darle el uso de la palabra, hasta por
cinco minutos, a la diputada Maricela Contreras Julián, del
Grupo Parlamentario del PRD, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 16 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Maricela Contreras Julián: Con el permiso
de la Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores.
Esta soberanía tiene un enorme reto y trabajo en materia de
derechos humanos, circunstancia que nos obliga a actuar
con mucha responsabilidad, honestidad y sobre todo con
un enorme sentido de congruencia de nuestra palabra y de
nuestros hechos.

Esas razones son las que nos llevan a proponer, como Gru-
po Parlamentario del PRD, la derogación de la figura del
arraigo, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, pues se trata de un esquema de retroceso que
atenta claramente contra la presunción de inocencia y es
una aberración jurídica dentro del sistema de protección de
los derechos fundamentales que actualmente contempla
nuestro orden normativo.

Existen cientos de testimonios de víctimas de arraigo que
han evidenciado los peligros que esta práctica significa y
existen recomendaciones internacionales que exigen que se
derogue.

Se han documentado casos de personas arraigadas que nun-
ca saben de qué se les acusa; sufren golpes o confinamien-
to con tal de que se declaren culpables o que incriminen a
personas de las que jamás han oído hablar. Además ha pro-
piciado la tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes.

Tan sólo en el sexenio anterior alrededor de 8 mil personas,
con datos de las organizaciones de la sociedad civil fueron
arraigadas bajo orden federal, lo que sin duda constituye un
amplio universo de personas que sufrieron de manera di-
recta por parte de las autoridades actos que atentan contra
sus derechos fundamentales.

En el actual gobierno se han tenido más de 900 casos de
arraigo y su ineficacia para la acción penal ha quedado de
manifiesto. Por ejemplo, en el caso de ex gobernador Gra-
nier o en el arraigo de El Mechito, que hasta ahora la PGR
no ha podido fincarles una responsabilidad penal, o en el
caso de Iguala, que a pesar de haber arraigado a diversas
personas, no hay resultados de justicia en este tema.

Hasta ahora el gobierno federal y algunos gobiernos loca-
les han justificado el uso de esta figura escudándose en la
lucha contra el narcotráfico o que se está protegiendo a la
ciudadanía de la inseguridad.

El arraigo de ninguna manera puede ser un instrumento pa-
ra avalar o para velar por la seguridad y la justicia, ya que
su uso sólo generan nuevas víctimas, independientemente
de que tengan o no responsabilidad en los delitos que se le
imputan.

El arraigo constituye además una decisión discrecional del
ministerio público, ya que para su aplicación éste no cuen-
ta con ningún parámetro para solicitarlo a la autoridad ju-
dicial, y el juez tampoco cuenta con elementos objetivos
para otorgarlo o negarlo, puesto que no se requiere docu-
mentar ninguna acusación ni contar con pruebas convin-
centes para plantear una orden de arraigo.
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Estas consideraciones nos llevan a proponer la derogación
de la figura de arraigo para evitar una esquizofrenia jurídi-
ca en nuestra Constitución y no andar con medias tintas en
el respeto de los derechos humanos.

No podemos permitir que existan principios tan importan-
tes como presunción de inocencia, progresividad de dere-
chos y apelación de normas que en mayor medida benefi-
cian a las personas, y por el otro, contemplar figuras que
violan sistemáticamente los derechos humanos como es el
caso del arraigo.

Por ello proponemos una iniciativa para derogar el arraigo,
ya que es una figura que simbolice le abuso de autoridad,
la arbitrariedad del Estado, y un atentado contra los dere-
chos humanos.

Anuncio además, que vamos a solicitarle respetuosamente
al Senado de la República que devuelva la minuta de re-
formas constitucionales donde se aprobó por la anterior le-
gislatura, reducir los días en los que una persona pudiera
ser arraigada, ya no son 40 días con posibilidad de am-
pliarlo de acuerdo a lo aprobado en esta soberanía, sino son
20 con posibilidad de ampliarlo.

Para esto pediremos el apoyo de organizaciones de la so-
ciedad civil y de la academia, además de los organismos in-
ternacionales de derechos humanos, que se han manifesta-
do en contra de que el arraigo se encuentre en nuestro
orden constitucional.

Nuestra propuesta es que se devuelva la minuta con la de-
rogación total de la figura, no podemos solapar actitudes
que escatimen el respeto de los derechos fundamentales,
debemos ser congruentes y actuar en consecuencia. Es
cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

Argumentos

Juristas destacados en todo el país coinciden en señalar que
un Estado Democrático de Derecho debe contar con el re-
conocimiento y acceso pleno de derechos de los sujetos
procesales y un funcionamiento efectivo del sistema de jus-
ticia penal.

En nuestra Constitución, esta premisa se buscó introducir a
través de la reforma penal con disposiciones para imple-
mentar el sistema acusatorio, el fortalecimiento del debido
proceso legal respetando la presunción de inocencia; sin
embargo se introdujo una figura que contraría de tajo todas
estas disposiciones: El arraigo.

Existen cientos de testimonios de las víctimas de arraigo,
que han evidenciado los peligros que esta práctica signifi-
ca, incluso existen recomendaciones Internacionales que
sugieren que se derogue; se han documentado casos de per-
sonas arraigadas que nunca saben de qué se les acusa, su-
fren golpes, ahogamiento o confinamiento con tal de que se
declaren culpables o que incriminen a personas de las que
jamás han oído hablar.

Tan sólo en el sexenio anterior, alrededor de 8 mil personas
fueron arraigadas bajo orden federal, lo que sin duda cons-
tituye un amplio universo de personas que sufrieron de ma-
nera directa por parte de la autoridad, actos que atentan
contra sus derechos fundamentales.

Hasta ahora el gobierno federal y algunos gobiernos loca-
les han justificado el uso de esta figura escudándose en la
lucha contra el narcotráfico o que se está protegiendo a la
ciudadanía de la inseguridad; sin embargo, en esos opera-
tivos contra el crimen organizado priva una grave discri-
minación contra ciertos ciudadanos en razón de su forma
de vestir, de sus rasgos físicos o de su domicilio, ya que
también existe una inmensidad de policías desesperados
por cumplir con cuotas de detenidos ante sus mandos, y la
Constitución autoriza al Ministerio Público a solicitar una
orden de arraigo ante una simple sospecha, y a muchos ya
detenidos, estas autoridades, procuran que acaben por in-
culparse o declarar en contra de ciertas personas, porque
estamos en un sistema que da un alto valor a las primeras
confesiones que hace la persona al ser detenida.

De este modo, el arraigo de ninguna manera puede ser un
instrumento válido para velar por la seguridad y la justicia,
ya que su uso solo genera nuevas víctimas, independiente-
mente de que tengan o no responsabilidad en los delitos
que se les imputan; esto porque a las personas se les puede
arraigar o mejor dicho privar de su libertad personal, pri-
mero por 40 días y en el peor de los casos durante 80 días
sin pruebas fehacientes de su participación en un acto de-
lictivo. 

Durante este tiempo, pueden sufrir desde afectaciones la-
borales, amenazas en contra de su familia, incertidumbre

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 10 de noviembre de 2015187



en sus familiares cercanos y cuando la persona sale libre ya
tiene una mancha, que ni siquiera es formalmente un ante-
cedente penal; con una reputación y economía difíciles de
recuperar, enfrentando una vida cotidiana sin un sistema
integral de atención a víctimas de delito y mucho menos,
las que sufrieron violaciones a derechos humanos o de re-
paración del daño por parte del Estado.

A las personas arraigadas se les niega el derecho humano a
contar con la opción de un recurso legal efectivo en contra
de estas órdenes, aún cuando está reconocido internacio-
nalmente.

Se ha documentado que el arraigo en no pocas ocasiones ha
propiciado la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y
degradantes, existen innumerables casos en que miembros
del Ejército, sin ninguna experiencia de proximidad social,
retienen ilegalmente a personas en retenes o en patrullajes,
con lo que comienzan con transgredir la obligación de en-
tregarlos sin demora al Ministerio Público, sin duda esta-
mos ante una figura prejuzgatoria, contraria a los derechos
humanos.

El arraigo constituye además una decisión discrecional del
Ministerio Público, ya que para su aplicación éste no cuen-
ta con ningún parámetro para solicitarlo a la autoridad ju-
dicial y el juez tampoco cuenta con elementos objetivos pa-
ra otorgarlo o negarlo, puesto que no se requiere
documentar ninguna acusación ni contar con pruebas con-
vincentes para plantear una orden de arraigo, debido a que
el texto constitucional sólo establece que el arraigo proce-
derá tratándose de delitos de delincuencia organizada,
siempre que sea necesario para el éxito de la investigación,
la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exis-
ta riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la ac-
ción de la justicia.

En ese tenor, a pesar de que el inculpado tiene derecho a
una asesoría jurídica, a conocer cómo va el procedimiento,
nuestra propia Constitución establece una restricción a un
derecho humano; sin embargo el arraigo no se ha aplicado
en el país como una medida de excepción, se ha abusado y
se ha convertido en una figura que viola derechos funda-
mentales.

A las personas que están arraigadas, no se les informa acer-
ca de las investigaciones que están ocurriendo, mientras
ellos se encuentran incomunicados, lo que les dificulta de-
mostrar su inocencia en esta situación.

Otra justificación para mantener el arraigo ha sido el que el
presunto pueda sustraerse de la justicia; sin embargo para
ello se puede utilizar el embargo precautorio, el brazalete,
en fin, sería cuestión de buscar alternativas que no vulne-
ren los derechos humanos en un Estado que cuenta con una
tradición jurídica garantista; incluso no estaría por demás
revisar si ese arraigo puede realizarse en el domicilio par-
ticular del inculpado, lo que traería grandes ahorros a las
autoridades. 

Una casa aparte, especializada en donde no sabemos qué
ocurra, tan solo es un escenario ideal para cometer torturas
y todo tipo de presiones, lo que constituye sin duda un cal-
do de cultivo para violar todo tipo de derechos humanos.

No obstante todos los inconvenientes descritos, el arraigo
no ha demostrado ser un apoyo para un proceso penal más
justo y eficiente. En la mayoría de los casos, las personas
arraigadas manifiestan que en el momento de la detención,
no se les ha mostrado orden judicial alguna; contradicien-
do nuestro sistema jurídico que se supone es garantista,
vulnerando el principio de presunción de inocencia plas-
mado en la Constitución. Basta decir que tan sólo un 3% de
las órdenes de arraigo derivan en sentencias condenatorias,
de acuerdo al cálculo de las organizaciones defensoras de
derechos humanos; por lo que se puede concluir que su
aplicación de ninguna manera ha sido eficaz para la impar-
tición de la justicia.

Resulta útil para sustentar esta Iniciativa mencionar la re-
forma constitucional en materia de derechos humanos, es-
pecíficamente al artículo 1o. –publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 10 de junio de 2011–, que establece
el principio denominado pro persona, el cual implica la
obligación de preferir, privilegiar o favorecer la aplicación
de aquella norma que otorgue una mayor protección a los
derechos de la persona, es decir, aunque la norma que im-
plica un mayor nivel de protección de los derechos de la
persona sea jerárquicamente inferior, o bien, que haya sido
introducida al sistema jurídico con anterioridad a otra nor-
ma menos protectora, con base a este principio dicha nor-
ma deberá aplicarse sobre cualquier otra. Incluso, si se lle-
gara a presentar una contradicción entre una norma
constitucional y, por ejemplo, una norma internacional en
materia de derechos humanos que cuenta con un contenido
de mayor protección que la norma constitucional, deberá
aplicarse la norma internacional, y por el contrario, si la
norma constitucional confiere mayor reconocimiento a los
derechos humanos, ésta última es la que se tendrá que apli-
car.
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Reforzando esta idea, consideramos importante citar el si-
guiente criterio de la Primera Sala de la SCJN al pronun-
ciarse sobre los alcances del principio pro persona:

Localización: Décima Época.
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta Libro IV, Tomo 3, enero de 2012.
Página: 2918.
Tesis: 1a. XIX/2011
Materia (s): Constitucional.

Principio pro persona. Criterio de selección de la
norma de derecho fundamental aplicable.

De conformidad con el texto vigente del artículo 1o.
constitucional, modificado por el decreto de reforma
constitucional publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 10 de junio de 2011, en materia de derechos
fundamentales, el ordenamiento jurídico mexicano tiene
dos fuentes primigenias: a) los derechos fundamentales
reconocidos en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y b) todos aquellos derechos huma-
nos establecidos en tratados internacionales de los que
el Estado mexicano sea parte. Consecuentemente, las
normas provenientes de ambas fuentes, son normas su-
premas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto im-
plica que los valores, principios y derechos que ellas
materializan deben permear en todo el orden jurídico,
obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en
aquellos casos en que sea procedente, a su interpreta-
ción. Ahora bien, en el supuesto de que un mismo dere-
cho fundamental esté reconocido en las dos fuentes su-
premas del ordenamiento jurídico, a saber, la
Constitución y los tratados internacionales, la elección
de la norma que será aplicable —en materia de derechos
humanos—, atenderá a criterios de favorabilidad del in-
dividuo o lo que se ha denominado principio pro perso-
na, de conformidad con lo dispuesto en el segundo pá-
rrafo del artículo 1o. constitucional. Según dicho
criterio interpretativo, en caso de que exista una dife-
rencia entre el alcance o la protección reconocida en las
normas de estas distintas fuentes, deberá prevalecer
aquella que represente una mayor protección para la
persona o que implique una menor restricción. En esta
lógica, el catálogo de derechos fundamentales no se en-
cuentra limitado a lo prescrito en el Texto Constitucio-
nal, sino que también incluye a todos aquellos derechos
que figuran en los tratados internacionales ratificados
por el Estado mexicano.

Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios,
S.A. de C.V. 23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijan-
gos y González.

En la siguiente jurisprudencia de la Primera Sala de la
SCJN, se establecen cinco requisitos para que las restric-
ciones a los derechos fundamentales decididas por el legis-
lador sean válidas:

“Restricciones a los derechos fundamentales. Ele-
mentos que el juez constitucional debe tomar en
cuenta para considerarlas válidas.

Ningún derecho fundamental es absoluto y en esa medi-
da todos admiten restricciones. Sin embargo, la regula-
ción de dichas restricciones no puede ser arbitraria. Pa-
ra que las medidas emitidas por el legislador ordinario
con el propósito de restringir los derechos fundamenta-
les sean válidas, deben satisfacer al menos los siguien-
tes requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito cons-
titucional, esto es, el legislador ordinario sólo puede
restringir o suspender el ejercicio de las garantías indi-
viduales con objetivos que puedan enmarcarse dentro de
las previsiones de la Carta Magna; b) ser necesarias pa-
ra asegurar la obtención de los fines que fundamentan la
restricción constitucional, es decir, no basta que la res-
tricción sea en términos amplios útil para la obtención
de esos objetivos, sino que debe ser la idónea para su re-
alización, lo que significa que el fin buscado por el le-
gislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros
medios menos restrictivos de derechos fundamentales;
y, c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa de-
be respetar una correspondencia entre la importancia del
fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que
produce en otros derechos e intereses constitucionales,
en el entendido de que la persecución de un objetivo
constitucional no puede hacerse a costa de una afecta-
ción innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos
constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe
determinar en cada caso si la restricción legislativa a un
derecho fundamental es, en primer lugar, admisible da-
das las previsiones constitucionales, en segundo lugar,
si es el medio necesario para proteger esos fines o inte-
reses constitucionalmente amparados, al no existir op-
ciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos; y en
tercer lugar, si la distinción legislativa se encuentra den-
tro de las opciones de tratamiento que pueden conside-
rarse proporcionales. De igual manera, las restricciones
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deberán estar en consonancia con la ley, incluidas las
normas internacionales de derechos humanos, y ser
compatibles con la naturaleza de los derechos ampara-
dos por la Constitución, en aras de la consecución de los
objetivos legítimos perseguidos, y ser estrictamente ne-
cesarias para promover el bienestar general en una so-
ciedad democrática.”1

Con esos elementos, tenemos que cualquier restricción a
derechos fundamentales que determine el legislador debe
ser:

– Admisible constitucionalmente, es decir, que la propia
Constitución la prevea;

– Necesaria, en el entendido que el fin buscado con la
restricción no puede alcanzarse por otros medios y debe
ser idónea respecto a lo que se busca;

– Proporcional, lo que se traduce en una corresponden-
cia entre el objetivo de la restricción y la afectación a
los derechos fundamentales, pues esta última no debe
implicar un efecto desmedido y perjudicial contra los
valores contenidos en los derechos para conseguir un fin
a costa de la protección constitucional que se les reco-
noce;

– No contraria a la ley, incluidas las normas internacio-
nales, obligando a actuar con los alcances y límites de
las facultades para emitir la restricción y sin establecer
situaciones que atenten contra el ordenamiento jurídico
que reconoce derechos fundamentales, y

– Compatible con la naturaleza de los derechos recono-
cidos en la Constitución, para asegurar una convivencia
armónica y democrática de la sociedad, como uno de los
fines del establecimiento del orden jurídico.

Por otra parte, la propia Constitución reconoce, en el caso
concreto, el principio de presunción de inocencia el cual
implica, conforme al artículo 8.2 de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos lo siguiente:

“8.2 Toda persona inculpada de un delito tiene derecho
a que se presuma su inocencia mientras no establezca le-
galmente su culpabilidad Durante el proceso, toda per-
sona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes
garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente
por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla
el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la
acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios
adecuados para la preparación de su defensa;

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o
de ser asistido por un defensor de su elección y de co-
municarse libre y privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la
legislación interna, si el inculpado no se defendiere por
sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo esta-
blecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos pre-
sentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, co-
mo testigos o peritos, de otras personas que puedan
arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo
ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal su-
perior.”

Nuestra reflexión, con los elementos aportados, sostiene
que no es aceptable la figura del arraigo en la Constitución,
aunque llamamos la atención que dentro del propio texto
constitucional existen esas posibilidades de restricción
contra las personas referidas, incluso, sin que se llegue a
los supuestos de la sentencia firme que mencionamos. Lo
anterior, más que responder a si por estar previstas en la
norma son aceptables, debe cuestionarse si cumplen con
los requisitos para que la restricción a un derecho funda-
mental se considere válida, pues desde nuestra perspectiva
no respetan la naturaleza de los mismos en situaciones con-
cretas.

De manera adicional, existen diversas recomendaciones de
organismos internacionales que han externado la preocupa-
ción por la figura del arraigo y la señalan como claramen-
te vilatoria de derechos fundamentales, por mencionar al-
gunas citamos las siguientes:
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De acuerdo con las Observaciones finales del Comité de
Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre México,
emitidas en 2010, son recurrentes en el país diversas ac-
ciones gubernamentales manifiestas en legislación y políti-
cas públicas que profundizan las condiciones estructurales
que hacen posible la práctica de la tortura y la impunidad
que le está asociada. Entre dichas acciones se encuentra el
establecimiento de un subsistema de excepción con restric-
ciones a las garantías básicas de debido proceso para las
personas acusadas de pertenecer a grupos de delincuencia
organizada, así como la constitucionalización de la figura
del arraigo penal en el sistema jurídico mexicano (párrafos
11 a 15).

Ya desde la revisión del cuarto informe periódico de Méxi-
co ante el Comité de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas sobre México en el año 2006, incluso previo a la re-
forma constitucional en materia de justicia, el Comité ha-
bía analizado la utilización de la figura del arraigo, emi-
tiendo al Estado la siguiente recomendación:

“El Estado Parte debe, a la luz de la decisión de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, garantizar que la
figura del arraigo desaparezca tanto en la legislación co-
mo en la práctica, a nivel federal así como a nivel esta-
tal (párrafo. 15).”

Asimismo, existen Recomendaciones emitidas por el Con-
sejo de Derechos Humanos durante la revisión del Examen
Periódico Universal en 2009, en que México rechazó las
tres recomendaciones que se habían emitido en relación al
uso del arraigo, argumentando que éste era necesario para
el avance de las investigaciones debido a la complejidad de
la delincuencia organizada. Asimismo, en el informe de se-
guimiento a las recomendaciones que emite el Subcomité
para la Prevención de la Tortura en que el Estado desarro-
lla un Plan de Acción para la implementación de las mis-
mas, México continúa argumentando la necesidad del
arraigo.

En el informe sobre la visita a México del Subcomité de las
Naciones Unidas sobre la Prevención de la Tortura, el Sub-
comité señaló que cerca del 50% de los casos analizados de
personas bajo arraigo, los exámenes médicos mostraban
signos de violencia reciente (párrafo 225).

Estas consideraciones nos llevan a proponer la derogación
de la figura del arraigo para evitar una esquizofrenia jurí-
dica en nuestra Constitución, pues  no puede por un lado
reconocer principios tan importantes como presunción de

inocencia, progresiviodad de derechos y aplicación de nor-
mas que en mayor medida beneficien a las personas y, por
el otro, contemple figuras que violan sistemáticamente los
derechos humanos como lo es el arraigo.

Fundamento legal

La suscrita, Diputada Federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados; con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II y 135
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 3, numeral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del pleno de la honorable Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se deroga el párrafo octavo del artí-
culo 16 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo Primero: Se deroga el párrafo octavo del artícu-
lo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 16. …

…

…

…

…

…

…

(Se deroga)

…

…

…

…

…
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…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. En un plazo que no podrá exceder de 180 días
naturales, a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, el Congreso de la Unión y las legislaturas de las en-
tidades federativas deberán reformar o derogar, según co-
rresponda, aquellas disposiciones jurídicas que incluyan la
medida cautelar del arraigo o medida análoga a efecto de
armonizarlas con la presente reforma a la Constitución fe-
deral.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a los 10 días
de noviembre de 2015.— Diputada Maricela Contreras Julián (rú-
brica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Contreras Julián. Túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para su dictamen.

Saludamos a amigos provenientes del municipio de Cuau-
tla, estado de Morelos, invitados por la diputada Emma
Margarita Alemán Olvera. Bienvenidos.

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (des-
de la curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul del compañero diputado Guillermo San-
tiago, por favor. ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (des-
de la curul): Sí, señor presidente, con el objeto de pedir rec-
tificación de quórum porque este pleno está casi vacío, si
se pueden dar cuenta y pueden ver las cámaras está casi va-
cío el pleno, cuando deberíamos estar aquí la mayoría de
los diputados.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sí, compañero…

El diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (des-
de la curul): Entiendo que eso va en función a cuando hay
votación, pero igual es para exigir y pedirle a todos los de-
más a que cumplamos con nuestro trabajo, que es estar en
el pleno.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, compañero diputado. Efectivamente, como usted
bien dice, esto solamente procede cuando ocurran votacio-
nes nominales. Continuamos con la sesión.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos la dipu-
tada Alicia Barrientos Pantoja, del Grupo Parlamentario de
Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.

La diputada Alicia Barrientos Pantoja: Con su permiso,
diputado. Diputadas y diputados presentes, medios de co-
municación que siempre están y que siempre están atentos,
quiero comentar que el derecho humano a una vivienda
adecuada es el derecho de toda mujer, hombre, joven y ni-
ño a tener y mantener un hogar, una comunidad segura en
la que puedan vivir en paz y con dignidad, así lo ha defini-
do el primer relator especial de las Naciones Unidas sobre
la Vivienda Adecuada por el Consejo de los Derechos Hu-
manos.

Garantizar el derecho a una vivienda adecuada es algo
esencial para fortalecer el tejido social, la seguridad perso-
nal, la salud y para asegurar el derecho a la vida digna. Es
decir que el reconocimiento del derecho a una vivienda
adecuada en el ámbito internacional se configura a partir
del derecho a un nivel de vida adecuado, recogido en el ar-
tículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos.

La Constitución Política, en su artículo 123, Apartado A,
fracción XII, establece que toda empresa agrícola, indus-
trial, minera o de cualquier otra clase de trabajo estará obli-
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gada, según lo determinen las leyes reglamentarias, a pro-
porcionar a los trabajadores habitaciones cómodas e higié-
nicas. Esta obligación se cumplirá mediante las aportacio-
nes que las empresas hagan a un Fondo Nacional de la
Vivienda a fin de constituir depósitos en favor de sus tra-
bajadores y establecer un sistema de financiamiento que
permita otorgar un crédito barato y suficiente para que ad-
quieran en propiedad dichas viviendas.

Sin embargo, en nuestro país un aproximado de 250 mil
trabajadores que obtuvieron su crédito Infonavit tienen un
problema de cartera vencida por diferentes razones, que
van desde el haber perdido su empleo y no haberlo notifi-
cado a tiempo, pues sólo les quedan 30 días de plazo in-
mediato a la pérdida del mismo, hasta el caso en que el au-
mento de la inflación y el crecimiento del núcleo familiar
con el consecuente incremento del gasto básico cotidiano,
entre otras muchas situaciones que hacen muy difícil sol-
ventar los adeudos que se acumulan ante tal instituto.

Esta situación al irse agudizando año con año, ha generado
un gran problema para un número importante de los traba-
jadores de nuestro país. Asimismo, son presa de quienes
utilizan los vacíos legales para la venta de cartera vencida,
lo cual es un acto inaceptable y que desde la LVI Legisla-
tura se ha venido denunciando.

Para el año 2011 se aprobaron modificaciones de la Ley de
Infonavit en el mismo sentido de esta iniciativa, y fueron
detenidas desde el Ejecutivo federal sin que se haya pro-
puesto ninguna otra alternativa, nuevamente violentando
los derechos constitucionales de los trabajadores cuando el
trabajador, habiendo accedido finalmente a un crédito para
obtener casa habitación, se pierde la fuente de ingreso de-
jando al trabajador imposibilitado a continuar con el pago
de la misma.

Lejos de que el trabajador conozca los mecanismos ade-
cuados que debe instrumentar para resolver la situación,
existe la falta de información sobre la obligación que asu-
mió y los intereses extremadamente altos, que sumados a
los ordinarios y al monto de los pagos omisos, hacen im-
pagable la deuda.

Las deudas que arrastran los trabajadores con el Infonavit
se cuadriplican por el sistema de tasa por salarios mínimos.
Los créditos hipotecarios del Infonavit son más caros que
una hipoteca bancaria, el instituto aplica intereses hasta por
un 10.5 por ciento, mientras los bancos cobran un 9.5 y un
10 por ciento por el mismo concepto.

Al cobrar el Infonavit intereses sobre los saldos insolutos y
actualizar el saldo de los créditos, no se permite al trabaja-
dor liquidar el crédito de su vivienda y al pasar de los años
esta se sigue incrementando. De esta manera el saldo nun-
ca disminuirá y será prácticamente imposible liquidar en el
plazo establecido.

Por lo que presento ante ustedes, los que están presentes,
una consideración a ustedes, a esta Cámara del Congreso,
una iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el párrafo segundo del artículo 44 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res, artículo 44, párrafo segundo: Asimismo los créditos
citados devengarán intereses sobre el saldo ajustado de los
mismos, a la tasa que determine el Consejo de Administra-
ción. Dicha tasa no será menor del 4 por ciento ni mayor al
8 por ciento anual sobre saldos insolutos. Estos mismos in-
tereses ajustados no podrán exceder hasta tres veces el
monto inicial del crédito solicitado, en tanto la deuda se si-
ga pagando y/o haya sido renegociada.

Señoras y señores diputados, sí a la vivienda y no al des-
alojo de sus hogares. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 44 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res, a cargo de la diputada Alicia Barrientos Pantoja, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Alicia Barrientos Pantoja, diputada de la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario Morena, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; así como por los
artículos 6, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores Infonavit, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

“El derecho humano a una vivienda adecuada, es el dere-
cho de toda mujer, hombre, joven y niño a tener y mante-
ner un hogar, una comunidad segura en que puedan vivir en
paz y con dignidad”. Así lo ha definido el primer Relator
Especial de las Naciones Unidas sobre la Vivienda Ade-
cuada, por el Consejo de los Derechos Humanos.
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El derecho a una vivienda digna no solamente hace refe-
rencia al derecho de toda persona de disponer de cuatro
paredes y un techo donde encontrar refugio, también im-
plica acceder a un hogar y a una comunidad seguras, en
las que se pueda vivir en paz, con salud física, mental y
con dignidad. 

Garantizar el derecho a una vivienda adecuada es algo
esencial para fortalecer el tejido social, la seguridad perso-
nal, la salud y, para asegurar el derecho a la vida digna.
Es decir, que el reconocimiento del derecho a una vivien-
da adecuada en el ámbito internacional se configura a par-
tir del derecho a un nivel de vida adecuado recogido en el
art. 25 de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 123, Apartado A, fracción XII, establece que
“toda empresa, agrícola, industrial, minera o de cualquier
otra clase de trabajo, estará obligada, según lo determinen
las leyes reglamentarias, a proporcionar a los trabajadores,
habitaciones cómodas e higiénicas. Esta obligación, se
cumplirá mediante las aportaciones que las empresas ha-
gan a un fondo nacional de la vivienda, a fin de constituir
depósitos en favor de sus trabajadores, y establecer un sis-
tema de financiamiento que permita otorgar un crédito ba-
rato y suficiente, para que adquieran en propiedad dichas
viviendas”.

Sin embargo en nuestro país, un aproximado de 250,000
trabajadores que obtuvieron su crédito Infonavit para la
obtención de su vivienda, tienen un problema de cartera
vencida por diferentes razones que van desde el haber per-
dido su empleo y no haberlo notificado a tiempo (solo se
dan 30 días de plazo inmediato a la pérdida del mismo),
hasta el caso en que el aumento de la inflación y el creci-
miento del núcleo familiar -con el consecuente incremento
del gasto básico cotidiano-, entre otras muchas situaciones,
que hacen muy difícil solventar los adeudos que se acumu-
lan ante tal instituto. Esta situación al irse agudizando año
con año ha generado un gran problema para un número im-
portante de los trabajadores de nuestro país, quienes se ven
en serios dilemas económicos que atentan contra su tran-
quilidad y su modo de vida, dado que inmediatamente son
presa de quienes utilizan los vacíos legales para la venta de
cartera vencida, lo cual es un acto inaceptable y que desde
la LVI legislatura se ha venido denunciado. Para el año
2011, se aprobaron modificaciones a la ley del Infonavit1

en el mismo sentido de esta iniciativa y fueron detenidas

desde el Ejecutivo Federal, sin que se haya propuesto nin-
guna otra alternativa, nuevamente violentando los derechos
constitucionales de los trabajadores.

Al despojar al trabajador de su patrimonio, también se des-
poja a una familia y se le quita la oportunidad de poder re-
negociar en determinado momento la posibilidad de seguir
pagando esa vivienda. El problema de obtención de una vi-
vienda tiene como germen la falta de empleo, o aun con-
tando con él, la insuficiencia de recursos para ser sujeto de
un crédito de vivienda. Agravado esto, cuando habiendo
accedido finalmente a un crédito para obtener casa habita-
ción, se pierde la fuente de ingreso dejando al trabajador
imposibilitado a continuar con el pago de la misma. Lejos
de que el trabajador conozca los mecanismos adecua-
dos que debe instrumentar para resolver la situación,
existe la falta de información sobre la obligación que
asumió y los intereses extremadamente altos, que su-
mados a los ordinarios y el monto de los pagos omisos,
hacen impagable la deuda.

Las deudas que arrastran los trabajadores con el Infonavit
se llegan a cuadruplicar por el sistema de tasa por salarios
mínimos, los créditos hipotecarios del Infonavit son más
caros que una hipoteca bancaria, el instituto aplica inte-
reses hasta por un 10.5% mientras los bancos cobran entre
un 9.5 y un 10% por el mismo concepto. Al cobrar el In-
fonavit intereses sobre los saldos insolutos, y actualizar
el saldo de los créditos, no se permite al trabajador li-
quidar el crédito de su vivienda, y al pasar de los años
esta se sigue incrementando, de esta manera el saldo
nunca disminuirá y será prácticamente imposible liqui-
darla en el plazo establecido. Los intereses así, aumentan
año con año pues el Infonavit no aplica pagos al capital de
la deuda sino hasta los últimos pagos, por lo que si un tra-
bajador compra una vivienda de $200 mil termina pagando
hasta 800 mil pesos, este esquema es contrario a la esencia
para la que fue creado el Infonavit.

Otro elemento agregado que hay que valorar es la profun-
da crisis económica por la que atraviesa nuestro país, una
permanente carencia de empleo fijo, y un salario mal re-
munerado con bajo nivel adquisitivo, lo que dificulta en es-
tas circunstancias al trabajador poder solventar el pago de
su vivienda, pues difícilmente logra cubrir lo indispensable
para su sobrevivencia básica y alimentaria, contraviniendo
a la Constitución Política y a la Ley del Infonavit, ya que
actúa como una empresa inmobiliaria o financiera.
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Por lo que para la adquisición de una vivienda, debe tener-
se una tasa de interés muy inferior a la que otorgan las em-
presas crediticias dedicadas a este negocio, sólo así el tra-
bajador podrá pagarlo y liquidarlo, sin que exceda a su
capacidad real de pago, o bien, sin que dicho crédito llegue
a exceder el valor de la vivienda que se adquiera.

El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores es un ente de interés social, y como tal se
debe limitar a administrar los recursos del fondo que
aportan los patrones y los trabajadores para la vivien-
da; al permitir que el Infonavit cobre intereses sobre los
saldos insolutos y actualice el saldo de los créditos confor-
me al incremento del salario mínimo, se aparta del precep-
to constitucional de interés social, ya que el crédito lejos de
hacerse barato se torna oneroso; inasequible y gravoso,
puesto que se trata de un instrumento en el cual el saldo
nunca disminuye, sino que se incrementa haciendo que no
se pueda liquidar durante el plazo que se establezca para el
pago, se trata de un sistema que establece un doble me-
canismo de cobro de interés.

Deducimos que el “crédito barato” que se otorga a los tra-
bajadores por parte del Infonavit para la adquisición de una
vivienda, debe tener una tasa de interés inferior a la que
otorgan las instituciones de crédito privadas, de tal manera
que el trabajador en cuestión pueda pagarlo y liquidarlo de
la manera más ágil y sencilla sin el engorro de que su cré-
dito sea gravoso, exceda su capacidad real de pago, o bien,
sin que dicho crédito llegue a exceder excesivamente cos-
to de la vivienda que se adquiera.

Estoy segura que muchos de ustedes compañeras y compa-
ñeros Diputado se encuentran preocupados al igual que no-
sotros de las necesidades y los problemas de los trabajado-
res de nuestro país. Tenemos una responsabilidad y
compromiso con las personas dedicadas al trabajo funda-
mentalmente los más desposeídos. No se puede postergar
la búsqueda de vivienda digna para los trabajadores por cri-
terios normativos y técnicos. El impulso a la labor produc-
tiva pasa de manera relevante por el incentivo de generar
pertenencia a través de una vivienda. 

Solo así podremos decir que los postulados consagrados en
nuestra Constitución Política se están cumpliendo y estare-
mos en posibilidades de garantizar el derecho humano a la
vivienda digna de nuestros trabajadores y sobre todo, de
sus familias.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de
esta Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del
artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores

Artículo Único. Se modifica el artículo 44 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores para quedar como sigue:

Artículo 44. El saldo de los créditos otorgados a los traba-
jadores a que se refiere la fracción II del artículo 42, se re-
visará cada vez que se modifiquen los salarios mínimos, in-
crementándose en la misma proporción en que aumente el
salario mínimo general que rija en el Distrito Federal.

Asimismo, los créditos citados devengarán intereses sobre
el saldo ajustado de los mismos, a la tasa que determine el
Consejo de Administración. Dicha tasa no será menor del
cuatro por ciento ni mayor al ocho por ciento anual sobre
saldos insolutos. Estos mismos intereses ajustados no
podrán exceder hasta tres veces el monto inicial del cré-
dito solicitado, en tanto la deuda se siga pagando y/o
haya sido renegociada.

El Instituto también otorgará, a solicitud del trabajador cré-
ditos, en pesos o veces en salarios mínimos, conforme a las
reglas que al efecto determine su Consejo de Administra-
ción, las cuales deberán propiciar que las condiciones fi-
nancieras para los trabajadores no sean más altas que las
previstas en los párrafos anteriores y previendo en todo
momento las medidas para que se preserve la estabilidad
financiera del Instituto y se cubran los riesgos de su carte-
ra de créditos. 

Los créditos se otorgarán a un plazo no mayor de 30 años.

Transitorio

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.
Aprobado en lo general en la Cámara de Diputados con 397 votos en
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pro, el martes 22 de febrero de 2011. Turnado a la Cámara de Senado-
res. Gaceta Parlamentaria, número 3203-III, jueves 17 de febrero de
2011.

México, DF, a 10 de noviembre de 2015.— Diputada Alicia Barrien-
tos Pantoja (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Túrnese a la Comisión de Vivienda, para dictamen.

El diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano (des-
de la curul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul del compañero vicepresidente, por fa-
vor.

El diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano (des-
de la curul): Si me permite hacer una pregunta a la ponen-
te.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Compañero diputado, la iniciativa no está a discusión, es
solamente una presentación y el Reglamento no lo permi-
te. A ver, sonido en la curul del compañero diputado, por
favor.

El diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano (des-
de la curul): Señalar que es contradictoria la posición de
Morena, en ese sentido de que vienen y proponen vivienda
popular, cuando en la Delegación de Tlalpan clausuran 500
viviendas en Rubí, por intereses políticos de David Cer-
vantes y de la propia delegada. Creo que usted tiene cono-
cimiento de lo que es el Movimiento Urbano Popular y no
se vale venir aquí a sorprendernos, cuando en la Delega-
ción de Tlalpan están violando los derechos de las organi-
zaciones oficiales. Es todo.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Compañero diputado, no está a discusión el dictamen, que-
da consignada su intervención.

La diputada Alicia Barrientos Pantoja (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
A ver, sonido en la curul de la compañera diputada, ¿con
qué objeto, diputada?

La diputada Alicia Barrientos Pantoja (desde la curul):
Por alusión, señor presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Perdón, diputada, no hubo alusiones en esta intervención,
sólo quedó consignada.

La diputada Alicia Barrientos Pantoja (desde la curul):
Sí hay alusión, presidente, y si me permite comentarle y
contestarle al diputado del PRD, que el movimiento urba-
no popular se encuentra ahorita en el salón Cristales, en el
salón E, desde hace siete semanas se están manifestando
cada ocho días, piden la presencia del PRD y es una falta
de respeto que si hablamos del Movimiento Urbano Popu-
lar no salgan a atenderlo.

Si realmente le interesa y le preocupa lo que está sucedien-
do con la vivienda y nuestra ciudad, que salgan a atender al
Movimiento Urbano Popular, que lo siguen esperando, y
no hagamos aquí denuncias ni actos que solamente lo que
hacen es ver un perfil de poca capacidad y sensibilidad pa-
ra la atención de los mexicanos.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, compañera diputada, quedan consignadas sus ex-
presiones. Reiteramos, no está a discusión esta iniciativa. 

LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO
DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene ahora el uso de la palabra hasta por cinco minutos el
diputado José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo Parla-
mentario de Acción Nacional, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. Bis de la
Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios
Financieros.

El diputado José Erandi Bermúdez Méndez: Gracias,
diputado presidente, con su permiso. Honorable asamblea,
una patria ordenada y generosa pasa por el fortalecimiento
del sistema bancario mexicano.

El combate a la informalidad y el bien común de quienes
utilizan los servicios financieros en este país, es un deber
que tenemos nosotros, los legisladores, para poner en be-
neficio de nuestras instituciones.
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La experiencia internacional ha demostrado que una medi-
da adecuada para extender los servicios financieros a la po-
blación, es regular algunos de estos servicios bancarios bá-
sicos, por ello que las cuentas de nómina deben de ser
productos que tengan el propósito solamente de facilitar el
acceso al sistema bancario, a personas de bajos recursos a
través de estos instrumentos homogéneos, sencillos y de
fácil entendimiento.

Desde hace algunos años y con un aumento gradual en las
coberturas de captación bancaria, uno de los requisitos ne-
cesarios por algunas instituciones, tanto públicas como pri-
vadas, relacionadas a la contratación de nuevos empleados,
es el de abrir una cuenta de nómina en alguna institución
bancaria, para que de ahí la empresa pueda hacer el depó-
sito a dicho empleado y remunerar su salario.

Tales cuentas de nómina se constituyen una vía de contra-
to ad hoc entre el trabajador y el banco, el que previamen-
te habrá celebrado un convenio mayor con el patrón para
así dispersar la nómina a todos sus empleados.

Esta finalidad principal es la de recibir depósitos de diver-
sa índole, en particular el salario y demás prestaciones en
numerario que el patrón o el empleador transfiera a dicha
cuenta como pago de su trabajo. Por ley, dichas cuentas de
nómina deben ser completamente gratuitas, como lo dispo-
ne el artículo 48 Bis 2 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to.

Pese a lo anterior, en la actualidad se generan costos y con-
diciones excesivas que se incluyen en los contratos de ad-
hesión, lo que establece comisiones y depósitos obligato-
rios para abrir la cuenta en cuestión, comisiones por
consultas de saldo, por disposición en efectivo en dichas
cuentas de nómina, en cajeros de la misma institución, así
como el cobro de seguros obligatorios para que el emplea-
do no tenga que pagar dichas comisiones.

Para evitar tal despropósito es indispensable establecer las
disposiciones necesarias para acabar con las aun lagunas
jurídicas que rigen estos sistemas financieros, referente a
las prohibiciones y límite de cobro de comisiones de los
empleados.

Como ciudadano me ofende ver cómo el producto del tra-
bajo honesto y formal de millones de personas se menos-
cabe por las mismas instituciones que debieran de proteger
y aumentar sus haberes.

Como legislador me siento obligado a dar cauce a las de-
mandas ciudadanas que me son presentadas en forma de
iniciativas simples. Que respondan a las verdaderas necesi-
dades de la gente y no a dudosas razones.

Mover a México, idea que promoviera Pablo Emilio Ma-
dero a principios de los años ochenta, implica proteger el
dinero de los trabajadores y evitar condiciones leoninas
que desestimulen el uso de servicios bancarios, especial-
mente en lo relativo a sus cuentas de nómina y a su fun-
cionamiento.

La presente iniciativa nos aproxima varios pasos a lograr
dar una vida mejor y más digna para todos. En virtud de lo
anteriormente expuesto someto a la consideración de esta
honorable asamblea el siguiente punto de decreto.

Artículo único. Que se reforme el inciso b) y adicione un
inciso d) a la fracción III del artículo 4 Bis de la Ley para
la Transparencia y el Ordenamiento de los Servicios Fi-
nancieros, para quedar en los siguientes términos.

Artículo 4 Bis. Asimismo las entidades financieras tienen
prohibido cobrar comisiones a clientes o usuarios por los
siguientes conceptos:

A. Por recepción de pagos de clientes o usuarios de crédi-
tos otorgados por otras entidades financieras.

B. Por consulta de saldos en ventanillas o en cajeros elec-
trónicos.

C. Al depositante del cheque para abono en su cuenta que
sea devuelto o rechazado por el banco liberado y;

D. Por la apertura de cualquier tipo de cuenta de nómina
quedando exentas de cualquier otra comisión por retiros y
consultas, seguros o por cualquier otro concepto de la ins-
titución le otorgue a la cuenta.

Lo previsto en este artículo no limita o restringe las atribu-
ciones del Banco de México en los términos del artículo 4
de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Es
cuanto, diputado presidente.
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«Iniciativa que reforma el artículo 4 Bis de la Ley para la
Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financie-
ros, a cargo del diputado José Erandi Bermúdez Méndez,
del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, José Erandi Bermúdez Méndez, con el ca-
rácter de diputado federal de la LXIII Legislatura en la Cá-
mara de Diputados, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo establecido en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea,
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el inciso b) y se adiciona un inciso d),fracción III,
de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Ser-
vicios Financieros.

Exposición de Motivos

Uno de los requisitos necesarios por algunas instituciones
tanto públicas como privadas, relacionadas a la contrata-
ción de nuevos empleados, es el abrir una cuenta de nómi-
na en alguna institución bancaria, en la cual se le ha de con-
signar su salario.

Las cuentas de nómina son aquéllas que se constituyen en
una institución bancaria, con la finalidad de recibir depósi-
tos de diversas índoles, en el particular que nos ocupa tie-
ne el propósito de que el patrón o empleador transfiera el
salario y demás prestaciones laborales a que tienen derecho
los trabajadores como pago por su trabajo.

Estas cuentas se constituyen a través de un contrato que se
celebra entre el trabajador y la institución bancaria, con ba-
se en otro contrato previamente celebrado entre esta última
y el patrón o empleador.

Así mismo, existe legislación vigente que norma la exis-
tencia obligatoria de cuentas básicas de nómina que deben
tener y ofrecer todas las Instituciones Bancarias, sin ex-
cepción alguna, y que en resumen versa en que dicha cuen-
ta es totalmente gratuita.

Dichas cuentas están reguladas en el artículo el artículo 48
Bis 2 de la Ley de Instituciones de Crédito, y que a la letra
dice:

Artículo 48 Bis 2. Las instituciones de crédito que reci-
ban depósitos bancarios de dinero a la vista de personas

físicas, estarán obligadas a ofrecer un producto básico
bancario de nómina de depósito o ahorro, en los térmi-
nos y condiciones que determine el Banco de México
mediante disposiciones de carácter general, consideran-
do que aquellas cuentas cuyo abono mensual no exceda
el importe equivalente a ciento sesenta y cinco salarios
mínimos diarios vigente en el Distrito Federal, estén
exentas de cualquier comisión por apertura, retiros y
consultas o por cualquier otro concepto en la institución
que otorgue la cuenta. Además, estarán obligadas a
ofrecer un producto con las mismas características para
el público en general.

El Banco de México, considerará la opinión que las ins-
tituciones de crédito obligadas, le presenten sobre el di-
seño y oferta al público del producto señalado en el pá-
rrafo que antecede.

Las instituciones de crédito que otorguen a personas fí-
sicas aperturas de crédito en cuenta corriente asociados
a tarjetas de crédito, estarán obligadas a mantener a dis-
posición de sus clientes que sean elegibles como acredi-
tados, un producto básico de tarjeta de crédito cuya fi-
nalidad sea únicamente la adquisición de bienes o
servicios, con las siguientes características:

I. Su límite de crédito será de hasta doscientas veces el
salario mínimo general diario vigente en el Distrito Fe-
deral;

II. Estarán exentos de comisión por anualidad o cual-
quier otro concepto; y

III. Las instituciones no estarán obligadas a incorporar
atributos adicionales a la línea de crédito de dicho pro-
ducto básico.

Pese a lo anterior, en la actualidad las instituciones banca-
rias ofrecen diferentes tipos de servicios denominados
“cuentas de nóminas” cuyos vínculos que se establecen en-
tre el empleador y la entidad financiera regulan, en térmi-
nos generales, las condiciones en que habrá de desarrollar-
se el servicio bancario y lo lamentable son los costos y
condiciones excesivas que se estipula en los contratos para
que el trabajador disponga de su dinero, en cuyas políticas
establecen comisiones y depósitos obligatorios para abrir
una cuenta, comisiones por consulta de saldos o por dispo-
sición de efectivo, en cajeros de la misma institución, así
como el cobro de seguros obligatorios por determinado
tiempo, entre otros.
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La experiencia internacional ha demostrado que una medi-
da adecuada para extender los servicios financieros a la
población, es regular algunos servicios bancarios básicos.

Es por ello que las cuentas de nómina deben de ser pro-
ductos que tengan el propósito de facilitar el acceso al sis-
tema bancario (aumentar la bancarización) a personas de
bajos recursos a través de instrumentos homogéneos, sen-
cillos y de fácil entendimiento.

Por lo anterior es pertinente establecer las disposiciones
necesarias para acabar con las aún lagunas jurídicas que ri-
gen estos sistemas financieros referente a las prohibiciones
y límites de cobro de comisiones.

En virtud de lo expuesto, someto a consideración del pleno
de la honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el inciso b) y adiciona un in-
ciso d), a la fracción III del artículo 4 Bis de la Ley Fede-
ral para la Trasparencia y Ordenamiento de los Servicios
Financieros para quedar en los siguientes términos:

Artículo 4 Bis. ...

…

I. a III.

…

a) …

b) Por consulta de saldos en ventanilla, o cajero
electrónico;

c) Al depositante de cheque para abono en su cuen-
ta, que sea devuelto o rechazado su pago por el ban-
co librado, y

d) Por la apertura de cualquier tipo de cuenta de
nómina, quedando exentas de cualquier otra co-
misión por retiros y consultas. Seguros o por
cualquier otro concepto de la institución que
otorgue la cuenta.

Lo previsto en este artículo no limita o restringe las
atribuciones del Banco de México en los términos
del artículo 4 de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2015.— Dipu-
tado José Erandi Bermúdez Méndez (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Bermúdez Méndez. Túrnese a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY FEDERAL PARA EL FOMENTO DE LA
MICROINDUSTRIA Y LA ACTIVIDAD ARTESANAL,
DE LA LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPE-
TITIVIDAD DE LA MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA
EMPRESA, DE LA LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y
SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO
SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene el uso de la tribuna, hasta por cinco minutos, el dipu-
tado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parla-
mentario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Ac-
tividad Artesanal; de la Ley para el Desarrollo de la Com-
petitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa; de la
Ley de la Economía Social y Solidaria Reglamentaria del
Párrafo Séptimo; del artículo 25 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sec-
tor social de la economía y de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez: Con
su venia, diputado presidente. Compañeros diputados, ha-
ce ya más de tres décadas que México emprendió un im-
portante proceso de modernización económica con la in-
tención de generar nuevas oportunidades de desarrollo para
sus habitantes. La firma del GAT y posteriormente la firma
del Tratado de Libre Comercio con América del Norte, die-
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ron paso a la integración negociada de nuestro país al sis-
tema mundo. 

Hoy somos una economía de libre mercado, que tiene la
capacidad y el talento para competir con productos de cali-
dad que llegan a todas partes del planeta.

Como resultado de la apertura comercial poco a poco nues-
tro sector exportador se ha venido transformando, entre
1982 y el 2000, las exportaciones se multiplicaron casi 7
veces. Para el año 2014, las exportaciones representaron la
tercera parte de nuestro producto interno nacional.

Desafortunadamente, este proceso de conversión económi-
ca ha sido todavía insuficiente para mejorar las condiciones
de vida de nuestros pueblos y comunidades indígenas. La-
mentablemente, ser indígena y vivir en el campo sigue
siendo sinónimo de pobreza y carencias sociales.

Los diputados del PRI respaldamos a nuestro Presidente de
la República, el licenciado Enrique Peña Nieto, en su lucha
permanente por construir mejores condiciones de vida pa-
ra los mexicanos. La política social del gobierno federal ha
sido eficaz para atender a los más pobres entre los pobres. 

Sin embargo, es necesario acompañar estos esfuerzos con
medidas audaces que sirvan para incluir a los indígenas en
la dinámica del desarrollo, con un enfoque moderno y rea-
lista.

La presente iniciativa busca impulsar las exportaciones de
los productos elaborados por nuestros integrantes de los
pueblos y comunidades indígenas, con la intención de ha-
cerlos participes en las ventajas de la economía de libre
mercado. Hablamos de artesanías, productos orgánicos de
alta calidad que hoy en día son reconocidos en todo el
mundo.

Tenemos un pasado milenario y ancestral que representa
una ventaja competitiva frente a otras economías del mun-
do. Debemos aprovechar el potencial de nuestros pueblos
y comunidades indígenas, facilitando la colocación de sus
productos en el exterior. Esta no solo sería una forma de
decirle al mundo lo orgullosos que estamos de nuestras ra-
íces, sino que también una vía para llegar recursos finan-
cieros para las personas indígenas y sus familias.

La propuesta que presento ante esta soberanía consiste en
modificar cuatro ordenamientos legales para reorientar el
trabajo de las instituciones y de las políticas públicas. El

proyecto de decreto que tengo a bien presentarles contiene
reformas a la Ley Federal para el Fomento de la Microin-
dustria y la Actividad Artesanal, con el objeto de que la Se-
cretaría de Economía asista técnicamente a los artesanos y
campesinos indígenas, orientándolos sobre la normatividad
de exportación de los bienes que producen. Asimismo pro-
pongo reformar la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, a efecto
de que se brinden facilidades a los micro y pequeños em-
presarios de origen indígena, para que tengan posibilidades
de exportar la totalidad o parte de su producción artesanal
o bienes de origen orgánico.

Las reformas a la Ley de Economía Social y Solidaria, y a
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, buscan igualmente
generar mejores condiciones para la exportación de los
productos artesanales y orgánicos de nuestros pueblos in-
dígenas.

Compañeras y compañeros legisladores, con estas sencillas
modificaciones estaríamos abriendo nuevas oportunidades
para quienes encarnan nuestras raíces históricas. Las y los
indígenas de este país, nuestros hermanos, tienen la capa-
cidad y el talento para deslumbrar al mundo con sus cono-
cimientos y productos.

En nuestras manos está brindarles las facilidades necesa-
rias para que accedan a las ventajas de la economía moder-
na y competitiva. Los diputados del PRI seguiremos pro-
moviendo iniciativas para favorecer a nuestros pueblos y
comunidades indígenas.

Propuestas como estas pueden ser la diferencia para deto-
nar el desarrollo de las regiones que hoy se encuentran re-
zagadas y que siguen demandando nuestra atención.

Por todo lo anterior expuesto someto a su amable conside-
ración esta iniciativa. Es cuanto, diputados; diputado presi-
dente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal para el Fomento de la Microindustria
y la Actividad Artesanal; para el Desarrollo de la Competi-
tividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa; de la
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social
de la Economía; y de Desarrollo Rural Sustentable, a car-
go del diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del
Grupo Parlamentario del PRI
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El suscrito, Christian Joaquín Sánchez Sánchez, diputado
federal de la LXIII Legislatura, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II;
6º, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta asam-
blea la presente: iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Ac-
tividad Artesanal;  de la Ley para el Desarrollo de la Com-
petitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa; de la
Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos años se ha incrementado de forma notoria la
presencia de México en el mundo, a partir de las diversas
maneras en que se manifiesta nuestra cultura por la que se
tiene un indudable aprecio. 

Ya no se trata sólo de los países con los que colindamos co-
mo Estados Unidos o Guatemala, ni únicamente a nivel la-
tinoamericano sino que, una buena parte de nuestro legado
cultural al mundo ha logrado trascender mares, fronteras y
continentes.

Ello ha sido posible, sí por supuesto gracias a políticas de-
liberadas en materia de política exterior y de turismo para
posicionar a México en un lugar importante en el concier-
to de las naciones pero sin duda y, desde luego aunado a lo
anterior, gracias al cúmulo de manifestaciones musicales, ar-
quitectónicas, gastronómicas o cinematográficas que han si-
do determinantes para expandir y difundir nuestra cultura. 

Por eso es cada vez más común que en países europeos o
asiáticos, africanos o de nuestro propio hemisferio, se alu-
da de manera directa o indirecta a México.

Y que ello se haga ya no solo en referencia a nuestras cul-
turas ancestrales, nuestros grandes artistas, escritores o por
las propias bebidas nacionales que también constituyen
parte de nuestra identidad, sino también y, de manera cre-
ciente, por las ricas o variadas artesanías típicas de las di-
ferentes regiones de México, parte importante de las cuales
son elaboradas por verdaderos artistas de origen indígena,
con el esmero y la meticulosidad inherentes a sus formas
de ser. 

Se trata, en su mayoría, de verdaderas obras maestras que
gozan del aprecio y admiración de un número cada vez ma-
yor de extranjeros. Hablamos de piezas de vestir, decorati-
vas o utilitarias, textiles, de orfebrería o ebanistería con-
feccionadas con los materiales propios de donde habitan
los indígenas, difíciles en realidad de tasar en pesos y cen-
tavos pero, a fin de cuentas, con un valor en el mercado,
que desafortunadamente no se han logrado aprovechar en
todo su potencial, en particular sus posibilidades de expor-
tación, como una fuente adicional de ingresos para esos nú-
cleos poblacionales que, como sabemos, son afectados por
la pobreza y la desigualdad. 

Y así como se ha desaprovechado esa fuente potencial de
recursos, en particular por el aún insuficiente apoyo para su
organización, el acceso al financiamiento, o para la crea-
ción de micro y pequeñas empresas integradas por miem-
bros de las comunidades indígenas, otro tanto ha sucedido
con algunos bienes agropecuarios que caen dentro de la
clasificación de bienes orgánicos cultivados por campesi-
nos indígenas, tras cuya producción subyacen sus saberes
ancestrales, su devoción por la tierra, el cuidado del am-
biente y la regeneración de los ecosistemas naturales.

Base señalar que cuatro de cada cinco de los más de doce
millones de indígenas en nuestro país están clasificados co-
mo pobres, la mitad de ellos como mexicanos en extrema
pobreza, cifras que se sitúan en un 50% por arriba de los
promedios nacionales. 

Lo anterior pese a que no han sido pocos los programas y
políticas públicas que de manera diversa y focalizada, se
han emprendido desde el Estado, orientadas a apoyarles
para la superación del círculo de enfermedad, desnutrición,
insuficiencia en educación, empleo y precariedad de vi-
vienda y de servicios en que se desenvuelven. 

A pesar de ello, esos apoyos habrían servido en todo caso,
tan solo para que su situación de pobreza y marginación no
se siga ahondando, sin posibilidades incluso de adquirir a
partir de ello capacidades suficientes para aprovechar las
oportunidades de otras políticas y programas que también
se les brindan, orientados a apuntalar su nivel de ingresos,
en especial para el emprendimiento de proyectos producti-
vos, que tampoco han fluido en la calidad y cantidad que se
requerirían para apoyarles decididamente a la superación
de su situación de atraso y marginación.

Los saberes, habilidades y destrezas de los miembros de las
comunidades indígenas, lo mismo para la confección de
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todo tipo de artesanías, que para el cultivo, cosecha y ob-
tención de productos orgánicos de origen agropecuario, no
han sabido emplearse debidamente como otra fuente po-
tencial de ingresos que les ayude a superar las adversidades
económicas que padecen. 

Ciertamente en el ámbito nacional es cada vez mayor el
aprecio por esos productos de origen indígena.

Sin que a menudo dejen de darse situaciones de abuso y ex-
plotación hacia ellos, para la colocación de esos bienes en
el mercado interno, cada vez hay mayor conciencia de las
retribuciones que con justicia merecen los indígenas, tras el
empeño, dedicación, meticulosidad y maestría que ponen
en juego para producir esas piezas artesanales, a la altura
de los gustos estéticos más exigentes que decoran hogares,
oficinas y establecimientos; que visten, enmarcan o ador-
nan a mexicanas y mexicanos orgullosos de la diversidad
de manifestaciones de las culturas vernáculas de nuestra
nación multicultural.

Creemos sin embargo que, así como crecientemente han
permeado entre las diferentes clases sociales y regiones de
nuestro país, las artesanías y el consumo de productos or-
gánicos provenientes de nuestros hermanos indígenas, unas
y otros constituyen, en potencia, un legado cultural que de-
bemos compartir y promover a nivel internacional, espe-
cialmente por el aprecio cada vez mayor que se tiene en el
orbe no sólo por nuestra cultura mestiza, sino también por
la diversidad y riqueza de nuestras expresiones culturales
autóctonas. 

Consideramos por ello que es nuestro deber y obligación
como legisladores propiciar que ello ocurra, dotando a
nuestro entramado institucional de los instrumentos jurídi-
cos que permitan por un lado, colocar en el mercado inter-
nacional un número crecientemente progresivo de artesaní-
as y productos agropecuarios orgánicos de origen indígena.
Y, por otro, estrechamente ligado a lo anterior, contribuir a
remediar la situación de campesinos y artesanos indígenas,
a partir de los ingresos que pudiesen obtener por esa acti-
vidad. 

Se trataría con ello, no de resolver las adversidades y po-
breza ancestral que padecen, pero sí de atenuarlas en lo po-
sible, explorando las oportunidades que ofrece el mercado
internacional para las exportaciones mexicanas, incluidos
este tipo de bienes confeccionados o producidos por los in-
dígenas de nuestra patria.

Buscaríamos así cumplir como legisladores, con la parte
que nos corresponde como parte del Estado mexicano para
que, como lo establece el Apartado B del artículo 2o. cons-
titucional, la Federación, los Estados y los Municipios pro-
muevan la igualdad de oportunidades de los indígenas, es-
tablezcan instituciones y determinen políticas para
garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades. En espe-
cial para apoyar, como lo mandata la fracción VII de ese
apartado, “…las actividades productivas y el desarrollo
sustentable de las comunidades indígenas mediante accio-
nes que permitan alcanzar la suficiencia de sus ingresos
económicos…”

Contribuir a ello es precisamente el propósito de esta ini-
ciativa con Proyecto de Decreto. 

Ya existen dentro del sistema jurídico mexicano una serie
de ordenamientos legales y de instituciones que a partir de
ellos han emergido que, con algunas adecuaciones pudie-
sen ser de utilidad para el propósito explicito que se persi-
gue de coadyuvar con los núcleos indígenas, a colocar sus
artesanías y productos del campo, en particular los de ori-
gen o naturaleza orgánica en los mercados internacionales,
mediante un decido apoyo institucional a sus exportacio-
nes.

Consideramos por ello que algunas adecuaciones jurídicas,
tal y como se indica en el siguiente apartado darían lugar
para que, desde el ámbito de la Administración Pública Fe-
deral, con la concurrencia de los otros niveles de gobierno,
se emprendan las acciones programas y políticas pertinen-
tes encaminados en esa dirección.

Contenido de la iniciativa

Se proponen mediante esta Iniciativa con proyecto de De-
creto, adecuaciones a cuatro ordenamientos para cumplir
con los fines anteriormente señalados.

1. A la Ley Federal para el Fomento de la Microin-
dustria y la Actividad Artesanal, reformas a sus artí-
culos 4o. y 37, fracción IX, inciso B), para que la Se-
cretaría de Economía asista técnicamente y otorgue
facilidades a los artesanos y campesinos indígenas,
orientándoles sobre la normatividad para la exportación
de los bienes que producen, en especial aquellas artesa-
nías con potencial para su colocación en el mercado in-
ternacional, así como aquellos productos agropecuarios
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de origen orgánico que tienen una demanda creciente en
ese entorno. 

2. A la Ley para el Desarrollo de la Competitividad
de la Micro, Pequeña y Medina Empresa, reformas al
inciso a) de la fracción II de su artículo 4o. y a la frac-
ción VIII del artículo 10, así como la adición de una
fracción XII a su artículo 22 con la finalidad de que,
dentro de los estímulos a los que mandata esta ley para
la Secretaría de Economía, se consideren a los micro y
pequeños empresarios de origen indígena, con posibili-
dades de exportar la totalidad o parte de su producción
artesanal o de bienes de origen orgánico. Se trata de una
reforma que va en sintonía con la del ordenamiento an-
terior, para coadyuvar a través de la exportación, a la ob-
tención de ingresos para los artesanos y campesinos in-
dígenas y, por ende, a elevar su nivel de vida.

3. A la Ley de la Economía Social y Solidaria, Regla-
mentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la
Constitución política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en lo Referente al Sector Social de la Economía, re-
formas a sus artículos 4o., fracción VI, 5o., fracción II;
y la adición de una fracción XI Bis; adecuaciones con
las que se pretende que la Secretaría de Economía o, en
su caso, la de Desarrollo Social cuando se concrete la pro-
puesta en puerta para el redireccionamiento de instituto
Nacional de la Economía Social hacia esta última depen-
dencia, considere dentro de sus apoyos como organismos
del sector, a las organizaciones de micro y pequeños em-
presarios de origen indígena que se propongan colocar
parte o la totalidad de sus productos artesanales o de ori-
gen orgánico en el mercado internacional.

Asimismo con la adición que se propone se estaría em-
poderando a ese Instituto, para promover en los ámbitos
nacional e internacional, las artesanías y bienes de ori-
gen orgánico que son producidos por los micro y pe-
queños empresarios de origen indígena, asesorándoles y
orientándoles para tal efecto  

4. Se proponen por último, reformas a la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable en sus artículos 2°, 55 frac-
ción VIII, 113 y 115 en su párrafo segundo para incor-
porar como sujetos de dicho ordenamiento, a los
indígenas organizados como micro o pequeños empre-
sarios productores de bienes agropecuarios de origen or-
gánico cuya producción total o parcial se oriente hacia
las exportaciones, a fin de que gocen de las prerrogati-
vas que dicha ley otorga a los sujetos que contempla.

Estamos convencidos de que si esta Soberanía tiene a bien
aprobar las adiciones  reformas que estamos proponiendo
mediante esta iniciativa, se estaría con ello abonando por
un lado, a elevar los ingresos y nivel de vida de los indíge-
nas artesanos y campesinos, al apoyarles para la exporta-
ción de sus productos; y por otro, también de gran impor-
tancia, a continuar con el conocimiento y difusión de
México en el ámbito internacional, en toda la diversidad y
multiculturalidad que le distingue.

Por lo expuesto y fundado, es que me permito someter a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforman los artículos 4o. y 37, frac-
ción IX, inciso B) de la Ley Federal para el Fomento de la
Microindustria y la Actividad Artesanal para quedar como
sigue:

Artículo 4o. Los empresarios de las microindustrias y los
que se dediquen a la actividad artesanal, pueden ser perso-
nas físicas o morales que se constituyan con apego a las
disposiciones de esta Ley, así como de otras leyes en cuan-
to les sean aplicables sin contravenir a la primera. La Se-
cretaría otorgará facilidades y asistencia técnica a las
microempresas artesanales conformadas por miembros
de las comunidades indígenas que tengan entre sus fi-
nes, la colocación de sus productos en el mercado inter-
nacional.

Artículo 37. Para lograr los objetivos y finalidades esta-
blecidos en este ordenamiento, la Comisión Intersecretarial
para el Fomento de la Microindustria realizará las siguien-
tes funciones:

IX. Fomentar la producción de artesanías, para lo cual
podrá:

…

B). Proponer los criterios para otorgar los certificados
de origen, así como las normas mínimas de calidad
que deben cumplir las artesanías para su exportación,
asistiendo técnicamente a los microempresarios de
origen indígena para la comprensión y el cumpli-
miento con dichas normas.

…
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Artículo Segundo. Se reforman el inciso a) de la fracción
II del artículo 4o., la fracción VIII del artículo 10; y se adi-
ciona una fracción XII al artículo 22 de la Ley para el De-
sarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Me-
dina Empresa para quedar como sigue:  

Artículo 4o. Son objetivos de esta ley

…

I. Establecer

…

II. Promover:

a) Un entorno favorable para que las Mipyme sean
competitivas en los mercados nacionales e interna-
cionales, para lo cual la Secretaría procurará los
estímulos y la asistencia técnica, en particular pa-
ra las micro y pequeñas empresas artesanales
conformadas por miembros de las comunidades
indígenas del país que tienen entre sus fines la ex-
portación de sus productos.

b) a i)…

Artículo 10. La planeación y ejecución de las políticas y
acciones de fomento para la competitividad de las Mipyme
debe atender los siguientes criterios:

…

VII. Propiciar nuevos instrumentos de apoyo a las
Mipyme considerando las tendencias internacionales de
los países con los que México tenga mayor interacción.
Para ello se considerarán prioritarios los apoyos que
se brinden a los micro y pequeños empresarios arte-
sanales de origen indígena que busquen la colocación
de sus productos en el mercado internacional.

VIII. a IX. …

Artículo 22. El Consejo  tendrá por objeto:

…

IX. Formular mecanismos y estrategias de promoción a
la exportación directa e indirecta de las MIPYMES;

X. a XI. 

XII. Orientar y apoyar a los micro y pequeños em-
presarios artesanales de origen indígena para la co-
locación de sus productos en el mercado externo 

Artículo Tercero. Se reforman el sexto párrafo del artícu-
lo 4 y el segundo párrafo del artículo 5o. y se adicional una
fracción XII Bis de la Ley de la Economía Social y Solida-
ria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de
la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos,
en lo Referente al Sector Social de la Economía para que-
dar como sigue:

Artículo 4o. El Sector Social de la Economía estará inte-
grado por las siguientes formas de organización social:

…

VI. En general, de todas las formas de organización so-
cial para la producción, distribución y consumo de bie-
nes y servicios socialmente necesarios y de aquellos
otros que, no siéndolo, representen una fuente po-
tencial de ingresos para los artesanos de origen indí-
gena, a quienes el Instituto apoyará para la coloca-
ción de sus productos en los mercados nacional e
internacional.

Artículo 5o. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. …

II. Organismos del sector, a las organizaciones, empre-
sas y sociedades del Sector Social de la Economía, in-
cluidas aquellas conformadas por artesanos o cam-
pesinos de origen indígena que se establezcan con la
finalidad de colocar la totalidad o parte de sus pro-
ductos de origen orgánico y de sus artesanías en el
mercado internacional  

III a XVII

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las si-
guientes:

I. a IX. …

X. Promover en el ámbito nacional e internacional los
bienes y servicios producidos por los Organismos del
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Sector, siempre que la legislación específica en la mate-
ria de cada Organismo del Sector se los permita;

XI. Bis. Promover en el ámbito nacional e interna-
cional las artesanías y los productos de origen orgá-
nico proveniente de las micro y pequeñas empresas
conformadas por miembros de las comunidades in-
dígenas, asesorándoles en lo conducente para la ex-
portación de su producción. 

XI a XXII

Artículo Cuarto. Se reforman el artículo 2o., el párrafo
VIII del artículo 55, el artículo 113, y el segundo párrafo
del artículo del artículo 115 de la Ley de Desarrollo Rural
sustentable para quedar como sigue.   

Artículo 2o. Son sujetos de esta ley los ejidos, comunida-
des y las organizaciones o asociaciones de carácter nacio-
nal, estatal, regional, distrital, municipal o comunitario de
productores del medio rural, que se constituyan o estén
constituidas de conformidad con las leyes vigentes y, en
general, toda persona física o moral que, de manera indivi-
dual o colectiva, realice preponderantemente actividades
en el medio rural. Lo son también las personas físicas o
morales de origen indígena dedicados a actividades ar-
tesanales para su colocación total o parcial en el merca-
do internacional, o al cultivo de productos de origen or-
gánico con propósitos de exportación.  

Artículo 55. Los apoyos para el cambio de la estructura
productiva tendrán como propósitos:

…

VIII. Fomentar la producción hacia productos con opor-
tunidades de exportación y generación de divisas, in-
cluidos los de origen orgánico y las artesanías prove-
nientes de personas físicas o morales de origen
indígena, dando prioridad al abastecimiento nacional de
productos considerados estratégicos; 

IX. …

Artículo 113. En coordinación con los gobiernos de las en-
tidades federativas y con la participación de los producto-
res, la Secretaría fomentará las exportaciones de productos
nacionales mediante el acreditamiento de la condición sa-

nitaria, de calidad e inocuidad, su carácter orgánico o sus-
tentable y la implantación de programas que estimulen y
apoyen la producción y transformación de productos ofer-
tados por los agentes de la sociedad rural, incluidas las mi-
cro y pequeñas empresas integradas por miembros de
los grupos indígenas abocadas a las artesanías o el cul-
tivo de productos orgánicos, rural para aprovechar las
oportunidades de los mercados internacionales. 

Artículo 115. El Gobierno Federal, promoverá la constitu-
ción, integración, consolidación y capitalización de las em-
presas comercializadoras de los sectores social y privado
dedicadas al acopio y venta de productos ofertados por los
agentes de la sociedad rural y en especial los procesos de
acondicionamiento y transformación industrial que las
mismas realicen.

Además, el gobierno federal apoyará la realización de es-
tudios de mercado y la promoción de productos en los mer-
cados nacional y extranjero. Asimismo, brindará a los pro-
ductores rurales asistencia de asesoría y capacitación en
operaciones de exportación, contratación, transportes y co-
branza, entre otros aspectos, en particular para apoyar a
los micro y pequeños empresarios de origen indígena
cuya producción artesanal o de productos orgánicos se
destine total o parcialmente a la exportación. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 4 de no-
viembre de 2015.— Diputados: Christian Joaquín Sánchez Sánchez,
Cándido Ochoa Rojas, Ramón Bañales Arambula (rúbricas).»

Presidencia del 
diputado José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Sánchez. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Fomento Cooperativo y Economía Social, y
de Asuntos Indígenas, para dictamen.
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LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS
MAYORES

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Erika
Irazema Briones Pérez, del Grupo Parlamentario del PRD,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 5o., de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores.

La diputada Erika Irazema Briones Pérez: Con su per-
miso, señor presidente. Buenas tardes, compañeros dipu-
tados y diputadas. México y el mundo entero están atrave-
sando por una etapa llena de sabiduría y de experiencia que
sólo los años dejan en nosotros. El envejecimiento, desde
el carácter demográfico, ha ido en aumento considerable en
el país. Esto no es un problema, el problema como tal no
son los adultos mayores, el problema es que no existen los
suficientes mecanismos de apoyo y desarrollo para esta
etapa de la vida, que al igual que todos, es muy natural.

Trabajamos y hablamos de economía, de mujeres, de niños
y niñas, de jóvenes, de adolescentes, lo cual es sin duda un
tema de importancia absoluta. Sin embargo, en muy pocas
ocasiones recordamos a nuestros abuelos, a nuestras abuelas.

En la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, establecen los derechos a los que son acreedores los
adultos de edad considerable como el adulto mayor, entre
ellos se encuentra el derecho del trabajo.

Los adultos mayores presentan un riesgo social alto, que
resulta en parte inherente al avance de la edad y que se ve
acentuada por las deficiencias de cobertura y calidad en
materia de seguridad social, y en atención a la salud y vi-
vienda, o por su mayor propensión a presentar limitaciones
físicas o mentales, las cuales son características tomadas en
cuenta para que este grupo sea considerado de manera dis-
criminatoria como improductivo.

La tasa de participación económica de la población de 60
años y más, es de tan solo el 33.7 por ciento, según datos
del segundo trimestre del 2014, de la Encuesta Nacional de
Ocupación y empleo. De este 33.7 por ciento de adultos
mayores que tienen empleo, la mayoría, el 50.5 por ciento
labora por cuenta propia, mientras que el 4.9 por ciento,
son trabajadores sin pago.

Una tercera parte de los adultos mayores económicamente
activos; es decir, el 35.5 por ciento es subordinado y remu-

nerado, y la mitad de éstos, es decir, el 49.2 por ciento no
reciben prestaciones de ningún tipo.

La calidad de los empleos no son las necesarias para ga-
rantizar que nuestros adultos mayores pueden tener una ca-
lidad de vida digna, esto agregando todos los problemas
que se presentan por la edad, los abusos por parte de otras
personas al ser un grupo en condiciones de vulnerabilidad,
entre otros que son muy visibles, pero que no se toman en
cuenta.

No existe limitante alguna de edad, de condición, entre
otras. Toda persona tiene que gozar al derecho a un trabajo
digno, tal y como lo establece nuestra Carta Magna.

El trabajo deberá incluir también una actividad económica
adecuada que pueda sobrevivir y, sobre todo, abundar a una
calidad de vida adecuada para sus necesidades. Gran parte
del envejecimiento mental va muy relacionado con la ma-
la perspectiva de hacer creer a nuestros adultos mayores
como improductivos o no aptos para desempeñar un traba-
jo.

Con la iniciativa que hoy presento quiero adicionar que
dentro del derecho al trabajo que tiene el adulto mayor se
incluya que se deba fomentar también sus capacidades eco-
nómica, todo ello para que se pueda establecer programas
y mecanismos de apoyo que favorezcan a los adultos ma-
yores a producir algún tipo de bien o algún producto que
pueda ayudar a mantener una mente activa y, lo más im-
portante, la calidad de vida que merecen sin quedar en el
abandono.

Los adultos mayores han dado años de su vida para este pa-
ís; cada quien desde su ámbito, pero han sido parte de la es-
tructura que construyó la nación contemporánea. No los
dejemos en el olvido. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la
diputada Érika Irazema Briones Pérez, del Grupo Parla-
mentario del PRD

Argumentos

Como resultado de los grandes cambios demográficos ex-
perimentados en México durante el siglo XX, la estructura
por edad y sexo de la población está sufriendo cambios
verdaderamente significativos; entre éstos destaca el inicio
del proceso de envejecimiento demográfico que se expresa

Año I, Primer Periodo, 10 de noviembre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados206



como un incremento relativo y absoluto de la población en
edades avanzadas.

Aún y cuando con base en datos del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), actualmente México es un
país preponderantemente de jóvenes, donde cerca de 50
por ciento de la población tiene 22 años o menos; es nece-
sario analizar las condiciones de vida y los principales pro-
blemas de las personas adultas mayores en el presente, con
el objetivo de prever el perfil de demandas y necesidades
de este grupo de población en los años por venir, así como
una legislación pertinente y adecuada a su realidad, que es-
tablezca los principios y bases generales para crear las con-
diciones sociales, económicas y políticas que les permitan
acceder a una vida digna y a su pleno desarrollo.

Debemos de acatar un amplio sentido de responsabilidad
aplicada a nuestra legislación en la materia debe ser soli-
daria y subsidiaria para resarcir el daño que la falta de
oportunidades ha ocasionado en este sector de la pobla-
ción, razón por la cual hoy en día un importante número de
este sector de la población se encuentran en situación de
pobreza, rezago y vulnerabilidad social.

Los adultos mayores presentan mayor riesgo social, que re-
sulta en parte inherente al avance de la edad y que se ve
acentuada por las deficiencias de cobertura y calidad en
materia de seguridad social y atención a la salud y vivien-
da, o por su mayor propensión a presentar limitaciones fí-
sicas o mentales las cuales son características tomadas en
cuenta, para que este grupo sea considerado de manera dis-
criminatoria como improductivo.

El número de personas adultas mayores se duplicó en Mé-
xico en menos de un cuarto de siglo, toda vez que en 1990
este grupo de edad sólo incluía a 5 millones y para los años
2025 y 2050, se estima que la cantidad de adultos mayores
en el país aumentará a 17.2 y 32.4 millones, respectiva-
mente. De igual manera, de acuerdo con la Encuesta Na-
cional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH), que
aplica el Inegi, de los 31.6 millones de hogares que hay en
el país, en tres de cada 10 vive al menos una persona de 60
años y más.

La tasa de participación económica de la población de 60
años y más es de tan sólo 33.7 por ciento, según datos del
segundo trimestre de 2014 de la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE), también del Inegi, encon-
trando que a mayor edad son menores la probabilidades de
ocupación laboral. El nivel de ocupación es mayor en los

hombres, que es de 50.7 por ciento que en las mujeres que
tan sólo es de 19.4 por ciento.

De este 33.7 por ciento de adultos mayores que tienen em-
pleo, la mayoría, 50.5 por ciento labora por cuenta propia,
mientras que 4.9 por ciento son trabajadores sin pago. Una
tercera parte de los adultos mayores económicamente acti-
vos es decir 35.5 por ciento, es subordinada y remunerada
y la mitad de éstos, es decir 49.2 por ciento no reciben
prestaciones de ningún tipo.

Es importante saber también que 3 de cada 4 adultos ma-
yores, es decir 74.3 por ciento se insertan en el mercado la-
boral informal por los que no tienen prestaciones ni segu-
ridad social. De estos últimos, 1 de cada 3, es decir 33.5
por ciento, gana hasta un salario mínimo que son de 67.29
o 63.77 pesos diarios, dependiendo del área geográfica.

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Empleo y Seguridad
Social (ENESS) también del Inegi realizada en 2013, sola-
mente una cuarta parte de los adultos mayores cuenta con
una pensión, es decir 26.1 por ciento. Los hombres cuentan
con una mayor cobertura (35 por ciento) que en las muje-
res (18.5 por ciento), de quienes destaca que 45.3 por cien-
to reciben la pensión por viudez, es decir, gracias a un de-
recho laboral de sus maridos fallecidos.

De los hogares donde hay al menos un adulto mayor, más
de la mitad, 54.8 por ciento reciben una pensión por jubi-
laciones, pensiones e indemnizaciones por accidente de
trabajo, despido y retiro voluntario; y solamente 9.3 por
ciento son beneficios provenientes de programas guberna-
mentales.

En este contexto es importante precisar que a nivel mun-
dial, cerca de la mitad de las personas en edad de jubilación
en el mundo no reciben ningún tipo de pensión, y no les al-
canza para cubrir sus necesidades básicas a 52 por ciento
de quienes la reciben, alerta un informe de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT) que analiza la situación en
178 países. El reporte en mención también destaca que la
mayoría de las personas mayores no tienen ingresos garan-
tizados, y se ven obligadas a seguir trabajando, a menudo
en condiciones de precariedad y con bajos salarios.

No existe limitante alguna de edad, de condición, entre
otras, toda persona tiene que gozar del derecho a un traba-
jo digno tal y como lo establece nuestra carta magna o, en
su caso, a una actividad productiva.
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Las capacidades económicas de los adultos mayores deben
ser fortalecidas mediante programas sociales adecuados,
políticas públicas incluyentes en el tema, para brindar
oportunidades de este sector vulnerable a muchas situacio-
nes de la vida cotidiana.

La Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
tiene por objeto garantizar el ejercicio de los derechos de
las personas adultas mayores, así como establecer las bases
y disposiciones para su cumplimiento, mediante la regula-
ción de políticas públicas nacionales para la observancia de
los derechos de las personas adultas mayores, así también
como principios, objetivos, programas, responsabilidades e
instrumentos que la administración pública federal, las en-
tidades federativas y los municipios deberán observar en la
planeación y aplicación de la política pública nacional, en-
tre otras.

Se considera entonces necesario adherir a dicha ley una
nueva fracción al artículo 5 que conste de un ordenamien-
to legal para garantizar el derecho de nuestros adultos ma-
yores el acceso a una capacitación adecuada que los ayude
a empoderar en el ámbito económico, que desarrollen o
descubran nuevas habilidades que puedan explotar para su
auto suficiencia y sus necesidades básicas.

Se debe garantizar un pleno ejercicio de los derechos de los
adultos mayores; así como instrumentos que puedan crear
o desarrollar las capacidades económicas de este grupo en
condiciones de vulnerabilidad.

La presente iniciativa corresponde a una política pública en
atención a las condiciones y obstáculos que enfrentan los
adultos mayores de nuestro país, siendo este sector uno de
los más rezagados en sentidos de desarrollo social, de pro-
gramas y de atención prioritaria por los diversos mecanis-
mos ya existentes para su apoyo.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y fracción I, de los artículos 6, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la suscri-
ta, diputada Érika Irazema Briones Pérez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, somete a consideración de esta honorable asam-
blea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción V del artículo
5 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores

Artículo Único. Se reforma la fracción V del artículo 5 de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
para quedar en los siguientes términos:

Artículo 5: De manera enunciativa y no limitativa, esta ley
tiene por objeto garantizar a las personas adultas mayores
los siguientes derechos:

I. a IV. …

V. Del trabajo y sus capacidades económicas:

a. …

b. A ser sujetos de acciones y programas orienta-
dos a fortalecer las capacidades económicas de
los adultos mayores.

c. A recibir el apoyo de las instituciones federales,
estatales y municipales en el ámbito de sus com-
petencias para fortalecer sus capacidades econó-
micas.

d. A recibir apoyos, estímulos o subsidios que for-
talezcan su ingreso y economía personal.

VI a IX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al contenido del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Érika Irazema Briones Pérez, María Soledad Sandoval
Martínez, Evelyng Soraya Flores Carranza, Cándido Ochoa Rojas (rú-
bricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Briones. Túrnese a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su dictamen.
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Saludamos la presencia de alumnos de la escuela Primaria
Licenciado Ignacio Ramírez, del municipio de Ecatepec,
de Morelos, estado de México, invitados por el diputado
José Alfredo Torres Huitrón.

Igualmente de miembros activos de San Luis Potosí, invi-
tados por la diputada María de los Ángeles Rodríguez
Aguirre. Sean todas y todos ustedes bienvenidos a este re-
cinto parlamentario.

El diputado Cándido Ochoa Rojas (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Cándido Ochoa, por favor.

El diputado Cándido Ochoa Rojas (desde la curul): Sí.
Gracias, presidente. Para felicitar a la diputada Fabiola por
la iniciativa que está presentando, y pedirle si me autoriza
sumarme a la misma.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
¿Se refiere a la que acaba de presentar la diputada Briones?

El diputado Cándido Ochoa Rojas (desde la curul): Sí,
sí, es la misma.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí. Erika Briones. La diputada manifiesta su aceptación,
entonces está aquí a disposición la iniciativa para que quie-
nes la quieran suscribir lo hagan aquí en la Secretaría de la
Mesa Directiva.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra el diputado Cuitláhuac García Jimé-
nez para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 234 y adiciona un artículo 234 Bis al
Código Penal Federal, iniciativa suscrita también por el
diputado Jesús Emiliano Álvarez López, ambos del Grupo
Parlamentario de Morena.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez: Gracias, presi-
dente. Esta iniciativa es muy sencilla, así que al poco audi-
torio que tenemos hoy no lo voy a entretener mucho.

La dificultad de entender cuándo un billete es falso o ver-
dadero, no es una tarea sencilla. Hay varias pruebas que
hay que hacer en el tacto, en la vista, a contraluz y esto es
aprovechado para delinquir con billetes falsos, pero a quien
no tenemos la experiencia de distinguir estas pruebas po-
demos caer fácilmente en manos de quienes sí deliberada-
mente circulan los billetes falsos.

Nosotros sabemos que a partir de 2008 se cuenta con una
reforma constitucional en materia penal para transitar de un
sistema de tipo inquisitorio a un sistema tipo oral, acusato-
rio y garantista. Es por tanto importante ir adaptando las le-
yes para evitar injusticias y sentenciar presuntos culpables
o aplicar sentencias desproporcionadas.

Particularmente importante es también la introducción del
principio de presunción de inocencia en la redacción final
de varios de los artículos de este tema. Sabemos que en la
nueva redacción de la Constitución el artículo 20, Aparta-
do B, fracción I, se establece que entre los derechos de to-
da persona imputada está el de que se presuma su inocen-
cia mientras no se declare responsable, no se declare su
responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de
la causa.

Igualmente, en la fracción V del Apartado A del artículo 20
constitucional, se enumera dentro de los principios genera-
les del proceso penal que la carga de la prueba para de-
mostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusadora;
es decir, al Ministerio Público. Por lo que el acusado no es
quien tiene que demostrar su inocencia, sino que es la re-
presentación social la que debe acreditar su culpabilidad.

De esta manera tenemos, el diputado Emiliano y un servi-
dor, presentando a ustedes una reforma en el aspecto muy
específico de lo que se establece en el tipo penal para la fal-
sificación de la moneda.

Actualmente el Código Penal Federal estipula en su artícu-
lo 234, primer párrafo, que al que cometa el delito de falsi-
ficación de moneda se le impondrá de cinco a 12 años de
prisión y hasta 500 días de multa.

Asimismo este artículo, en su tercer párrafo, menciona que
comete delito de falsificación de moneda el que produzca,
almacene, distribuya o introduzca al territorio nacional
cualquier documento o pieza que contenga imágenes u
otros elementos utilizados en las monedas circulantes y que
por ello resulten idóneos para engañar al público, por ser
confundibles con monedas emitidas legalmente. A quien

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 10 de noviembre de 2015209



cometa este delito, en grado de tentativa, se le impondrá de
cuatro a ocho años de prisión y hasta 300 días de multa.

Y en el mismo artículo, pero un párrafo adelante, el párra-
fo cuarto, estipula que la pena señalada en el primer párra-
fo de este artículo; es decir, la de cinco a 12 años, también
se impondrá al que a sabiendas hiciere uso de moneda fal-
sificada.

De esa manera, el día 11 de marzo de 2011, Esperanza Re-
yes Aguiñón, fue detenida y encarcelada. Su proceso duró
años y es un caso muy resonado, porque era un ama de ca-
sa que no sabe leer, no sabe escribir y se dedicaba a tratar
de mantener a sus hijos, esta injusticia surgió por esta cues-
tión desproporcionada al aplicar el artículo 234, al que hi-
ce referencia.

Por eso el párrafo cuarto estoy proponiendo, estamos pro-
poniendo, que se derogue y se sustituya por un artículo 234
Bis, que voy a leer detenidamente: “se impondrá de seis
meses a dos años de prisión a quien haga uso de moneda
falsa a que alude el artículo 234, cuando no se trate de de-
lincuencia organizada, quien realice la conducta no sea co-
autor o copartícipe en la producción o almacenamiento y
por las circunstancias especiales del caso pueda establecer-
se que se trata de un hecho ejecutado para la realización de
un pago u operación lícita”.

Esa es la diferencia, ojalá lo tengan en su consideración
cuando esté en la comisión y llegue acá muy a tiempo pa-
ra su debate en el pleno. Gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 234 y adiciona el 234-
Bis al Código Penal Federal, suscrita por los diputados
Cuitláhuac García Jiménez y Jesús Emiliano Álvarez Ló-
pez, del Grupo Parlamentario de Morena

Cuitláhuac García Jiménez y Jesús Emiliano Álvarez Ló-
pez, en nuestro carácter de diputados federales de la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, pertene-
ciente al Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo por el artículo 6, párrafo 1, fracción I, y 77 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, sometemos a la
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto que deroga el párrafo cuarto del artículo 234 y crea
el artículo 234 Bis del Código Penal Federal, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

Que a partir de la reforma constitucional de 2008, en ma-
teria de Seguridad y Justicia, se dio un giro conceptual de
gran envergadura en materia penal, para poder transitar de
un sistema de tipo inquisitorio, en los ámbitos federal y es-
tatales, hacia un sistema de justicia penal de tipo oral, acu-
satorio, garantista, donde se impongan y equilibren los de-
rechos de las víctimas y los imputados. 

Particularmente importante es la introducción principio de
presunción de inocencia. 

En esta nueva redacción de la Constitución, el artículo 20,
apartado B, fracción I, se establece que “entre los derechos
de toda persona imputada” está el de “que se presuma su
inocencia mientras no se declare su responsabilidad me-
diante sentencia emitida por el juez de la causa”.1

Igualmente, la fracción V del apartado A del artículo 20
Constitucional, se enumera, dentro de los principios gene-
rales del proceso penal que “la carga de la prueba para de-
mostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusado-
ra”,2 es decir al Ministerio Público, por lo que el acusado
no es quien tiene que demostrar su inocencia sino que es la
representación social la que debe acreditar su culpabilidad. 

En el mismo sentido, el Código Nacional de Procedimien-
tos Penales en su artículo 130 señala que la “carga de la
prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la
parte acusadora, conforme lo establezca el tipo penal”.

Principio de presunción de inocencia

El principio de presunción de inocencia está plasmado co-
mo derecho y garantía procesal, tanto constitucionalmente
como en acuerdos internacionales de los que el Estado Me-
xicano es parte, y se encuentra entre los derechos que con-
forman la esfera del debido proceso y su aplicación deter-
mina el funcionamiento, justo o injusto, del sistema penal.

Este principio aparece plasmado en el Artículo 11 de la De-
claración Universal de Derechos Humanos, según la cual
“Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se pre-
suma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad,
conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan
asegurado todas las garantías necesarias para su defensa”.3

Asimismo la Convención Americana de Derechos Huma-
nos o Pacto de San José establece en el artículo 8o. que
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“Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se
presuma su inocencia mientras no se establezca legalmen-
te su culpabilidad”.4

Igualmente este derecho y garantía procesal se encuentra
asentado en el artículo 14 numeral 2 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, que señala “Toda per-
sona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad confor-
me a la ley”.5

Obligaciones internacionales todas, que el Estado Mexica-
no se obligó a cumplir al momento de ratificarlos confor-
me a lo dispuesto por el artículo 133 de nuestra Constitu-
ción en donde se establece:

“Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congre-
so de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados
que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se
celebren por el Presidente de la República, con aproba-
ción del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión.
Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Consti-
tución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en
contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes
de los Estados.6

Por otra parte, a partir de las reformas Constitucionales en
materia de Derechos Humanos el artículo 1º de la Carta
Magna señala que “las normas relativas a derechos huma-
nos se interpretarán de conformidad con esta Constitución
y con los tratados internacionales de la materia favorecien-
do en todo tiempo a las personas la protección más am-
plia”.7

Ahora bien, sobre el tema que nos ocupa, es decir, el uso a
sabiendas de moneda falsa, la legislación imperante es
este momento ha quedado rezagada del acontecer mundial
y nacional, dejando de aplicar el principio de presunción de
inocencia que debe regir nuestra proceso penal.

El tipo penal de falsificación de moneda

Actualmente el Código Penal Federal estipula en su artícu-
lo 234 primer párrafo que al que cometa el delito de falsi-
ficación de moneda, se le impondrá de cinco a doce años
de prisión y hasta quinientos días multa.

Asimismo, este artículo, en su tercer párrafo, menciona que
comete el delito de falsificación de moneda el que produz-

ca, almacene, distribuya o introduzca al territorio nacional
cualquier documento o pieza que contenga imágenes u
otros elementos utilizados en las monedas circulantes, y
que por ello resulten idóneos para engañar al público, por
ser confundibles con monedas emitidas legalmente. A
quien cometa este delito en grado de tentativa, se le im-
pondrá de cuatro a ocho años de prisión y hasta trescientos
días multa.

Sin embargo, el mismo artículo, en su párrafo cuarto estí-
pula que la pena señalada en el primer párrafo de este artí-
culo, de cinco a doce años, también se impondrá al que a
sabiendas hiciere uso de moneda falsificada.

El elemento normativo del delito

La introducción del vocablo “a sabiendas” dentro del últi-
mo párrafo del artículo 234 del Código Penal Federal se re-
fiere a un elemento normativo del delito y que está sujeta a
la valoración o interpretación de la autoridad que aplica la
norma. Es decir, en cada caso el juez respectivo es el que
deberá valorar si el acusado efectivamente tenía conoci-
miento o no de que estaba usando moneda falsa. 

La Real Academia española de la lengua establece que a
“sabiendas” tiene es un adjetivo que tiene dos significados:
1) de un modo cierto, a ciencia segura; 2) Con conoci-
miento y deliberación. 

Hablando en materia penal, esto implica que quienes co-
meten actos ilícitos lo hacen con “conocimiento”, es decir
que se actúa de “un modo cierto” o “a ciencia cierta”, co-
mo por ejemplo le dio un disparo en la cabeza “a sabien-
das” o “con conocimiento” que esto le causaría la muerte.

De lo anterior, resulta que “la valoración” que realiza el
juez de la causa, ha devenido en un contrasentido de la nor-
ma penal y ha traído como consecuencia un cumulo de in-
justicias y sentencias condenatorias que resultan en un via-
crucis para quienes han sido víctimas pasivas en la
obtención de un billete falso y sin saberlo hacen uso del
mismo.

En este sentido es claro que la pena cinco a doce años de
prisión que actualmente es impuesta a quien use moneda “a
sabiendas” de que es falsa, resulta a todas luces excesiva y
desproporcionada puesto que cualquier persona puede ser
víctima de la obtención de un billete falso y de utilizarlo
sin estar al tanto de su falsificación.
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Realidad e injustica

Así pues, considerando que la falsificación de moneda es
un delito federal que incluye la producción, almacena-
miento, distribución y uso premeditado de moneda falsa,
que representa un agravio para la sociedad en su conjunto,
dada la inseguridad en la circulación monetaria que genera
la introducción de dinero falso, y que el Estado debe com-
batirlo con toda la fuerza institucional que sea capaz, tanto
en razón del impacto desestabilizador que tiene en la eco-
nomía nacional y como por el daño al peculio de las perso-
nas, se hace necesario adaptar la norma penal a la siempre
cambiante realidad social a fin de combatir este flagelo y
evitar la aplicación injusta de penas privativas de libertad a
quienes no son responsables de conductas delincuenciales.

Actualmente la ciudadanía es doblemente victimizada por
el delito de falsificación de moneda: Por un lado, es blan-
co de grupos delincuenciales que cambian dinero malo por
bueno, y por otra parte es víctima de una norma anacróni-
ca que prácticamente obliga a las personas a convertirse en
peritos en identificación de moneda falsa, so pena presu-
poner el uso premeditado de moneda falsa, a quien por
desgracia ha sido engañado y dañado en su patrimonio.

Es por esto que el legislador debe precisar el elemento nor-
mativo del tipo penal de falsificación de moneda, en su
modalidad de uso, “a sabiendas” para evitar que el ciuda-
dano común sea sometido a un procedimiento penal y en-
carcelado por el solo hecho de no ser un perito que pueda
reconocer a simple vista el circulante falsificado. 

Para esto, es necesario considerar la existencia de factores
externos que propician el auge en la falsificación de circu-
lante y su uso por parte de los ciudadanos inocentes: 

Primero, el vertiginoso e imparable avance de la tecnolo-
gía. La accesibilidad a bajo costo de equipos de alta cali-
dad y exactitud en fotografía digital, así como en la repro-
ducción de imágenes a color mediante impresoras lasser,
con las que puede fotografiarse, copiarse e imprimirse casi
cualquier cosa, haciéndolas aparecer como piezas auténti-
cas, tiene como consecuencia, en este caso, una imposibi-
lidad material y humana para que un ciudadano cualquiera
distinga entre un billete verdadero y uno falso. 

En segundo lugar tenemos la extensa y variada venta de pa-
pel y polímeros de todo tipo, de distintos metrajes, grados
de consistencia y sin ningún tipo de control, lo que ha per-

mitido a los grupos delincuenciales obtener materiales muy
similares a los utilizados en la producción legal de billetes
y monedas de circulación diaria. 

En tercer término tenemos la falta de impulso a campañas
de prevención, extensas y permanentes, que permitan a los
ciudadanos identificar a simple vista y de manera sencilla
si un billete es verdadero o falso.

Y por último, la diversidad de lugares y operaciones co-
merciales que se realizan en la sociedad moderna, y que
son aprovechadas por la delincuencia para la introducción
de moneda falsa en todas las esferas y estratos del aconte-
cer diario como son taxis, tianguis, centros comerciales,
tiendas de conveniencia, oficinas públicas y privadas, mer-
cados públicos, compras al menudeo o mayoreo, incluso en
ventanillas bancarias y cajeros automáticos en donde el
propio Banco de México ha establecido un protocolo en ca-
so de que un ciudadano se percate de que ha recibido dine-
ro falso por parte de un banco.

Todo esto ha traído como consecuencia que ciudadanos co-
munes y corrientes sean acusados del delito de falsificación
de moneda, en su modalidad de hacer uso de manera pre-
meditada o a sabiendas, y condenados a penas de prisión
excesivas, desproporcionadas y que atentan contra los de-
rechos humanos de las personas, que oscilan entre los 5 y
los 12 años de prisión. 

Baste observar el sonado caso de Esperanza Reyes Agui-
llón quien fue comprar una libreta y al pagarla con un bi-
llete de 100 pesos que resultó ser falso, por lo cual estuvo
presa incluso en las Islas Marías. Esperanza, es una mujer
que no concluyó la primaria y no sabe escribir ni leer, tie-
ne una niña de 10 y un niño de siete años, es gente humil-
de que se dedicaba al trabajo doméstico, no tenía seguridad
social ni ningún derecho respecto a salario o prestaciones y
sin embargo cumplía una pena de cinco años de prisión por
intentar utilizar un billete falso en una papelería de su na-
tal San Luis Potosí. 

Esperanza Reyes Aguillón, fue detenida por primera vez el
11 de marzo de 2011, cuando la encargada de una papele-
ría la acusó ante las autoridades de pagar una libreta con un
billete falso. Tres días después quedó libre. No obstante, el
proceso en su contra continuó y el 8 de mayo de 2012 fue
reaprehendida y trasladada al Centro de Readaptación So-
cial La Pila, luego de que un juez la sentenciara a cinco
años de prisión. 
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Durante su detención, Esperanza Reyes Aguillón estuvo
presa en tres cárceles. En noviembre de 2012 fue traslada
por tres meses, y sin previo aviso a su abogado de oficio y
familia, al Penal Federal El Rincón, de Tepic, Nayarit, don-
de estuvo incomunicada; enseguida fue llevada a las Islas
Marías. 

Otro ejemplo de las injusticias que se cometen al conside-
ras que se obra “a sabiendas” o de manera premeditada en
el intercambio de moneda falsa es el caso del Señor David
Herrera Martínez originario de Guadalajara, de 47 años de
edad, quien adquirió un sombrero de paja de 70 pesos y pa-
gó con un billete de 500 pesos, que recibió por la mañana
presuntamente de un cliente que le compró mariscos, fue
por este simple hecho fue ingresado a un penal de máxima
seguridad. De nada sirvió que explicara que ese billete se
lo dio un cliente que le compró mariscos por la mañana.

El 30 de noviembre de 2011, el juez quinto de Distrito en
materia penal en el estado de Jalisco lo sentenció a 5 años
de prisión, pena que purga en el centro penitenciario de
“Puente Grande”, un penal de máxima seguridad. El 4 oc-
tubre de 2012, el segundo Tribunal Colegiado en materia
penal, con sede en Jalisco, confirmó la sentencia. El Tribu-
nal Federal estimó que era irrelevante que el sentenciado
declaró que no sabía que se trataba de un billete falso.

Por último es necesario ser congruentes con la reciente
aprobación, por parte de esta Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, en donde esta conducta, es decir el delito
de falsificación de moneda ya no es considerada como cau-
sal de prisión preventiva. 

Esta iniciativa tiene como propósito diferenciar claramen-
te que la conducta de “uso” de un billete falso, sin conoci-
miento previo, no es de ningún modo equiparable a la pro-
ducción, almacenamiento y distribución de moneda falsa.

Luego entonces no es posible que la pena para este injusto
penal sea equivalente a la producción, almacenamiento y
distribución. Particularmente esto último, la distribución,
así sea de un billete es lo que generó es similitud de san-
ciones, lo cual a la luz de los razonamientos expresados re-
sulta desproporcionado y contrario al sentido del ley. 

Las razones anteriores y ejemplos que se vierten bastan pa-
ra darnos cuenta que la norma penal debe ser modificada y
son sustento basto y suficiente para proponer la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que modifica el párrafo cuarto del artículo 234
del Código Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona el párrafo cuarto del artículo
234 del Código Penal Federal para quedar como sigue: 

Artículo 234.-

…

…

…

… Se deroga 

Artículo 234 Bis. Se impondrá de seis meses a dos años
de prisión a quien haga uso de moneda falsa a que alu-
de el artículo 234, cuando no se trate de delincuencia
organizada, quien realice la conducta no sea coautor o
coparticipe en la producción o almacenamiento y por
las circunstancias especiales del caso pueda establecer-
se que se trata de un hecho ejecutado para la realiza-
ción de un pago u operación lícita.

Artículos Transitorios

Primero. La presente modificación entrara en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Procuraduría General de la República y el
Poder Judicial de la Federación, en el ámbito de sus com-
petencias, procederán a notificar a todos aquellos, indicia-
dos o sentenciados, que puedan resultar beneficiados con
esta reforma a fin que soliciten su libertad bajo caución
conforme a derecho corresponda. 

Notas:

1 Reforma Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de ju-
nio de 2008. 

2 Ídem.

3 http://www.un.org/es/documents/udhr/#tabs-11

4 http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_America-
na_sobre_Derechos_Humanos.pdf
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5 http://www.ohchr.org/SP/AboutUs/Pages/Copyright.aspx

6 Reforma Publicada en el Diario Oficial de la Federación 18 de ene-
ro de 1934.

7 Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de ju-
nio de 2011. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de 2015.—
Diputados: Cuitláhuac García Jiménez, Jesús Emiliano Álvarez Ló-
pez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado García. Túrnese a la Comisión de
Justicia, para dictamen.

Proceda la Secretaría dar cuenta de comunicaciones de la
Junta de Coordinación Política.

ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

La Secretaria diputada Isaura Ivanova Pool Pech: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de Co-
ordinación Política.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Honorable Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Por instrucciones del diputado César Camacho, presidente
de la Junta de Coordinación Política, y de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 34, inciso c), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, le ruego someter a consideración del pleno, para su
aprobación, las siguientes modificaciones en la integración
de la comisión que se señala, solicitadas por el Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática:

• Que el diputado Francisco Martínez Neri cause alta
como secretario en la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias.

Reciba un cordial saludo

Atentamente

México, Distrito Federal, a 9 de noviembre de 2015.— Diputado Jor-
ge Carlos Ramírez Marín (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Honorable Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Por instrucciones del diputado César Camacho, presidente
de la Junta de Coordinación Política, y de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 34, inciso c), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, le ruego someter a consideración del pleno, para su
aprobación, las siguientes modificaciones en la integración
de las comisiones que se señalan, solicitadas por el Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza:

• Que el diputado Jesús Rafael Méndez Salas cause ba-
ja como secretario de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

• Que el diputado Mariano Lara Salazar cause alta como
secretario en la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

• Que el diputado Jesús Rafael Méndez Salas cause ba-
ja como integrante de la Comisión de Juventud.

• Que el diputado Mariano Lara Salazar cause alta como
integrante en la Comisión de Juventud.

• Que el diputado Jesús Rafael Méndez Salas cause ba-
ja como propietario del Comité de Administración.

• Que el diputado Mariano Lara Salazar cause alta como
propietario en el Comité de Administración.

• Que la diputada María Luisa Gutiérrez Santoyo cause
baja como sustituta del Comité de Administración.

• Que el diputado Luis Alfredo Valles Mendoza cause
alta como sustituto en el Comité de Administración.

Reciba un cordial saludo
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Atentamente

México, Distrito Federal, a 10 de noviembre de 2015.— Diputado Jor-
ge Carlos Ramírez Marín (rúbrica).»

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Diputado pre-
sidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobadas. Comuníquense.

———————— o ————————

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que
define las reglas para la discusión y votación del proyecto
de Presupuesto de Egresos de la Federación 2016.

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 74, fracción IV, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
221, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados; 42, fracciones V y VIII, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, y

Considerando

1. Que el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, establece que la Cá-
mara de Diputados deberá aprobar anualmente, previo exa-
men, discusión y, en su caso, modificación del respectivo
proyecto, el Presupuesto de Egresos de la Federación, de
suerte que pueda ejercerse a partir del 1 de enero del año
siguiente;

2. Que el 8 de septiembre del año en curso, de conformidad
con el artículo 74 constitucional, el Ejecutivo Federal hizo
llegar a la Cámara de Diputados el proyecto de Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
2016, del que se dio cuenta al Pleno el 10 de septiembre de
2015, turnándose a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública para estudio y dictamen;

3. Que la disposición constitucional invocada establece que
la Cámara de Diputados deberá aprobar el Presupuesto de
Egresos de la Federación a más tardar el 15 de noviembre;

4. Que el artículo 42, fracción VIII, de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, establece los
principios que deberán regir el proceso de examen, discu-
sión, modificación y aprobación del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación;

5. Que el artículo 221, numeral 1, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, dispone que el dictamen con proyecto
de decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación se
discutirá por el Pleno, en lo general y en lo particular, de
acuerdo con las reglas que éste apruebe, a propuesta de la
Junta de Coordinación Política. Esta propuesta deberá con-
templar los principios de representatividad e inclusión pa-
ra garantizar la participación de todos los grupos parla-
mentarios representados en la Cámara; y

6. Que en consecuencia, es necesario aprobar las reglas pa-
ra la discusión y votación del dictamen que emita la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, con el propósito de
cumplir, en tiempo y forma, con la obligación constitucio-
nal de aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, este órgano de
gobierno somete a consideración del Pleno las siguientes:

Reglas para la discusión y votación del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal 2016.

Primera. El objeto de las presentes reglas es establecer el
formato mediante el que se discutirá y votará el dictamen
con proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal 2016, por el Pleno de la Cámara de
Diputados.

Segunda. Una vez que la Mesa Directiva reciba el dicta-
men por parte de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, lo publicará en la Gaceta Parlamentaria, en formato
electrónico e impreso, así como en las pantallas de las cu-
rules del salón de sesiones, a efecto de que sea conocido
por todos los diputados.

Lo anterior tendrá los efectos de una declaratoria de publi-
cidad de dictamen, conforme al artículo 87 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, por lo que podrá ser incor-
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porado al orden del día de la sesión en que se presente, re-
cibiendo dispensa de trámites para someterse de inmediato
a discusión. Si hubiere voto particular, se estará a lo dis-
puesto por los artículos 90 y 91 del citado Reglamento.

Tercera. La discusión en lo general se realizará conforme
a lo siguiente:

1. El Presidente de la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, o uno de sus integrantes, podrá exponer los funda-
mentos del dictamen, hasta por diez minutos.

2. Podrá hacer uso de la palabra para fijar su posición, has-
ta por cinco minutos, un orador por cada grupo parlamen-
tario, en orden creciente.

3. Para hablar en contra o a favor del dictamen, se abrirá
una ronda de intervenciones de hasta seis oradores en cada
sentido, quienes harán uso de la voz hasta por cinco minu-
tos cada uno. Al finalizar la ronda, después de leer la lista
de oradores aún inscritos en ambos sentidos, el Presidente
preguntará si el asunto se encuentra suficientemente discu-
tido. Si la respuesta fuere negativa, se abrirá una nueva
ronda de hasta tres oradores en cada sentido, conforme al
artículo 104 del Reglamento de la Cámara de Diputados.
Al término de la discusión se llevará a cabo la votación del
dictamen en lo general.

4. Las propuestas de modificación deberán presentarse por
escrito ante la Mesa Directiva, indicando con claridad si se
reservan artículos, anexos o ambos, del dictamen a discu-
sión. En este caso, los diputados deberán precisar el párra-
fo, la fracción o el inciso de los artículos reservados; el ru-
bro, el ramo, el programa, la partida o el concepto de los
anexos que reservan; así como los artículos que se preten-
dieran adicionar al proyecto de decreto, conforme a lo si-
guiente:

4.1 Cada reserva deberá presentarse en escrito por sepa-
rado, pudiendo referirse a diversos artículos o anexos
cuando mantengan unidad temática.

4.2 Todas las propuestas de modificación o de adición a
artículos o anexos contenidos en el proyecto de decreto,
deberán entregarse a la Mesa Directiva en hoja mem-
bretada y con firma autógrafa del proponente. En nin-
gún caso se admitirán reservas manuscritas o en fotoco-
pia de la Gaceta Parlamentaria.

4.3 Para su procesamiento y registro, las propuestas de
modificación presentadas deberán señalar y resaltar en
letra negrita:

a) El número de artículo y/o el nombre y número del
anexo que se pretende modificar.

b) El ramo o el rubro, así como el programa a que ha-
gan referencia.

c) El número de página(s) del dictamen donde se en-
cuentre ubicado el artículo, anexo, ramo o rubro, así
como las cantidades a modificar.

d) Para mayor claridad se deberá incluir un cuadro
comparativo del texto vigente y el texto propuesto.

4.4 En el supuesto de que la reserva implique la crea-
ción o el incremento de erogación, el diputado propo-
nente deberá señalar la correspondiente fuente de finan-
ciamiento, identificando el programa específico al cual
deberá reducirse la asignación prevista en el dictamen,
de conformidad con establecido por el artículo 42 de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria.

Para precisar los numerales 4.3 y 4.4 se anexa al pre-
sente acuerdo un ejemplo de formato, mismo que podrá
ser descargado electrónicamente de la página Web de la
Cámara de Diputados.

En todo momento, personal del Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas brindará apoyo técnico a los dipu-
tados en la elaboración y redacción de sus propuestas de
modificación.

4.5 La recepción de las propuestas de modificación o de
adición se hará desde el inicio de la sesión y hasta que
concluya el apartado de posicionamientos de los grupos
parlamentarios, durante la discusión en lo general.

4.6 Una vez que se haya verificado que las reservas re-
únen los requisitos señalados, serán rubricadas por los
secretarios que defina la Mesa Directiva, a fin de prose-
guir su trámite en los términos de las presentes reglas.

4.7 La Mesa Directiva sólo registrará, para su discusión,
las reservas que cumplan los requisitos descritos, de-
biendo rechazar aquéllas que no los satisfagan.
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4.8 Concluido el registro de las modificaciones que se
pretendan realizar a los artículos, anexos o a ambos, se
procederá a la votación nominal del proyecto de decre-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2016, en lo general, y de los artícu-
los o anexos no impugnados, en lo particular.

5. En caso de que el dictamen sea aprobado, en lo general,
por mayoría de los votos de los diputados presentes, se pro-
cederá a la discusión en lo particular de los artículos y ane-
xos reservados.

Cuarta. La discusión en lo particular se llevará a cabo con-
forme a las siguientes características:

1. Harán uso de la palabra, hasta por tres minutos cada
uno, los diputados que hubieren reservado artículos,
anexos o ambos.

En caso de que un diputado haya presentado diversas re-
servas, procurará exponerlas en una sola intervención.
Para tal efecto, la Mesa Directiva determinará, en con-
sulta con el diputado proponente, el número de reservas
a presentar en cada intervención.

La Mesa Directiva establecerá el tiempo para la presen-
tación de las reservas, cuando éstas sean agrupadas.

2. Concluida la intervención del legislador proponente,
se consultará al Pleno, en votación económica, si se ad-
mite a discusión.

3. Si la respuesta fuere negativa, la propuesta se tendrá
por desechada, y el artículo o anexo en cuestión se re-
servará para su votación nominal en conjunto, en los
términos del dictamen, al final de la discusión en lo
particular.

4. Si la respuesta fuere afirmativa, podrán hacer uso de
la palabra un orador a favor y otro en contra, hasta por
tres minutos cada uno.

5. Concluidas las intervenciones anteriores, la Secreta-
ría consultará a la Asamblea, en votación económica,
si se acepta la modificación o la adición propuesta. En
caso de que la respuesta fuere negativa, se tendrá por
desechada; de resultar afirmativa, el artículo o anexo de
referencia se reservará, para su votación nominal en
conjunto, al término de la discusión en lo particular.

6. La consulta al Pleno para determinar si se aceptan o
se rechazan las modificaciones o adiciones propuestas,
se realizará mediante votación económica. En caso de
duda fundada respecto al resultado de la votación, a jui-
cio del Presidente, se podrá proceder a una votación no-
minal, a través del sistema electrónico.

7. Agotada la discusión en lo particular, el Presidente
dará lectura a los artículos reservados, mismos que se
votarán en conjunto, señalando con claridad aquéllos
que quedaron en los términos del dictamen y aquéllos
que se votarán con la modificación o la adición acep-
tada.

8. De conformidad con el artículo 108, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, se podrá soli-
citar la votación por separado de un artículo o anexo re-
servado.

Quinta. Si durante la discusión en lo general y en lo parti-
cular del dictamen se presentara un asunto no previsto por
el presente acuerdo, será resuelto por la Mesa Directiva.

Sexta. En términos del artículo 221, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, a través de su Junta Directiva, se-
rá responsable de hacer las correcciones al decreto del
Presupuesto de Egresos de la Federación 2016 aprobado
por la Cámara y realizará sólo las adecuaciones de estilo,
cálculo, ajustes de cifras y cantidades que sean necesarias,
las cuales deberán estar en plena correspondencia con las
modificaciones o adiciones aprobadas por el Pleno. La Me-
sa Directiva vigilará que se cumpla, antes de remitirlo al
Ejecutivo federal.

Transitorio

Único. El presente acuerdo entrará en vigor una vez que re-
ciba la aprobación del Pleno.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de noviembre de
2015.— Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Presiden-
te y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica p.a.), Coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; diputado
Jesús Sesma Suárez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México; diputada Norma Rocío
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Nahle García (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento de Regeneración Nacional; diputado José Clemente Castañe-
da Hoeflich (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano; diputado Luis Alfredo Valles Mendoza  (rúbrica),

Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado
Alejandro González Murillo (rúbrica), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social.»
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En votación económica, se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado. Comuníquese.

———————— o ————————

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se
crea el Consejo Editorial de la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados.

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 77, fracción I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 33
y 34 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 4 y 28 de los Lineamientos para el
Servicio de los Talleres Gráficos y Trabajos Externos de
Impresión de la Cámara de Diputados, y

Considerando

1. Que en términos del artículo 77, fracción I, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cada
una de las cámaras del Congreso de la Unión puede, sin la
intervención de la otra, dictar resoluciones económicas re-
lativas a su régimen interior;

2. Que la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, publicada el 25 de mayo de 1979,
contemplaba, en su artículo 65, la creación de un Comité
de Asuntos Editoriales como órgano auxiliar de las activi-
dades internas de la Cámara de Diputados;

3. Que como resultado de múltiples reformas a la citada
Ley, el Comité de Asuntos Editoriales dejó de tener rele-
vancia hasta que, finalmente, la nueva Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pu-
blicada el 3 de septiembre de 1999, suprimió su existencia;

4. Que la Cámara de Diputados se ha caracterizado por
contribuir al fortalecimiento de la cultura democrática, me-

diante la publicación de libros, revistas, folletos, informes
y otros materiales, escritos o electrónicos, tendentes a la
profesionalización del Poder Legislativo;

5. Que en consecuencia, y con el propósito de contar con
políticas y programas que permitan a esta representación
continuar su fecunda labor editorial, la Junta de Coordina-
ción Política considera necesaria la creación del Consejo
Editorial; y

6. Que de conformidad con los artículos 33 y 34 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, la Junta de Coordinación Política es la expresión
de la pluralidad de la Cámara, en donde se impulsan en-
tendimientos y convergencias políticas para alcanzar
acuerdos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, este órgano de
gobierno somete a consideración del Pleno el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se crea el Consejo Editorial, instancia técnica-
académica que tendrá por objeto definir los criterios, las
políticas y los programas editoriales de la Cámara de Dipu-
tados.

Segundo. El Consejo Editorial estará integrado por:

a) Dos diputados por cada grupo parlamentario, un pro-
pietario y un suplente;

b) El Secretario General;

c) El Secretario de Servicios Parlamentarios;

d) Los directores generales de los centros de estudios; y

e) El Director General del Centro de Documentación,
Información y Análisis.

El Secretario General, el Secretario de Servicios Parlamen-
tarios, los directores generales de los centros de estudios y
el Director General del Centro de Documentación, Infor-
mación y Análisis, asistirán a las reuniones de trabajo con
derecho a voz pero sin voto.

Tercero. Los diputados que conformarán el Consejo Edi-
torial serán los que a continuación se mencionan:
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Cuarto. La Presidencia del Consejo tendrá duración de un
año legislativo y recaerá, invariablemente, en el diputado
perteneciente al grupo parlamentario que presida la Junta
de Coordinación Política.

Quinto. El Consejo Editorial contará con un secretario téc-
nico, designado por mayoría absoluta a través del sistema
de voto ponderado, quien preparará los documentos nece-
sarios para las reuniones, levantará el acta correspondien-
te, dará seguimiento a los acuerdos que se adopten y reali-
zará las demás acciones que el Consejo le instruya.

Sexto. El Consejo tendrá, entre otras, las siguientes atribu-
ciones:

a) Definir los criterios y las políticas editoriales de la
Cámara de Diputados;

b) Elaborar el programa editorial anual;

c) Autorizar la publicación de libros, revistas, folletos,
informes y otros materiales, escritos o electrónicos;

d) Determinar las características técnicas de edición, el
tiraje y las reglas de distribución de publicaciones;

e) Proponer la celebración de contratos de coedición
con otras instituciones, observando los principios de ra-
cionalidad y austeridad presupuestaria;

f) Sugerir la publicación de obras facsimilares, así como
de ediciones especiales o conmemorativas;

g) Vigilar el cumplimiento de la normatividad adminis-
trativa de la Cámara de Diputados, específicamente en
lo relativo a su ámbito de actuación; y

h) Las demás que le asignen otras normas.

Séptimo. El Consejo Editorial tomará sus decisiones por
consenso; en caso de no lograrse éste, las adoptará por ma-
yoría absoluta mediante el sistema de voto ponderado, en
el cual cada diputado representará tantos votos como inte-
grantes tenga su grupo parlamentario.

Octavo. El Consejo deberá reunirse por lo menos una vez
al mes y, cuando se estime necesario, se reunirá de manera
extraordinaria a solicitud de su presidente.

Noveno. El Consejo Editorial deberá informar a la Junta de
Coordinación Política, cada tres meses, o cuando así lo re-
quiera la Junta, sobre las actividades editoriales autoriza-
das y el destino del presupuesto ejercido.

Décimo. Los recursos técnicos y financieros para el fun-
cionamiento del Consejo serán aprobados por el Comité de
Administración.

Décimo Primero. Lo no previsto por el presente acuerdo
será resuelto por la Junta de Coordinación Política, misma
que podrá revocar los acuerdos aprobados por el Consejo
Editorial.

Décimo Segundo. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria.

Transitorio

Único. El Consejo Editorial deberá instalarse dentro de los
quince días hábiles siguientes a la aprobación del presente
acuerdo; asimismo, contará con 30 días hábiles, a partir de
su instalación, para presentar a la Junta de Coordinación
Política los criterios y las políticas editoriales, así como el
programa editorial anual de la Cámara de Diputados.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de noviembre de
2015.— Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Presiden-
te y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica p.a.), Coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; diputado
Jesús Sesma Suárez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México; diputada Norma Rocío
Nahle García (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento de Regeneración Nacional; diputado José Clemente Castañe-
da Hoeflich (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano; diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica),
Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado
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Alejandro González Murillo (rúbrica), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social.»

En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado. Comuníquese.

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
En términos de los artículos 100 y 102 del Reglamento, las
iniciativas y proposiciones contenidas en el orden del día
serán turnadas a las comisiones que correspondan,(*) pu-
blicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria.

Las adhesiones a iniciativas que se soliciten a la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados desde hoy y hasta la si-
guiente sesión ordinaria serán aceptadas.

CLAUSURA Y CITA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 14:36 horas): Y antes de que unos cuantos mohica-
nos y mohicanas sigamos aquí, se levanta la sesión y se ci-
ta para la que tendrá lugar mañana miércoles 11 de no-
viembre de 2015, mañana miércoles 11 de noviembre de
2015, a las 11 horas. Y se les informa que el sistema elec-
trónico estará abierto a partir de las 9:30 horas.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración de la sesión: 2 horas con 56 minutos.

• Quórum a la apertura de la sesión: 293 diputadas y diputados

• Comunicaciones oficiales: 27

• Iniciativas de senadores: 1

• Solicitud de licencia: 1

• Toma de protesta de diputados: 2

• Iniciativas de diputadas y diputados: 29

• Acuerdo de los órganos de gobierno: 3 de la Junta de Coordinación Política.

• Diputadas y diputados que participaron durante la sesión: 23

1  Sin Partido
1  PES 
2  NA
2  MC 
4  Morena 
2  PVEM 
4  PRD 
3  PAN 
4 PRI
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• Aguilar Yunes, Marco Antonio (PRI) . . . . . . . . . . . . 

• Álvarez Piñones, Rosa Alicia (PVEM) . . . . . . . . . . . 

• Bañuelos de la Torre, Soralla (NA). . . . . . . . . . . . . . 

• Barrientos Pantoja, Alicia (Morena) . . . . . . . . . . . . . 

• Bermúdez Méndez, José Erandi (PAN) . . . . . . . . . . . 

• Briones Pérez, Erika Irazema (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Caballero Pedraza, Virgilio Dante (Morena) . . . . . . . 

• Contreras Julián, Maricela (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Fernández del Valle Laisequilla, Andrés (PVEM) . . . 

• Fernández González, Waldo (PRD) . . . . . . . . . . . . . 

• Flores Gómez, Mirza (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Gama Basarte, Marco Antonio (PAN). . . . . . . . . . . . 

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones del Código Civil Federal: 113

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 6o. de la Ley General de Salud: 108

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Aguas Naciona-
les: 130

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores: 192

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 4o. Bis de la Ley para la Transparencia y Ordena-
miento de los Servicios Financieros: 196

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto reforma el
artículo 5o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores: 206

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 2o. y 9o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado:
159

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos: 186

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes: 156

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
la denominación del Capítulo IV, y adiciona un artículo 15 Bis a
la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación
Social de Sentenciados: 104

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 239 y 241 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados: 127

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 7o. de la Ley General de Educación: 149

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN
( en orden alfabético )
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• García Jiménez,  Cuitláhuac (Morena) . . . . . . . . . . . 

• Godoy Ramos, Ernestina (Morena). . . . . . . . . . . . . . 

• González Navarro, José Adrián (PAN) . . . . . . . . . . . 

• Guerra Mota, Moisés (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Guzmán, Norma Edith (PES). . . . . . . . . . . 

• Montiel Reyes, Ariadna (Sin Partido) . . . . . . . . . . . . 

• Ojeda Anguiano, Jerónimo Alejandro (PRD) . . . . . . 

• Romo García, Edgar (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Sánchez Sánchez, Christian Joaquín (PRI) . . . . . . . . 

• Terrazas Porras, Adriana (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 234 y adiciona un artículo 234-Bis al Código Penal
Federal: 209

Para presentar las iniciativas con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 93 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, del Código Penal Federal, y de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos: 120,
123

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 19 y 30 de la Ley General de Cultura Física y De-
porte: 98

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 183 y 184 de la Ley Agraria: 168

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos: 140

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley General de Estímulos Económicos para las y los Jóvenes
Residentes en Territorio Nacional que estudien en Instituciones
Públicas de Educación Media Superior dentro de la República
Mexicana: 176

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos: 153

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 12, 19 y 75 de la Ley General de Educación: 143

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal para el Fo-
mento de la Microindustria y la Actividad Artesanal, de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresa, de la Ley de la Economía Social y Solidaria,
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referen-
te al sector social de la economía, y de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable: 199

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 59 y adiciona un artículo 59-C a la Ley Aduanera: 181
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• Valles Mendoza, Luis Alfredo (NA) . . . . . . . . . . . . . Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos: 170
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